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Resumen 

 

Juntos, pero no revueltos: la atomización de los procesos de legalización de 

asentamientos informales. El caso de los barrios Meissen, La Playa I y La Playa II. 

 

Los barrios populares crecen y han alcanzado su actual desarrollo por virtud de los procesos 

comunitarios. Sea que el arribo de sus habitantes obedezca a las invasiones o a lo que se ha 

denominado como “urbanización pirata”, son los procesos colectivos los que lograron 

consolidar los barrios de la periferia, cualquiera sea el adjetivo que éstos últimos reciban. 

 

En el proceso de legalización de esos barrios, no obstante, ha imperado una perspectiva gracias 

a la cual el procedimiento se adelanta de manera expedita, y el proceso de titulación predial de 

manera individual, sin que se llegue a considerar la interrelación barrial y que, como se 

señalaba antes, a los asentamientos informales les es inherente un ethos colectivo. La Playa I, 

La Playa II y Meissen son un claro ejemplo de barrios que, teniendo una historia común, no 

tienen el mismo estado de legalización y en los cuales ya no son evidentes prácticas 

comunitarias como las que se manifestaron en su formación. El propósito de este trabajo es 

indagar por las razones que desde el modelo normativo de legalización de asentamientos 

informales han contribuido a la desestructuración de esas apuestas comunitarias y de la 

referida interrelación barrial.  

 

Palabras clave: Titulación y legalización de asentamientos informales, norma urbana, 

procesos comunitarios, Ciudad Bolívar.   
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Abstract 

 

Together but not mixed up: the atomization of processes of legalization of informal 

settlements. The case of the Meissen, La Playa I and La Playa II neighborhoods.  

 

The popular neighborhoods are growing and have reached their current development by 

virtue of community processes. Whether the arrival of their inhabitants whether the arrival of 

their inhabitants is due to invasions or to what has been called "pirate urbanization", it is the 

collective processes that have succeeded in consolidating the neighborhoods of the periphery, 

regardless of the periphery, whatever adjective they may be called. 

 

In the process of legalization of these neighborhoods, however, a perspective has prevailed 

whereby the procedure is carried out in an expeditious manner, and the land titling process is 

carried out individually, without taking into account the neighborhood interrelationship and 

the fact that, as mentioned above, informal neighborhoods have an inherent collective ethos. 

La Playa I, La Playa II and Meissen are clear examples of neighborhoods that, having a common 

history, do not have the same state of legalization and in which community practices are no 

longer evident as they were when the neighborhoods were formed. The purpose of this paper 

is to investigate the reasons that from the normative model of legalization of informal 

settlements contributed to the destructuring of these community bets and of this 

neighborhood interrelation. 

 

Key words: Titling and legalization of informal settlements, urban norm, community 

processes, Ciudad Bolivar. 
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Introducción 
Se ha escrito copiosa literatura para documentar el desarrollo de barrios informales; ilegales; 

irregulares; asentamientos humanos precarios o consolidados. Cualquiera sea la perspectiva 

de esa literatura, es decir, sea que se centre en analizar el aspecto jurídico de la situación 

particular, en su arista económica, o en los actores que confluyeron a su desarrollo, la 

conclusión es que la norma se quedó corta, fue insuficiente, esto es, que no se logró la eficacia 

que se espera de la ley.  

 

¿Cuáles de esos aspectos desarrollados normativamente, pero desconocidos en la práctica, se 

analizan en esta investigación? Particularmente dos: la propiedad a través de las normas que 

la regulan, y el desarrollo urbano, también desde las normas que disponen la forma en que éste 

debe adelantarse.  

 

No es objeto de esta investigación imponer algún tipo de calificativo sobre los intereses que 

condujeron al desconocimiento de la norma; por el contrario, la pretensión es identificarlos, 

ponerlos en el mismo plano y tratar de arrojar luces adicionales sobre la presencia y los rasgos 

del fenómeno que para efectos de simplicidad se denominará en esta investigación como 

“urbanización informal”. 

 

La localidad de Ciudad Bolívar se desarrolló, considerablemente, mediante prácticas de esa 

“urbanización informal”. A partir de la segunda mitad del Siglo XX, Bogotá se extendió por fuera 

de su perímetro urbano y copó lo que otrora eran grandes haciendas ubicadas en los 

municipios vecinos recién anexados a la incipiente ciudad.  

 

El Estado históricamente ha jugado un papel interesante en relación con la urbanización 

informal. La mayoría de la literatura es clara en referir que la proliferación de este tipo de 

ocupaciones se corresponde con la insuficiencia de los programas de provisión de vivienda y, 
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finalmente, con la desarticulación del papel estatal en su implementación. Esta investigación 

no parte del punto cero, esto es, no niega que el Estado fue un agente activo en la provisión de 

vivienda, pero sí reconoce el poco alcance de sus medidas y la desestructuración paulatina de 

su acción con posterioridad a los años 80, circunstancias que contribuyeron al estado actual 

de cosas.  

 

Ante esos asentamientos, el Estado adoptó variadas perspectivas, cambiantes en el tiempo: del 

castigo del fenómeno, se pasó a la tolerancia soterrada y a la adopción de medidas remediales. 

Esas medidas remediales hoy se consolidan en los procesos de legalización de asentamientos 

informales y titulación predial.  

 

La legalización de asentamientos es un proceso que excede los márgenes de la simple titulación 

predial. Es decir, la titulación solo supone la transferencia del dominio a los habitantes de los 

asentamientos informales, mientras que la legalización de asentamientos facilita la ejecución 

de otras iniciativas que conducen, en general, a la mejora de las condiciones urbanísticas de 

los barrios y su incorporación al perímetro urbano. En ambos casos, son acciones con una clara 

orientación remedial, tendientes a sanear la situación de informalidad original, a efectos de 

revestir ese tipo de desarrollos con los elementos propios de la “formalidad” urbana.  

 

En la segunda administración de Enrique Peñalosa en Bogotá (2016-2019), la localidad de 

Ciudad Bolívar presenció la legalización y titulación predial de varios de sus barrios. Procesos 

masivos mas no integrados que se resolvieron de manera expedita; los cuales, en definitiva, se 

tradujeron en el posterior desarrollo aislado de los barrios, en el desaprovechamiento de los 

beneficios que puede representar el proceso de legalización para los procesos comunitarios y 

en la pulverización de un ethos colectivo.  

 

Son tres los motivos que justifican la elección de los barrios materia de la presente 

investigación. El primero de ellos es que quien investiga tuvo la oportunidad de residir allí por 

lapso de veinte años, los cuales le permitieron ser testigo de primera mano, de muchas de las 

transformaciones que aquí se documentan, particularmente las prácticas comunitarias, las 

agendas de los distintos actores que participaron del proceso de formación y desarrollo del 

barrio, el proceso de legalización y titulación predial, y por último, la fragmentación de las 

prácticas comunitarias que tuvieron un amplio desarrollo en los albores del barrio.  



Introducción 3 

 

 

La segunda justificación tiene que ver con el hecho de que Meissen es uno de los barrios 

primigenios de la localidad de Ciudad Bolívar y, curiosamente, los otros dos barrios (La Playa 

I Sector y La Playa II Sector), aunque sean vecinos suyos, tienen una historia mucho más 

reciente y su urbanización obedece a los cambios que siguieron a la modificación del cauce del 

Río Tunjuelo, principal afluente del sur de la ciudad.  

 

Eso es importante en la medida que permite establecer semejanzas o diferencias en los 

repertorios, intereses y agentes presentes en barrios que, aunque contiguos y con una historia 

que, se insiste, en algunos momentos es común, distan en su origen por un periodo de cerca de 

cuarenta años.  

 

Por último, tanto la conformación de los barrios, como el estatus actual de sus respectivos 

procesos de legalización, son diferentes. Es decir, La Playa I y La Playa II son barrios que 

nacieron de manera posterior al proceso de urbanización pirata que se desarrolló en Meissen; 

aun así, obtuvieron antes el acto administrativo de legalización del asentamiento informal.  

 

Como se observa, los motivos de interés para acometer la presente investigación están 

sumamente centrados en la norma. Para quien escribe es claro, como se señaló antes, que la 

proliferación de asentamientos informales es muestra de que la norma resultó ineficaz, siendo 

el asunto de la eficacia un elemento trascendental de ésta. Ante tal defecto, los procesos de 

legalización y de titulación predial aparecen como acciones remediales: legalizar e incorporar 

al perímetro urbano aquello que nació al margen de la norma.  

 

Esos procesos, aunque masivos, se han ofrecido aislados entre barrios. De manera que aun 

cuando sean vecinos, presentan un estado de legalización diferente gracias a procesos llevados 

individualmente. ¿Cómo incide la proyección que se hace de la norma sobre legalización de 

asentamientos y titulación predial en esa desarticulación entre barrios de origen común? 

¿cómo incide en los repertorios comunitarios el modelo que normativamente se adoptó para 

adelantar la legalización de asentamientos? Esas son las preguntas que suscitan la presente 

investigación.  
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En la resolución de esas preguntas van envueltos un objetivo general y otros específicos. El 

general es determinar la incidencia del modelo normativo en que se fundamentan las acciones 

remediales del Estado, destinadas a atender la ciudad informal, en la transformación de las 

prácticas comunitarias y la relación interbarrial de los asentamientos informales.   

 

Los objetivos específicos de esta investigación son los que se enuncian enseguida. En primer 

lugar, se busca contribuir a la conceptualización sobre la ciudad informal, por una parte, con 

la consolidación de una historia barrial que permita ampliar el conocimiento de los 

asentamientos informales de la ciudad; por otra, con un análisis crítico de los efectos que se 

derivan de las acciones remediales ejecutadas por el Estado para atender tales asentamientos. 

Así mismo, como segundo objetivo específico, esta investigación apunta a contribuir al análisis 

sobre los repertorios, actores e intereses que concurren a la formación y desarrollo de la 

ciudad informal. Por último, un tercer objetivo de la indagación consiste en analizar los 

discursos y prácticas que materializadas en la norma jurídica adoptó el Estado para entender 

y atender el problema de los asentamientos informales.  

 

Para los efectos anteriormente descritos se propuso una investigación cualitativa. Si bien el 

análisis de los fenómenos sociales no se agota en la investigación con esa perspectiva, gran 

parte de la información asociada al análisis que aquí se reproduce se hizo asistiendo a técnicas 

eminentemente marcadas por ese enfoque, especialmente el análisis documental, el trabajo en 

campo y las entrevistas.  

 

Por análisis documental se hace referencia a la lectura e interpretación de literatura 

especializada sobre ciudad formal e informal; literatura jurídica que comprende tanto la 

norma como el análisis que de ella se reproduce en libros y artículos; y archivos que dan cuenta 

de la realidad material que se vivió en los barrios objeto de investigación, puntualmente 

escrituras, planos y los archivos que pertenecen a los expedientes de legalización y titulación 

predial.  

 

A su vez, gracias a parte de la literatura sobre ciudad formal e informal fue posible obtener 

documentación que permitiera establecer una parte importante de la historia inicial de los 

barrios, particularmente la del barrio Meissen. 
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El trabajo en campo que se adelantó tuvo por propósito identificar el estado actual de los 

barrios, de manera que se pudiera constatar la morfología de estos, la existencia de espacio 

público y equipamientos, a efectos de contrastar con el estado de cosas que se obtuvo de la 

revisión de la literatura.  

 

Por último, en relación con las entrevistas, estas tuvieron dos propósitos: el primero de ellos 

fue terminar de consolidar la historia de los barrios. Si bien la historia de Meissen halla un 

fuerte respaldo documental, no ocurre lo mismo con los otros dos barrios, de manera que fue 

importante escuchar las voces de sus habitantes, con el fin de escudriñar sus historias de vida, 

y a partir de allí extraer intereses, repertorios y prácticas.  

 

Por otra parte, las entrevistas permitieron profundizar en la constatación sobre el impacto de 

los procesos de legalización y titulación predial en la persistencia de las prácticas comunitarias 

que fueron esenciales para la formación y posterior desarrollo de los barrios.  

 

La ejecución de este trabajo se vio entorpecida por el reconocimiento, doloroso muchas veces, 

de que aquello que se eligió con base en el gusto y en el interés de documentar una experiencia 

personal, prontamente fue degenerando en un lastre, una carga de esas que angustian y 

paralizan. Tras resolver todos los asuntos cotidianos, eso seguía existiendo y como en el cuento 

de Monterroso: al despertar, el dinosaurio seguía allí.  

 

A la par, las voces que se querían recoger en este trabajo se estaban apagando, cualquiera fuera 

la razón. Y se iban sin homenaje alguno, o siquiera sin poder documentar los esfuerzos que 

emprendieron para hacerse a un sitio en el que recibir la noche y saludar el día.  Con el paso 

de los años, a quien escribe el barrio le sigue pareciendo más idílico, más narrable. A cualquiera 

podría parecerle un oxímoron o excesiva pretensión literaria aquello de llamar barrio idílico a 

un montón de casitas que no tenían anden, atravesadas por calles que se encharcaban según 

lloviera o no. Pero así es y lo idílico se halla en que era un barrio que permitía el juego, la 

convivencia y la vida en comunidad. En el barrio la gente transita por la calle, no por la acera; 

sin haber visto en otro barrio cosa similar.  

 

Cuando se proyectó esta investigación se formuló en cuatro capítulos: dos teóricos, uno de 

recolección de experiencias del barrio y el último de conclusiones. Se pretendía aplicar la más 
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sencilla lógica de premisa mayor, premisa menor y conclusión a un problema que, como la 

ciudad moderna, excede esos marcos metodológicos.  

 

Por otra parte, en Colombia existe sobreproducción normativa y a esa sobreproducción 

normativa le sigue una excesiva producción literaria que trata de extraer aspectos cada vez 

menos novedosos de la llana lectura de esas normas. Si este trabajo se basara en ese interés de 

acercarse a la norma a través de textos pesadísimos -destinados a engrosar los anaqueles de 

librerías en el mejor de los casos, o de la facultad de Artes en el no menos venturoso-, se 

hubiera convertido entonces en un mamotreto inentendible para quienes contribuyeron a su 

elaboración, circunstancia imperdonable.  

 

Así, esa planificación inicial se subvirtió. El primer capítulo de este texto aborda unos 

conceptos iniciales para permitir una mejor comprensión de los temas que en él se abordan. 

El segundo la historia de los barrios Meissen, La Playa I y La Playa II de Ciudad Bolívar. El tercer 

capítulo contendrá la identificación de los principales elementos que se sustraen de esos 

relatos, a saber: los actores, los intereses y los repertorios, la vida en sí misma.  En cuarto lugar, 

se abordarán, sin que sea desbordante la aproximación, los marcos jurídicos en torno a la 

ciudad y, en particular al manejo de los asentamientos informales: desde su tratamiento inicial, 

hasta los recientes procesos de legalización. En el último capítulo se recogerán las conclusiones 

en torno a los elementos que se pueden encontrar característicos del estado actual de cosas en 

los barrios materia de la investigación. 

 

 



 

 
 

1. Conceptos iniciales. 

 

Este capítulo recoge las definiciones y conceptos que se consideran transversales para la 

investigación, los cuales se analizan desde una perspectiva jurídica, sin perjuicio de la 

incorporación de análisis provenientes de otras disciplinas.  

 

En primer lugar, se acoge el concepto de asentamiento informal, comoquiera que ofrece una 

caracterización que, a juicio de quien escribe, es más integral respecto de aquellos que se 

encuentran en la norma colombiana o en bibliografía que enfoca su análisis en el aspecto 

jurídico o en el económico de esas zonas de la ciudad.  

 

Una definición de aquellas que se enfoca en el aspecto jurídico del problema puede ser la 

aportada por Gómez Buendía y Losada Lora, cuando definen al “barrio pirata” o “clandestino”, 

como un barrio no legalizado y subnormal, desprovisto de reconocimiento oficial y de todos 

los servicios públicos, con problemas en la tenencia de la tierra por el origen de los títulos de 

propiedad en que se soporta (Gómez Buendía & Losada Lora, 1976, pág. 11).  

 

Otra, que también se descarta, pero que es funcional para entender la manera en que 

jurídicamente se ha entendido el problema, es la propuesta por Mora Gamboa, autor que hace 

alusión a los Asentamientos Humanos de Desarrollo Incompleto (AHDI), vistos estos a través 

de las siguientes características: (i) se ubican en la periferia de las ciudades, asignando incluso 

el neologismo de rururbano; (ii) cuenta con difíciles condiciones de accesibilidad; (iii) las 

viviendas son deficitarias; (iv) el acceso a servicios públicos es inadecuado; (v) sus habitantes 

se encuentran en condición de pobreza, no hallan satisfecho su mínimo vital; (vi) la mayoría 

de sus habitantes tampoco tienen condiciones plenas de educación básica y no están en la 

formalidad laboral; (vii) el hacinamiento es tendencia, por tanto es esquiva la privacidad y por 

ende, dice el autor, la dignidad humana; (viii) no existe seguridad jurídica en la tenencia de la 
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tierra; (ix) la mayoría de viviendas son autoconstruidas; (x) los asentamientos se desarrollan 

sin cumplimiento de la norma urbana; (xi) existe evasión fiscal respecto de los tributos 

territoriales asociados a la propiedad; (xii) la administración termina asumiendo costos que 

en principio corresponderían al urbanizador; (xiii) es latente el riesgo de daño ambiental y 

(xiv) también el riesgo por la localización ( (Mora, 2021, págs. 34-36).  

 

Por su parte, el legislador decidió referirse al problema acudiendo a la acepción de 

asentamientos humanos ilegales y distinguiendo entre aquellos precarios y los que ya ofrecen 

un mayor nivel de consolidación, según el acceso a servicios públicos e infraestructura con que 

cuenten.  

 

Esa distinción se resume en la siguiente tabla, elaborada con base en lo previsto en el artículo1 

de la ley 2044 de 2020, por la cual se dictaron disposiciones para el saneamiento de predios 

ocupados por asentamientos humanos ilegales:  

  

Asentamiento Humano Consolidado Asentamiento humano ilegal  

“Se entiende por asentamiento humano ilegal 

consolidado el conformado por una vivienda o 

más, que por el paso del tiempo han logrado 

alcanzar un nivel de desarrollo escalonado, 

cuyas edificaciones son de carácter 

permanente, construidas con materiales 

estables, cuentan con la infraestructura de 

servicios públicos instalada, con vías 

pavimentadas, con edificaciones 

institucionales promovidas por el Estado, 

pero sus construcciones se encuentran 

ubicadas en predios públicos y/o privados sin 

contar con la aprobación del propietario y sin 

ningún tipo de legalidad, ni planificación 

urbanística”. 

“Se entiende por asentamiento humano ilegal 

precario el conformado por una vivienda o 

más, que presenta condiciones urbanísticas de 

desarrollo incompleto, en diferentes estados 

de consolidación, cuyas construcciones se 

encuentran ubicadas en predios públicos y/o 

privados sin contar con la aprobación del 

propietario y sin ningún tipo de legalidad, ni 

planificación urbanística”. 
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Tabla 1. Definición de asentamientos humanos ilegales prevista en la ley 2044 de 

2020. (Elaboración propia). 

 

A juicio del suscrito, las anteriores definiciones fallan en la comprensión del asunto, pues lo 

tratan de manera unilateral: los barrios se definen según sus características, marginando en la 

definición la interrelación que pueden tener los asentamientos informales con la ciudad. 

Siguiendo a Edesio Fernandes, el asentamiento informal es una forma común de 

emprendimiento residencial urbano que surge, en parte de una ocupación ilegal y en parte de 

condiciones históricas de desigualdad que han obligado al nacimiento de barrios en la periferia 

urbana (Fernandes, Regularización de asentamientos informales en América Latina, 2011, pág. 

4).  

 

Sobre esas condiciones de desigualdad en el desarrollo urbano es muy diciente el trabajo de 

Mike Davis. En “Planeta de ciudades miseria” (Davis, 2007)es significativa la crítica que hace el 

autor al estado actual de las ciudades, particularmente de los países subdesarrollados o en vía 

de desarrollo, pues es en ellos en que se concentran los tugurios, asentamientos informales, 

chabolas y otro tipo de estructuras destinadas a atender el déficit cuantitativo de vivienda, 

producido por la combinación entre acciones y omisiones del Estado.  

 

El asentamiento informal, retomando a Edesio Fernandes, envuelve cargas de orden:  

 

(i) legal, comoquiera que produce absoluta incertidumbre sobre la seguridad de la 

tenencia, habida cuenta la constante amenaza de desalojo; además, la ausencia de 

títulos produce automáticamente la negación del ejercicio de derechos básicos 

para los habitantes de esos asentamientos;   

 

(ii) social, por la exclusión que padecen estos asentamientos de participar en la mejora 

urbanística representada en equipamientos, espacio público, servicios e 

infraestructura, también por la asociación que se establece entre el crimen y la 

existencia de los asentamientos informales;  
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(iii) cargas urbano- ambientales, pues la urbanización en sí misma se ha hecho al 

margen de las normas que regulan la construcción y la protección del medio físico, 

así como la seguridad misma de los habitantes;  

 

(iv) políticas, por la manipulación que ejercen diversos actores políticos sobre tales 

asentamientos y  

 

(v) cargas económicas y fiscales para la sociedad en general, por la ausencia de los 

tributos y el impacto en las finanzas de las ciudades, así como por los costos de la 

incorporación de esos segmentos al perímetro urbano (Fernandes, 2011, págs. 7-

9).  

 

La comprensión de todas esas cargas como variables de un mismo fenómeno es la que hace 

que el concepto de asentamiento informal sea el que resulte útil para efectos de esta 

investigación. Es más holístico, en tanto escapa a la simple constatación de la norma y, por 

tanto, con base en ella, a la calificación de los asentamientos como ilegales. En definitiva, se 

trata de procesos con múltiples variables, tal y como se analiza en los casos materia de 

investigación.  

 

Por otra parte, es transversal la clasificación que ofrecen Chaparro, Jara, Jiménez, López y Niño 

(Bogotá hecha a mano, 2023) en relación con las manifestaciones que tiene la urbanización 

informal en Bogotá, a saber: la denominada urbanización pirata; los barrios de invasión; los 

barrios surgidos por virtud de acuerdos patronales y, por último, las experiencias de 

autoconstrucción dirigida. Para los efectos de esta investigación se destacan tanto las 

acepciones de urbanización pirata como la referida a los barrios de invasión, entendidas por 

los autores de la siguiente manera:  

 

Urbanización pirata Invasión 

“… una respuesta a la alta demanda de 

vivienda que ni el Estado ni el mercado formal 

pudieron atender. En las décadas de los años 

cincuenta y sesenta del Siglo XX, esta 

urbanización se incrementó debido a los 

“barrios de invasión, que nacen en tierras 

públicas o privadas que los pobladores se 

toman por sus propios medios. Ellos prefieren 

referirse a esta acción como “ocupación de 

tierras””. (2023, pág. 38) 
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incentivos que el Gobierno daba a los dueños 

de terrenos rurales ubicados en la periferia 

urbana para lotear y parcelar sus haciendas. 

En las tres últimas décadas del siglo pasado, el 

urbanizador pirata que agenciaba proyectos 

electorales y económicos ilegales cobró una 

fuerza inusitada, y en el siglo XXI se hizo 

protagónico el tierrero que hacía parte de 

mafias locales y nacionales articuladas con 

redes de corrupción públicas y privadas” (pág. 

42) 

 

 

Tabla 2. Acepciones de urbanización pirata y de barrios de invasión. Elaborado 

con base en Chaparro, Jara, Jiménez, López y Niño (2023) 

 

La existencia de asentamientos informales también tiene efecto en materia económica. Para 

comprender esos efectos, esta investigación considera pertinente adoptar la perspectiva que, 

con fuerte inclinación marxista propone el profesor Samuel Jaramillo González para la 

descripción del fenómeno.  

 

Gracias a esa perspectiva es posible analizar la urbanización informal como “una práctica muy 

extendida entre los habitantes más pobres de las ciudades del capitalismo periférico, que consiste 

en ocupar terrenos de manera irregular, violando las leyes de la propiedad privada, o de manera 

similar, sin cumplir con las normas urbanísticas” (2016, pág. 371), en la cual concurren agentes 

del capitalismo en su expresión urbana con sus respectivos intereses económicos.  

 

Esa aproximación, bajo la cual se entiende que existen intereses económicos de quienes 

participan en el proceso de formación y desarrollo de los asentamientos informales ayuda a 

uno de los propósitos de esta investigación, a saber,  restarle peso a una perspectiva 

victimizadora de los habitantes de éstos asentamientos (en la que se asumen como personas 

carentes de agencia), pues finalmente es una tesis plausible que el hecho de residir en ese tipo 

de espacios constituye en sí misma una decisión de carácter económico.  



12 Juntos, pero no revueltos. 

 
 

Como se observa, en las definiciones atrás referidas se halla mayoritariamente un lenguaje 

eminentemente jurídico, que es el que se recoge también en esta investigación, porque la 

caracterización de los barrios informales tiene como elemento transversal la norma urbana. 

Rara vez se dice que un asentamiento es “contramercantil”, “antitécnico” o “antiarquitectónico”.  

 

No, la caracterización de los asentamientos informales ha tenido un evidente carácter legal: los 

barrios informales han sido denominados tugurios, barrios irregulares, piratas o ilegales, 

comoquiera que se han construido al margen de las normas sobre la propiedad, de una parte 

y sobre la planeación urbana, de otra.  

 

El ordenamiento jurídico colombiano de antaño ha tenido la pretensión de ser sumamente 

abarcador, es decir, regular todo aspecto de la vida social. Entre esos aspectos, está sin duda el 

desarrollo de las ciudades. No obstante, la eficacia de la norma se halla en entredicho, pues 

parte importante de los barrios en Colombia se han levantado de manera informal, sin atención 

de esas previsiones que se han vuelto letra muerta.  

 

Se trata entonces de un problema de eficacia de la norma, uno de los atributos que se precisa 

de ella, entendido como un concepto que “hace relación a la producción de efectos en el 

ordenamiento jurídico por la norma en cuestión; es decir, a la aptitud que tiene dicha norma de 

generar consecuencias en derecho en tanto ordena, permite o prohíbe algo” (Corte 

Constitucional de Colombia, 2003) 

 

Esa discusión en torno a la eficacia de la norma fue analizada por Romero Espinel en su tesis 

de maestría. Dice la referida autora, en el análisis que adelantó sobre el barrio Atahualpa en la 

localidad de Fontibón y citando a Norberto Bobbio, lo que sigue:  

 

“El problema de la eficacia remite al asunto de si la norma jurídica es o no efectivamente 

cumplida por sus destinatarios y si las medidas coercitivas para su cumplimiento son o 

no aplicadas. Explica el autor que hay normas que se cumplen universalmente de manera 

espontánea, que es lo deseable; otras que sólo se cumplen cuando se acompañan de 

coacción; las que no se cumplen aun cuando media la coacción y las que se desconocen 

sin que por ello se aplique la sanción, que son según Norberto Bobbio, las más ineficaces. 
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Este problema se circunscribe al campo fenomenológico del derecho” (Romero Espinel, 

2022, pág. 45).  

  

No ha sido eficaz la norma, pues en definitiva la ciudad se construyó al margen de sus 

previsiones. No lo ha sido la norma sobre la propiedad de la tierra, como tampoco lo ha sido la 

norma sobre desarrollo urbano.  

1.1 Normas en torno a la propiedad. 
 

En relación con el primer grupo de normas, es necesario desarrollar brevemente lo previsto 

en la norma que regula el derecho de propiedad; acto seguido presentar la distinción de la 

propiedad respecto de la posesión y por último tratar de establecer la relación de estos 

conceptos con el desarrollo informal de la ciudad.  

 

¿Por qué es importante el análisis en torno a las normas sobre la propiedad? Porque en últimas 

en la formación y desarrollo de los asentamientos informales concurren intereses individuales 

de hacerse al dominio de un bien con destino a vivienda. El derecho objetivo tiene previstas 

unas reglas sobre ese particular, las cuales son desatendidas, de manera que no es únicamente 

un fenómeno en el que lo contravenido sea la norma sobre planeación urbana.  

 

Así, en América Latina, con la influencia común de don Andrés Bello- un pensador embebido 

de los cambios ocurridos en Europa con ocasión de la Revolución Francesa-, se produjo la 

adopción simultánea de Códigos Civiles: Chile adoptó su Código Civil en 1855, Ecuador tres 

años después; Venezuela en 1862, Uruguay en 1868, Argentina en 1871 y Colombia en 1873. 

Todos los anteriores países eran incipientes repúblicas, nacidas de los procesos de 

independencia de inicios del Siglo XIX.  

 

Mientras aquí se adoptaban esos Códigos, en Europa se empezaban a sentir los efectos de la 

revolución industrial con los efectos sobre la ciudad que oportunamente identificó Engels:  

  

“La época en que un país de vieja cultura realiza esta transición —acelerada, además, 

por circunstancias tan favorables— de la manufactura y de la pequeña producción a la 

gran industria, suele ser también una época de “penuria de la vivienda”. Por una parte, 
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masas de obreros rurales son atraídas de repente a las grandes ciudades, que se 

convierten en centros industriales; por otra parte, el trazado de aquellas viejas ciudades 

no corresponde ya a las condiciones de la nueva gran industria ni a su gran tráfico; las 

calles son ensanchadas, se abren otras nuevas, pasan por ellas ferrocarriles. En el mismo 

momento en que los obreros afluyen en gran número a las ciudades, las viviendas obreras 

son destruidas en masa. De aquí la repentina penuria de la vivienda, tanto para el obrero, 

como para el pequeño comerciante y el artesano, que dependen de la clientela obrera” 

(Engels, 2006, pág. 6) (He subrayado). 

 

Es decir, el estado de consolidación urbana de los dos continentes era diferente. En Europa se 

desarrollaron las ciudades apalancadas por el cambio industrial, pero simultáneamente, en 

este lado del mundo, se adoptaban estatutos que, aunque no incompatibles con el desarrollo 

urbano, no eran precisamente la norma que iba a regularlo. Aún se conservan en la redacción 

original de ese Código, normas que rememoran la hacienda como forma preferente del 

desarrollo de la propiedad con menciones escuetas a los solares urbanos (artículo 1177) y a 

las formas que debían observar los propietarios para edificar en su propiedad (artículo 681).  

 

Por otra parte, desde la óptica del derecho civil, una vivienda es una cosa y sobre las cosas, 

según la tradición jurídica colombiana que deriva de la romana, se ejercen derechos. Dentro 

de esos derechos, denominados reales, aparece el de dominio o propiedad, definido en el 

artículo 669 del Código Civil como el “derecho real que se ejerce en una cosa corporal, para 

gozar y disponer de ella, no siendo contra ley o derecho ajeno”. 

 

Las cosas, según ese mismo estatuto, se dividen en cosas muebles y cosas inmuebles. Los 

inmuebles, según la definición prevista en el artículo 656 del Código: “son las cosas que no 

pueden transportarse de un lugar a otro; como las tierras y minas, y las que adhieren 

permanentemente a ellas, como los edificios, los árboles. Las casas y veredas se llaman predios o 

fundos”. 

 

Para hacerse a la propiedad de un inmueble mediante una transacción mercantil de 

compraventa debe celebrarse un contrato contenido en escritura pública y, en seguida esa 

escritura debe inscribirse en el registro de instrumentos públicos, la cual ejerce la guarda de 

la información sobre los bienes y, en particular, sobre quienes ejercen derechos sobre ellos. 
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Solo de esa manera se produce la tradición de los inmuebles según el artículo 753 del Código 

que se viene citando.  

 

Ese mismo Código regula, en disposiciones aparte, el hecho jurídico de la posesión.  

 

La posesión, según el artículo 762 del Código Civil, es “la tenencia de una cosa determinada con 

ánimo de señor o dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por sí mismo, o por 

otra persona que la tenga en lugar y a nombre de él”.  

 

A juicio de quien escribe, el Código Civil permite tomar la posesión como un hecho jurídico 

ligado al derecho de dominio. El que tiene el derecho de dominio, es decir, el propietario, tiene 

a su vez la posesión y el que posee un predio, por otra parte, se presume como su propietario, 

según el mismo artículo 762 del Código Civil. Francisco Ternera Barrios y César Carranza así 

lo reconocen, cuando afirman que “propiedad y posesión son dos caras diferentes de una misma 

moneda” (Carranza-Álvarez & Ternera-Barrios, 2010, pág. 88).  

 

Por una parte, la ciudad informal se margina de las normas sobre el derecho de dominio. No se 

satisfacen los requisitos que se previeron en el Código Civil y las normas sobre el registro de 

instrumentos públicos para que se entienda que la propiedad se adquirió con el lleno de los 

requisitos legales. 

 

Por otra parte, la informalidad en la tenencia de la tierra, reflejada tanto en suelo rural como 

en las urbanizaciones informales, ha permitido establecer una dicotomía entre ese concepto 

de dominio y el de posesión, la cual no debería existir si se toman como caras de la misma 

moneda.  

 

Así, gracias a esa contraposición, que es aparente por demás, la ciudad formal se puede ver 

asociada al derecho de dominio comoquiera que la norma obliga a que tradición de los 

inmuebles, es decir su transferencia, se haga efectiva a través de una escritura pública y de su 

registro. Esa satisfacción de los requisitos que impone la ley puede presumirse en el caso de la 

ciudad formal, mas no en la informal.   
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En la ciudad informal, la tenencia de la vivienda parece ser el fiel reflejo de una relación jurídica 

que podría calificarse más cercana al ejercicio de la posesión como situación de hecho, que al 

dominio como un derecho. La urbanización informal definitivamente no se logró gracias a la 

regularización de las transacciones mercantiles representadas en el otorgamiento de 

escrituras públicas que más adelante se registraron. No, la urbanización informal, en 

cualquiera de sus expresiones se produjo ocupando tierras con una vocación de permanencia 

en los ocupantes; en algunos casos sin soporte documental, en otros con la suscripción de 

contratos que no tienen la capacidad de transferir el dominio, por ejemplo, la promesa de 

compraventa.  

 

Las mismas normas civiles, que no han hecho más que recoger siglos de tradición jurídica en 

occidente, ofrecen una alternativa que puede ser aprovechada por esa ciudad informal en la 

que no se detenta el dominio y a duras penas se es un poseedor. La prescripción, que opera en 

doble vía: por una parte, como forma de hacerse al dominio de las cosas por el transcurso del 

tiempo y, por otra, como sanción por la falta de ejercicio de los derechos por parte de quien 

era su titular, podría ser una opción a la que pudieran acudir los poseedores que habitan los 

asentamientos informales.  

 

Sin embargo, el trámite de esos procesos en los que la pretensión es la prescripción, sin duda 

demanda la acción individual, representada en ingentes costos y demoras por la poca celeridad 

de nuestro aparato judicial.  

 

Podría afirmarse entonces que los procesos de legalización de asentamientos y titulación 

predial son maneras de proteger el ejercicio de la posesión, pero también el acceso a una 

vivienda, procesos que entonces se distancian de la lógica que se mencionaba en los párrafos 

anteriores, es decir, de la necesidad de promover demandas judiciales de pertenencia para 

obtener la prescripción de las tierras ocupadas por cada uno de los habitantes. Por tanto, 

podría afirmarse que se trata de procedimientos excepcionales, adoptados en aras de 

garantizar el derecho a la vivienda, tal y como lo ha dicho la Corte Constitucional:  

 

“2.2.13. Las precedentes manifestaciones nos llevan a concluir que, en el caso de los 

asentamientos ilegales las medidas legislativas buscan ofrecer a la población vulnerable 

el acceso a la vivienda, de tal manera que se brindan mecanismos que pretenden legalizar 
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dichas situaciones siempre y cuando se trate de zonas y áreas que puedan formar parte 

de las zonas de utilidad pública y donde se pueda prestar la infraestructura para la 

provisión de servicios públicos domiciliarios.  Existe un proceso complementario de 

control de los asentamientos humanos de origen ilegal instituidos para viviendas de 

interés social, que pueden ser consolidados por las entidades territoriales en pro de 

mejorar la calidad de vida de los habitantes” (Sentencia T-417, 2015). 

1.2 Normas relativas a la planeación urbana.  
 

De las normas que regulan el desarrollo urbano, es posible inferir que para el legislador el 

proceso ideal es aquel que está comprendido por la parcelación, urbanización y edificación; 

tres etapas y con ese orden. Esa conclusión se deriva de la lectura de las normas relativas al 

otorgamiento de licencias urbanísticas, particularmente en el decreto 1077 de 2015 que es la 

norma vigente y encuentra respaldo a su vez, en la norma rectora del ordenamiento territorial, 

a saber, la ley 388 de 1997.  

 

La parcelación, según la definición contenida en ese decreto, entraña la transformación de un 

predio, permitiendo la división del predio parcelado en espacios públicos y privados, es decir, 

la división de una extensión de terreno a efectos de tener unos inmuebles que en el futuro 

serán de uso privado, destinados a cualquier uso, y otros cuyo destino será servir a la 

comunidad en calidad de espacio público, equipamientos o vías.  

 

La urbanización, por su parte y con arreglo a esas mismas normas, supondría el mismo 

procedimiento, pero en suelo ya presto para su urbanización y con la obligación para el 

urbanizador de hacer efectiva la conexión a servicios públicos, es decir, la urbanización deja 

un terreno listo para que sobre él se construya, por ejemplo, un edificio, o una vivienda, claro 

está, con sujeción a las normas sobre edificación, volumetría, aislamientos, entre otras. 

 

La construcción, por otra parte, es el proceso de transformación de un predio que supone la 

edificación de estructuras sobre él con diversos propósitos.  Un predio asentado en un barrio, 

entonces, debería tener como antecedente un proceso previo de parcelación y luego la 

urbanización, con la plena ejecución de las cesiones urbanísticas, la conexión a servicios 

públicos, la delimitación de los equipamientos, vías y espacio público. 
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La habilitación para todas esas intervenciones se obtiene a través de las licencias urbanísticas, 

siendo estos los instrumentos urbanísticos que expide la autoridad urbanística representada 

en las Secretarías de Planeación o en las Curadurías Urbanas. Así, es evidente que la 

urbanización informal se halla al margen, no solo de esas normas que se acaban de citar, sino 

también de aquellas otras que las reglamentan. Los conceptos de posesión, tradición, licencia 

urbanística, urbanización informal, y eficacia de la norma son transversales a esta 

investigación.  

 

La aplicación marginal de la norma en el desarrollo de la ciudad representa una disputa frente 

al Estado, que es precisamente el productor de las normas que conscientemente o no se 

desconocen con los procesos de urbanización informal.  En esa disputa, el Estado ha asumido 

varias posturas que van desde la criminalización que se materializa en el tratamiento que da 

el Código Penal, pasando por una tolerancia soterrada que encuentra su punto culmen en el 

desarrollo de procedimientos de legalización de asentamientos informales y de titulación 

predial.  

 

La legalización de asentamientos, según el decreto 1077 de 2015, único reglamentario del 

sector vivienda, es el proceso por el cual se “reconoce, si a ello hubiere lugar, la existencia de un 

asentamiento humano con condiciones de precariedad y de origen informal, conformado por 

viviendas de interés social y usos complementarios que la soportan, que se ha constituido sin 

licencia de urbanización (…)”. 

 

La legalización del asentamiento, según las normas del decreto en mención son, entre otros, la 

aprobación de planos urbanísticos y la incorporación del asentamiento al perímetro urbano.  

 

La titulación predial, de otra parte, supone la transferencia de las unidades de vivienda en favor 

de sus ocupantes. Líneas arriba se hizo referencia a la forma en cómo se efectúa la tradición en 

Colombia, que demanda el otorgamiento de una escritura pública y su inscripción en el registro 

de instrumentos públicos, concluyendo que en los asentamientos informales eso no se ha 

producido y que, en consecuencia, los ocupantes de las viviendas, si se tomara la norma en su 

sentido estricto, serían poseedores mas no propietarios. 
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La hipótesis de esta investigación es que esos procesos de legalización y titulación predial, 

aunque medidas remediales del Estado, contribuyeron a la atomización de los procesos 

comunitarios y barriales por estar impregnados de un ethos en el que lo que prevalece es la 

masividad y la propiedad como punto máximo al cual se aspira.  

 

Por atomización se entiende la división de un cuerpo en múltiples fragmentos. Los cuerpos de 

esta investigación son la comunidad y los barrios entre sí. En síntesis, la base axiológica de los 

procesos de legalización de asentamientos y la titulación predial, así como el reflejo de esa base 

en la forma en cómo se adelantan esos procesos, son los que conducen a tal división.  

1.3 El estado de cosas en materia constitucional sobre el 
acceso a la vivienda.  

 

En el reciente tiempo han ido tomando cada vez más fuerza los mandatos de la Constitución.  

No es que antes no ocurriera, pues incluso la Constitución Política de 1886 contenía un artículo 

en el que quedaba suficientemente clara la superioridad de la carta política sobre las demás 

normas del ordenamiento jurídico patrio. 

 

No obstante, lo que sí ha ocurrido es que se ha investido de mayor eficacia directa a los textos 

constitucionales, y particularmente al catálogo de derechos que allí se consignan. Colombia no 

es la excepción, en su caso puntual, con la manera en que se reguló el derecho a la vivienda en 

la Constitución Política de 1991.  

 

El artículo 51 constitucional  se ofrece del siguiente tenor:  

 

“Todos los colombianos tienen derecho a vivienda digna. El Estado fijará las condiciones 

necesarias para hacer efectivo este derecho y promoverá planes de vivienda de interés 

social, sistemas adecuados de financiación a largo plazo y formas asociativas de ejecución 

de estos programas de vivienda”. 

 

Sobre si el derecho a la vivienda digna es fundamental o no, se han suscitado varias discusiones 

que no resulta de interés reproducir aquí. Lo cierto es que el derecho a la vivienda es un 
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derecho de aquellos que conforman el grupo de los derechos económicos, sociales y culturales 

(DESC).  

 

En ese orden de ideas, se ha nutrido la concepción del derecho a la vivienda, tanto del Pacto de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales, como del Comité que, al revisar constantemente 

las disposiciones de ese pacto, hace observaciones generales.  

 

Sobre el derecho a la vivienda, esas discusiones se recogen muy bien en la observación general 

No. 4 del Comité PIDESC de la Organización de las Naciones Unidas (Comité PIDESC de la 

Organización de las Naciones Unidas., 1991). Allí se aboga por el derecho a una vivienda 

adecuada, atravesada por varias determinantes, a saber:  

 

(i) La seguridad jurídica de la tenencia: entendida como la obligación de los Estados 

suscriptores del Pacto de Derechos Económicos Sociales y Culturales para que la 

tenencia, cualquiera sea la modalidad o el título a que se ejerza, esté jurídicamente 

asegurada.  

 

Esa obligación de seguridad comprende también el aseguramiento de que los 

tenedores de la vivienda no verán perturbado su ejercicio, es decir, que estarán libres 

de amenaza, desalojos, entre otras medidas que ponen en entredicho la materialización 

del derecho.  

 

(ii) Disponibilidad de servicios: que en realidad se trata de disponibilidad de materiales, 

facilidades e infraestructura, tratándose, claramente de un elemento del derecho a la 

vivienda que se relaciona con las facilidades del medio en que se ubica, puntualmente 

equipamientos y elementos indispensables para la atención de necesidades básicas.  

 

(iii) Gastos soportables: se trata de una obligación que va en dos vías. Por una parte, 

relacionada con los costos para la adquisición de la vivienda; por otra, con las 

erogaciones en que incurre una familia cuando habita una casa. De esa manera, 

respecto de la financiación, el Comité aboga por la implementación de subsidios o de 

medidas de financiación progresivas; en lo atinente a los costos que tienen que 
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sufragar, el propósito es que estos no superen el nivel de ingresos o tengan en 

consideración esa particularidad.  

 

(iv)  Habitabilidad: que propende por que la vivienda en últimas sea un espacio adecuado 

para la protección de las amenazas naturales, que brinde seguridad y refugio 

suficientes.  

 

(v) Asequibilidad: asequibilidad es sinónimo de disponibilidad, y este es un criterio que, 

por ejemplo, también es aplicable al derecho a la educación en la perspectiva que 

ofrece el Comité PIDESC. En ese sentido, por disponibilidad se quiere afirmar que el 

derecho a la vivienda debe tomar en consideración las variables que conforman la 

experiencia de vida de las personas, por ejemplo, y solo como cita, si se trata de 

personas en condición de discapacidad, o con alguna condición médica considerable, 

entre otros.  

 

(vi) Lugar: recientemente en el urbanismo se han adelantado discusiones relativas a la 

proximidad de los sitios de vivienda con los lugares de trabajo, los equipamientos y el 

acceso a servicios. La definición de lugar que aporta el Comité PIDESC podría 

comprenderse bajo esa lógica. El propósito de ella es que el acceso a la vivienda, digna 

o adecuada, finalmente comprenda que la ocupación de un sitio también se hace en 

procura del acceso a esos sitios.   

 

(vii) Adecuación cultural: el concepto resulta sumamente interesante porque 

considera que la uniformidad de la vivienda, sin comprensión de las variables 

culturales asociadas no solo a las manifestaciones que dentro de la unidad de vivienda 

se puedan adelantar, sino también de los materiales que se usan, entre otras variables, 

pone en entredicho la materialización del derecho a una vivienda adecuada.   

 

En Colombia, con la adopción de la Constitución Política de 1991, se definió el modelo de 

Estado para el país, indicando que se trata de un Estado Social de Derecho. Esa perspectiva, 

que no es meramente nominal, fue prontamente definida por la Corte Constitucional en la 

paradigmática sentencia T-406 de 1992, en la cual se afirmó que en el Estado Social de Derecho 

se produce “la pérdida de la importancia sacramental del texto legal entendido como emanación 
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de la voluntad popular y [en contrapartida] mayor preocupación por la justicia material y por el 

logro de soluciones que consulten la especificidad de los hechos”.  

 

En el marco de esa concepción sobre el modelo de Estado, la garantía de los Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales se erige como máxima. En otro fallo, proferido en 1997, la 

Corte de manera concluyente afirmó:  

 

“La Constitución acoge la fórmula del Estado social de derecho, la cual implica que las 

autoridades buscan no sólo garantizar a la persona esferas libres de interferencia ajena, 

sino que es su deber también asegurarles condiciones materiales mínimas de existencia, 

por lo cual el Estado debe realizar progresivamente los llamados derechos económicos, 

sociales y culturales. El Estado tiene frente a los particulares no sólo deberes de 

abstención sino que debe igualmente realizar prestaciones positivas, sobre todo 

en materia social, a fin de asegurar las condiciones materiales mínimas, sin las 

cuales no es posible vivir una vida digna. Existe entonces una íntima relación entre la 

consagración del Estado social de derecho, el reconocimiento de la dignidad humana, y 

la incorporación de los llamados derechos de segunda generación” (Sentencia C-251, 

1997)  

 

De esa definición del Estado Social de Derecho en la que se enlaza con la garantía progresiva 

de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, es posible inferir una conexión entre el 

modelo liberal del Estado y los derechos denominados de primera generación, 

particularmente la seguridad y la propiedad.  

 

En el marco de ese modelo de  Estado, la vivienda se ha erigido entonces como un Derecho 

Económico, Social y Cultural de trascendental consideración. La situación vivida en torno al 

UPAC y la crisis inmobiliaria reforzó esa percepción, así como también contribuyó el activismo 

judicial que logró posicionar ante los jueces de tutela las necesidades de la ciudadanía en torno 

a ese asunto particular.  

 

Sobre ese activismo judicial, el giro constitucional y la transformación de la comprensión del 

derecho a la vivienda, resulta interesante el análisis del profesor Diego Peña (Peña Porras, 

2022), pues lo ubica en el marco del giro constitucional que se ha advertido en este capítulo, 
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pero también en el contexto de una contraposición entre el derecho de propiedad y el acceso 

a la vivienda. Dice Peña Porras:  

  

“El cambio constitucional ha conllevado la complicación jurídica en el análisis del tema 

dado que, de ser un debate de legalidad, ha pasado a representar un marco de tensión 

entre valores y derechos constitucionales de textura abierta. Las condiciones fácticas del 

fenómeno pueden ser iguales a las vividas 20 o 30 años atrás, pero el análisis jurídico no 

puede ser el mismo. 

 

El panorama de la urbanización informal expresa una clara disputa entre, por un lado, 

derechos como la propiedad, el espacio público y el orden urbanístico y, por otro, la 

vivienda y su garantía como supuesto para una vida digna. De lado y lado existen 

disposiciones constitucionales y legales que reclaman respeto y protección con tanta 

amplitud como sea posible. Sin embargo, su aplicación en una realidad caracterizada por 

altos índices de pobreza y desigualdad hace de su concreción un terreno escarpado” 

(Peña Porras, 2022, pág. 143). 

 

¿Por qué resulta importante la problematización del concepto que se tiene del derecho a la 

vivienda, a partir de los derroteros que ha construido la jurisprudencia constitucional? Porque 

en últimas, la norma sobre legalización de asentamientos y titulación predial puede estar 

poniendo en entredicho el logro que representa una definición tan nutrida del derecho a la 

vivienda, incorporada al corpus jurídico colombiano por virtud de las decisiones de los jueces 

constitucionales.  

 

La hipótesis que aquí se plantea es que en definitiva la implementación de esas medidas 

remediales, gracias a la base axiológica que siguen manteniendo, sí chocan con los avances en 

la definición del derecho a la vivienda, y visto en el caso de los barrios particulares, trastocaron 

prácticas comunitarias y relación interbarrial, elementos que pueden estar relacionados con 

las variables del derecho a la vivienda definidas por el Comité PIDESC.  

 

 

 





 

 
 

2. Los barrios 

 

En esta investigación es transversal la crítica a los dispositivos normativos, particularmente 

aquellos adoptados para revertir la situación de informalidad que acompañó la formación y 

posterior desarrollo de asentamientos informales. Con el propósito de poner sobre el terreno 

las consideraciones que aquí se exponen, se analizó el caso de tres barrios que de manera 

conjunta se desarrollaron, pero que han sido escenario de la implementación de medidas de 

legalización de asentamientos y titulación predial, y en los cuales actualmente se ofrece un 

estado de cosas en el que se desarticularon tanto las prácticas comunitarias como la relación 

interbarrial que existía, habida cuenta de la historia común de los barrios.  

 

No se considera que el concepto de asentamiento informal riña con el de barrio. El concepto 

de barrio del que parte esta investigación es aquél expuesto por Lefebvre:  

 

“El barrio es una forma de organización concreta del espacio y del tiempo en la ciudad. 

Forma cómoda, importante, pero no esencial; más coyuntural que estructural. Las 

relaciones del centro urbano con la periferia son un factor (una variable) importante. 

Pero no es el único. El espacio social no coincide con el espacio geométrico; este último, 

homogéneo, cuantitativo, es solo el común denominador de los espacios sociales 

diferenciados, cualificados. El barrio, tal como acabamos de mostrarlo, sería la mínima 

diferencia entre espacios sociales múltiples y diversificados, ordenados por las 

instituciones y los centros activos. Sería el punto de contacto más accesible entre el 

espacio geométrico y el espacio social, el punto de transición entre uno y otro (…)” 

(Lefebvre, De lo rural a lo urbano, 1978, pág. 200)  

 

Para poder comprender esa definición del barrio es pertinente acudir a lo que el mismo autor 

comprende como espacio social, definido como aquel que es “resultado de la acción social, de 
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las prácticas, las relaciones, las experiencias sociales, pero a su vez es parte de ellas” (Lefebvre, 

La producción del espacio, 1974).  

 

Es decir, el barrio en últimas sería el cúmulo de esas relaciones sociales que exceden los marcos 

meramente geométricos, los rígidos linderos que determinan que a partir del cruce de 

determinado punto se está en presencia de otro lugar. En ese orden de ideas, tanto las prácticas 

comunitarias como la relación entre barrios por la que indaga esta investigación son 

inherentes a esa definición que los entiende como espacio social y  no como recipiente vacío.  

 

A esos efectos, en este capítulo y el tercero será preciso describir los barrios objeto de 

investigación de manera detallada.  

 

Comoquiera que la definición de barrio adoptada en esta investigación aboga por fenómenos 

sociales antes que por espacios físicos, ocasionalmente se aludirá al término barrio para 

referirse de manera unánime a los tres asentamientos materia de esta investigación, 

 

El barrio se encuentra ubicado en la localidad de Ciudad Bolívar y colinda con la localidad de 

Tunjuelito al norte y al oriente; al sur con el barrio México y al occidente con el barrio San 

Francisco, en medio la Avenida Boyacá; éstos dos últimos barrios de la localidad de Ciudad 

Bolívar: 



  

 

 

Figura 1. Delimitación de los barrios objeto de estudio. Fuente: elaboración propia con 

datos del IDECA (2023). 

 

El barrio tiene tres accesos. En el sentido norte- sur y tomando la Avenida Boyacá se encuentra 

el primero de ellos, ubicado un par de metros adelante del Portal Tunal. Quien viene en ese 

sentido debe pasar por el Portal, luego por el Río Tunjuelo y al llegar a la primera parada de 

buses atravesar la Avenida Boyacá para ingresar al barrio. La duda sobre si ya llegó se resuelve 

con la imagen imponente del Hospital Meissen o en su defecto con el olor de las curtiembres 

del barrio San Benito. 

 

El segundo acceso es en sentido contrario. Eso quiere decir que quien viene por la Avenida 

Boyacá en sentido sur- norte -por lo general proveniente de las localidades de Usme y de la 

ruralidad bogotana-, tendrá que transitar por esa avenida hasta vislumbrar la imponente 

edificación del Hospital Meissen. Metros adelante de los inacabables muros que rodean las 

explotaciones de cemento que paulatinamente se cierran, y del barrio México.   

 

El tercer acceso se encuentra por la Calle 60 g sur, vía que conecta a la localidad de Ciudad 

Bolívar con la vecina localidad de Tunjuelito. Quien viene desde los barrios San Carlos, 

Tunjuelito o Diana Turbay encontrará a su derecha los barrios La Playa I y La Playa II; a su 
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izquierda el barrio Meissen. Esa vía se eleva en algún punto por sobre el Río Tunjuelo, y como 

se verá más adelante, su desarrollo también está relacionado, así como el de los barrios 

mismos, con el trasegar de ese importante cuerpo hídrico.  

 

Llegando desde la Avenida Boyacá el barrio se observa como un valle, pero por la calle 60 g 

sur, el barrio está “a nivel”, lo cual obedece, según explicaciones de don Luis Zamora, habitante 

de dos de los tres barrios de esta investigación, a que esa zona se rellenó para lograr tal efecto. 

 

Según la definición de la Real Academia de la Lengua Española, un valle es, o bien una llanura 

entre montes o alturas, o bien la cuenca de un río.  Y efectivamente la ubicación del barrio 

concuerda con esos dos elementos que le dan sentido a la definición.  

 

Por una parte, Meissen, La Playa I y La Playa II hacen parte de los pocos barrios que se 

encuentran en la planicie de la localidad de Ciudad Bolívar, siendo su ubicación un rasgo 

característico de la forma en cómo se pobló el territorio.  Claro que es posible afirmar que la 

localidad de Ciudad Bolívar tiene otros puntos que no están ubicados en montaña, ni a una 

altura considerable, pero se trata de barrios más cercanos a la Avenida Villavicencio que se 

incorporaron a la localidad como resultado de acciones urbanísticas formales (entre otras, las 

urbanizaciones de Candelaria La Nueva, Casa Grande El Ensueño, Madelena y Casalinda 

Protecho). 

 

Don Néstor Canchón, fundador de La Playa I y otrora habitante de Meissen, dice con plena 

seguridad que éste último fue “puerta y ventana de Ciudad Bolívar”. Al indagar por las razones 

de esa afirmación, él manifiesta que es así, por el hecho de que Meissen fue uno de los primeros 

barrios de la localidad; punto de contacto con otras localidades y abastecedor de los barrios 

que se fueron desarrollando con posterioridad. 

 

Ese barrio se mantiene como pionero en el desarrollo de la localidad y a partir de él es que se 

observa el crecimiento de barrios que años después fueron creciendo en una masiva ocupación 

de las montañas: San Francisco, Los Luceros, El Tesoro, La Estrella, El Paraíso.  Todos barrios 

que se encuentran sobre las montañas y las recubren por completo. Dice Osorio Osorio (2007)  

 



  

 

“La selección del área donde se erigió Ciudad Bolívar siguió la lógica del manejo del 

espacio de la cuenca del Tunjuelo: primero se ocuparon las zonas aluviales y ribereñas 

sobre la margen izquierda del río, y así aparecieron los barrios San Francisco y Meissen, 

los más antiguos del sector. Luego, dada la excepcional situación social de 1979, 

empezaron a ser ocupadas las zonas montañosas” (Osorio Osorio, 2007, pág. 76) 

 

El otro elemento, que ya anticipa Osorio Osorio, es precisamente la determinante que 

representó el Río Tunjuelo para el desarrollo del barrio. Ese es su límite y, de hecho, podría 

afirmarse que el barrio es un ejemplo fiel de la formación de asentamientos informales según 

las posibilidades que brindan los elementos naturales, puntualmente el río.  

 

En el plano que se observa a continuación se da cuenta de que el barrio inicialmente se 

construyó distante del río, por el curso que éste último tenía: 

 

 

 

Figura 2. Plano de ubicación de Meissen para el año 1973.  

 

Ahora bien, vistas esas dos determinantes, a saber: la existencia del Río Tunjuelo como 

elemento ordenador del territorio en cuanto representa un límite natural y, por otra parte, el 

desarrollo de la localidad de Ciudad Bolívar con Meissen como sitio pionero, es importante dar 

cuenta de la historia que hasta el momento se ha podido determinar con apoyo en la escasa 

literatura que ha recogido los relatos de los habitantes y con las voces recogidas en el marco 

de esta investigación.  
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La historia de los tres barrios materia de este trabajo puede contarse desde la década de los 

años treinta del siglo pasado, con hitos bastante determinados en 1948 y 1989 y elementos 

transversales que están asociados, especialmente, a la cercanía del barrio con el Río Tunjuelo, 

por ejemplo las inundaciones y el hecho de que los barrios se encontraran dentro de la zona 

de protección del Río.  

 

Al margen de la experiencia particular de quien escribe, es sumamente especial el trabajo que 

realizaron Moscoso y Carvajal en una monografía que lleva por nombre: “En la Hacienda del 

Maissen:50 años de lucha silenciosa” (Carvajal & Moscoso, 1998). Allí se hace un proceso 

interesante de recolección de historias de vida cuando el barrio Meissen estaba próximo a 

cumplir cincuenta años y cuando el desarrollo con el que contaba ya permitía a sus habitantes 

dar un parte de victoria.  

 

En relación con los orígenes del barrio Meissen, el proceso que documentan Carvajal y Moscoso 

da cuenta de que el proceso primigenio de ocupación de la localidad, con la experiencia del 

barrio Meissen a la cabeza, se hizo mediante la parcelación de extensiones de terreno que 

hacían parte de la propiedad hacendaria.  

 

La figura de la hacienda es característica de la concentración territorial en Colombia. En 

Mompox es trascendental la historia vinculada a La Hacienda Las Cabezas (Meisel, 2023) en el 

departamento del Magdalena existió el Hato de San Antonio de Rompedero de Pestagua 

(Tovar, 1988), del cual se derivan varios municipios ribereños en la margen oriental del Río 

Magdalena.  

 

Bogotá no fue la excepción a la concentración de la propiedad en esa forma particular, de 

manera que muchos barrios se fueron formando con la segregación que rompió la tradicional 

indivisión de la propiedad representada en la Hacienda, para llegar a la formación territorial 

que hoy tenemos.  

 

Lo que hoy es el sur de Bogotá, precisamente, contaba con varias haciendas. La Hacienda 

Tunjuelito (Zambrano, 2004, pág. 48), la Hacienda La Herrera, Hacienda Santa Lucía, Hacienda 

La María y la Hacienda del Maisen. Esta última, según Moscoso y Carvajal (1998, pág. 42)se 



  

 

ubicaba en jurisdicción de Usme y Bosa, siendo, para 1933, propiedad del señor Delfín 

Restrepo. Citando a Díaz Herrera:  

  

“En el costado sur del río, justo en frente de la Hacienda Tunjuelito se encuentra la 

Hacienda Ajos y Tunjuelo. Esta en un principio abarcaba también gran parte de la orilla 

norte del río que se convertiría en la Hacienda La Picota. En su gran extensión abarcaba 

el cerro de Las Manas y más arriba de Mochuelo, dos veredas que se convertirían de gran 

importancia en el valle. Hacia el occidente el límite estaba dado por la Hacienda La 

Candelaria que estaba subdividida en 5 Candelarias, que en este caso la más próxima 

sería Candelaria 2. En esta porción de la Hacienda La Candelaria es donde se ubicaría en 

un futuro la Hacienda de Meissen, propiedad de Dolores de Achury después de haberla 

recibido por parte de Delfín Restrepo. La actividad que se da en esta hacienda es del 

cultivo de trigo y cebada, ganadería vacuna y ovina como se ha visto en la mayoría de las 

haciendas del valle, y comienza a tener una actividad representativa de la zona que será 

la explotación con dos chircales y canteras de calizas y arcillas” (Díaz Herrera, 2022, pág. 

50) 

 

En realidad, la transferencia no se produjo directamente de Restrepo a Achury según cuentan 

Carvajal y Moscoso. Para 1934, como consecuencia de un remate seguido judicialmente, la 

propiedad pasó a manos del Banco Agrícola Hipotecario, el cual, en 1936 suscribió una 

promesa de compraventa con el señor Serafín Achury y su esposa Dolores Angarita de Achury. 

Fallecido el primero se siguió la sucesión correspondiente, adjudicándose en favor de la 

cónyuge sobreviviente los derechos derivados de la promesa de compraventa (Carvajal & 

Moscoso, 1998). 

 

Aquí es necesario observar entonces que el origen de la propiedad hacendaria misma se 

encuentra en un documento que no reúne las características para hacer efectiva la tradición, a 

saber: la promesa de compraventa. Más adelante será preciso indicar las características del 

instrumento, pero una promesa de compraventa es quizá el documento de mayor uso en la 

formación de los barrios informales, el cual, en todo caso no tiene la capacidad de transferir el 

dominio conforme las normas que se relacionaron en el primer acápite de este documento.  
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Así, para 1948, la señora Angarita de Achury, en su calidad de poseedora de la Hacienda del 

Maisen inició la parcelación de su propiedad, según informan Moscoso y Carvajal, en cinco 

sectores. Uno de esos sectores es el “E” que fue transferido al señor José Ignacio Garcés Copete, 

cuyos sucesores “son los que finalmente dividen en lotes e inician ventas hacia 1950”. (Carvajal 

& Moscoso, 1998, pág. 43).  

 

No obstante lo dicho por Moscoso y Carvajal, en el Archivo General de la Nación reposan copias 

auténticas de las escrituras otorgadas por Dolores Angarita de Achury y luego por su hijo para 

la transferencia, por sí mismo, de lotes ubicados en las tierras que hoy corresponden al barrio 

Meissen. 

 

La primera de ellas consiste en una escritura 1234 del 2 de mayo de 1949, por virtud de la cual 

se vendieron, a José Antonio Villarraga, un total de cinco lotes ubicados en lo que curiosamente 

denominaron las partes “Urbanización La Playa”. El plano que acompañó esa escritura pública 

es el siguiente:  

 

Figura 3. Plano que acompaña la escritura 1234 del 2 de mayo de 1949. Tomada del 

Archivo General de la Nación.  

  



  

 

Esa misma denominación se ofrece en escritura 529, otorgada el año siguiente, con fecha del 

22 de febrero de 1950, por virtud de la cual el hijo de la señora Angarita de Achury, Carlos 

Achury, vendió a los señores Jorge Fonnegra Camargo y Olegario Arévalo, el total de 4 lotes de 

terreno ubicados en la otrora hacienda de Meissen. El plano que acompaña esa escritura es el 

siguiente:  

 

Figura 4. Plano que acompaña la escritura 529 del 22 de febrero de 1950. Tomada del 

Archivo General de la Nación.  

 

Como se observa, en el lindero occidental de la urbanización La Playa aparece la denominación 

de Urbanización Garcés, y como se recordará, los sucesores de Garcés Copete adquirieron 

propiedades de manos de los Achury Angarita para urbanizarlas y ponerlas en venta.  Es decir, 

no solo fueron los Garcés quienes empezaron a vender, sino que también pudieron hacerlo 

otros adquirentes de la tierra.  

 

En definitiva, tanto los sucesores de Garcés Copete, como los señores Villarraga, Arévalo y 

Fonnegra Camargo, e incluso los sucesores de la familia Achury Angarita, siguiendo a Jaramillo 

González, serían entonces incipientes capitalistas urbanos que nacen en el marco del proceso 

de desruralización de tierras que ahora mismo hacen parte del perímetro urbano:  
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“Este fenómeno tuvo en el caso de Bogotá, un catalizador que fue la propia crisis, que 

causó un drástico cambio en la propiedad de la tierra suburbana. Las tierras que rodean 

a Bogotá, en general muy fértiles, como hemos dicho líneas arriba, estaban fuertemente 

concentradas en manos de terratenientes tradicionales. La crisis trajo consigo la quiebra 

de muchos de estos propietarios, que no pudieron pagar sus deudas y tuvieron que ceder 

masivamente sus tierras. Quienes de esta manera accedieron a ellas fueron capitalistas 

urbanos, con pocas ligazones con las labores agrícolas y conocedores de la economía de 

la ciudad: fueron estos nuevos propietarios quienes actuaron como vanguardia en estas 

empresas de urbanización. 

 

Debemos precisar, sin embargo, que estas operaciones se centraban en la fragmentación 

de los terrenos y en su adecuación. En efecto, el capital era muy débil en la esfera 

propiamente productiva de la construcción. Las viviendas se producían a través de las 

mismas formas transicionales que hemos señalado, consistentes en la producción por 

encargo para las capas más solventes y la autoconstrucción para los grupos populares”. 

(Jaramillo González, 2016, págs. 401-402) 

 

Como dice Jaramillo González, la construcción por encargo estaba reservada a las capas 

poblacionales de altos recursos y la autoconstrucción para los sectores populares. Así, Meissen 

empezó a construirse sobre los lotes que datan de segregaciones que, como ya se vio, 

ocurrieron, aproximadamente, entre 1949 y 1950.  

 

Las viviendas, a diferencia de lo que se data de urbanizaciones asentadas en terrenos de 

invasión -como puede ser el caso del barrio Policarpa, Nuevo Chile o Jerusalén-, contaban con 

un mayor respaldo representado en promesas de compraventa, es decir, con mayor seguridad 

jurídica de la tenencia que se ejercía. Ese respaldo sin duda incide en la forma de construir, 

pues con base en esa seguridad los habitantes del barrio se atrevieron a construir con 

materiales como guadua o ladrillo (Carvajal & Moscoso, 1998, pág. 51). En las invasiones atrás 

referidas habida cuenta del peligro constante de desalojo, los materiales por excelencia eran 

la madera y el paroi.   

 



  

 

La dimensión de los lotes era considerable, pues se trataba de predios que contaban, según la 

monografía que se ha venido citando, con siete metros de ancho por treinta y tres metros de 

fondo, de esa manera, la construcción sobre ellos no era sencilla, aunque siendo tal el espacio, 

no pocos lotes tuvieron la capacidad de albergar incluso cultivos de pancoger. 

 

Ese fenómeno muestra entonces una permanencia de prácticas rurales en un sector que al 

nacer no pertenecía al perímetro urbano, sino que estaba vinculado, como ya se señaló, a los 

municipios que paulatinamente se fueron incorporando al distrito. Dicen Chaparro et. al. que 

“Algunos tenían una o dos vacas, un caballo, gallo y gallinas. Se seguía escuchando, tocando y 

bailando música de cuerda campesina; se bebía guarapo y a veces chicha; se jugaba, como en el 

pueblo, rana, tejo y billar” (Chaparro, Jara, Jiménez, López, & Niño, 2023, pág. 63). 

 

Una vez asentadas las primeras viviendas, con esa mezcla de actividades urbano-rurales, la 

provisión de servicios públicos se tornó en asunto trascendental, volviendo a girar la vida en 

torno al Río Tunjuelo, pues el elemento central era la provisión del agua.  

 

Osorio Osorio dice que, por una parte, el Río Tunjuelo fue el escenario propicio para el 

abastecimiento de aguas de una ciudad que se encontraba sin las fuentes que le habían asistido 

en sus orígenes (2007, pág. 22) los habitantes, por otra, reconocen a su vez que el Río Tunjuelo 

sirvió para el desarrollo de actividades como la lavandería (Carvajal & Moscoso, 1998, pág. 55) 

 

En todo caso, y habida cuenta de las condiciones socioeconómicas de los habitantes de esas 

viviendas, lo trascendental era el acceso al agua (Carvajal & Moscoso, 1998, pág. 55) pues, en 

definitiva, la provisión del servicio de electricidad no se veía como indispensable por no 

contarse con herramientas y elementos del hogar que lo precisaran. En relación con los medios 

provistos para cocinar, las cocinas de carbón, incorporadas en el diseño constructivo de las 

casas, fueron la regla hasta la aparición posterior de insumos como el cocinol o la gasolina. 

 

La provisión de servicios públicos, de la cual no dependían únicamente los habitantes 

primigenios del barrio, sino también todos aquellos que iban llegando a la localidad, demandó 

la acción comunitaria para la implementación de métodos más tecnificados que permitieran el 

acceso a los servicios, en particular, se reitera, el del acueducto. Así, en los terrenos que hoy 
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están ocupados por el Hospital Meissen hubo alguna vez una pila de agua, de la cual se valían 

los habitantes de la localidad. 

 

Esa acción comunitaria encontró reflejo, también, en la movilización legal, comoquiera que se 

elevaron peticiones a las autoridades competentes con el propósito de mejorar las condiciones 

de habitabilidad. Finalmente, la conexión al servicio público de energía se obtuvo hacia 1965, 

gracias a un préstamo del Fondo Rotatorio de Redes, creado por virtud del Acuerdo 8 de 1958 

del Concejo de Bogotá, según cuentan Moscoso y Carvajal. 

 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Figura 5. Postes en madera sobre el barrio Meissen. Tomada de Carvajal & Moscoso. 

(1998) 

 

Figura 6. Cocinas del barrio Meissen. Tomada de Carvajal & Moscoso, (1998) 

 

Otro asunto transversal sin duda estuvo dado por el acceso al servicio público de transporte, 

pues varios de sus habitantes ejercían sus oficios en sitios distantes de su lugar de residencia, 

circunstancia que no ha cambiado, comoquiera que la oferta laboral se sigue hallando hiper 

concentrada en ciertos sitios del distrito.   

 



  

 

Los habitantes consultados dan cuenta de la existencia de dos rutas particulares o más bien, 

dos empresas proveedoras del servicio: Transportes Santa Lucía S.A. y Transportes Bermúdez 

S.A., que hacían sus recorridos sin ingresar al barrio, sino dejando a las personas que lo 

utilizaban a distancias considerables que tenían que recorrerse a pie. 

 

Para el distrito la ampliación de la Avenida Boyacá se contempló con destino hacia el sur 

apenas en 1974 con la adopción del decreto 159, en el cual se cambió el trazado de la Avenida 

si se compara con la prevista en el Acuerdo 38 de 1961, por el cual se adoptó el Plan Piloto de 

la ciudad1.  

 
 

1 En el decreto 159 de 1974 la Avenida se describe de la siguiente manera:  
 

“Comienza en el río Bogotá, límite del Municipio de Chía, aproximadamente unos 1.500 metros 
hacia el occidente del Paseo  de los Libertadores (vía V-0); se dirige hacia el sur hasta encontrar 
la  zona prevista en la urbanización San José Bavaria hasta el camino  de San José (calle 170) (vía 
V-0), pasa al oriente de la Hacienda Casablanca, atraviesa el Camino del Prado, encuentra la 
carrera 56A  de la urbanización Ciudad Jardín del Norte y sigue por esta hasta la  calle 131 A- 
aproximadamente; a partir de este sitio, voltea hacia el  occidente para bordear la Urbanización 
Covadonga y atravesar la actual carretera a Suba (Avenida Niza) (vía V-2) se dirige   nuevamente 
hacia el sur para encontrar la zona destinada para la Avenida en la Urbanización Calatrava, 
continúa por el costado oriental de la Urbanización Niza-Suba y occidental del Colegio Helvetia, 
cruza la quebrada de Los Molinos para seguir   aproximadamente la línea de alta tensión hasta 
llegar al lindero sur  del Club Los Lagartos; a partir de este se dirige nuevamente hacia 
el  occidente cruza la Autopista de Medellín (vía V-1) se dirige hacia el sur por su actual zona hasta 
encontrar la Avenida La Esperanza (vía  V-3E) (calle 39) continúa en la misma dirección y cruza 
la Avenida  Centenario (vía V-1), para empatar y continuar por las zonas previstas en las 
urbanizaciones Techo Bavaria, Las Américas, Carvajal, San Andrés, Las Delicias hasta la Autopista 
del Sur (vía V- 1) de donde toma dirección suroriental para pasar por el costado  occidental de los 
Barrios La Laguna, Fátima, San Vicente; cruza la  Circunvalación del Sur (vía V-2) (V-0) y Río 
Tunjuelito, atraviesa los  terrenos de la Hacienda La María y las Manas y termina en la Avenida 
Caracas  (vía V-2) a la altura del Barrio Barranquillita. 

  
En el acuerdo 38 de 1961, por su parte, la descripción ofrecida era la siguiente:  
 

“Comienza en Suba, en el cruce de la prolongación del Camino de San José con la V-1 regional y 
longitudinal y toma hacia el Oriente cruzando el Cerro de Suba, el cual continúa bordeando por su 
costado Oriental hasta encontrar la actual carretera a Suba; continúa por dicha carretera hasta 
encontrar el Camino del Prado; de allí, al Sur, continúa por la carretera a Suba hasta el sitio 
denominado Villa Pérgola; de este punto sigue hacia el Suroeste hasta el límite Suroccidental de 
la hacienda Niza, sobre la Quebrada de Los Molinos, pasando al Oriente del Colegio del Sagrado 
Corazón y la Urbanización Niza y al Occidente del Colegio Helvetia; desde el cruce sobre la 
Quebrada de Los Molinos sigue aproximadamente la línea de alta tensión, hasta el lindero Sur del 
Club de Los Lagartos; de allí vuelve hacia el Occidente para cruzar la Autopista a Medellín , 
aproximadamente en la prolongación del Camino de Boyacá o Camilo Daza; de esta intersección 
hacia el Sur, bordea la Laguna de San Joaquín y continúa hacia el Sur por el Camino de Boyacá, 
pasando por el lindero Oriental del Barrio Boyacá y atravesando la Urbanización Normandía 
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Resueltos esos asuntos como el transporte o el mejoramiento progresivo de los hogares, el 

problema de la legalización del barrio se tornó trascendental. Así, varias comunicaciones 

formuladas por la comunidad organizada apuntaron a obtener la legalización del barrio, 

finalmente negada en comunicación del Departamento Administrativo de Planeación Nacional 

con fecha del 3 de diciembre de 1996, en la cual se afirmó que el barrio se encontraba en su 

totalidad dentro de la ronda del Río Tunjuelito y, por tanto, no era pasible de legalización 

urbanística.  

 

La petición que fue negada a los habitantes en 1996 ya contemplaba como zonas objeto de 

legalización a los barrios La Playa I y La Playa II, ¿pero ¿cuándo aparecieron estos barrios? 

 

El nacimiento de los barrios La Playa I y La Playa II se puede ubicar, aproximadamente, a finales 

de la década de los años 80 e inicios de la siguiente. Don Luis Zamora, fundador de La Playa I e 

hijo de Antonio Zamora -fundador de Meissen-, dice con asombro que cuando él salió del barrio 

Meissen en 1989, la Playa I y La Playa II no existían, pero al regresar, cerca de un lustro 

después, otro fue el panorama.  

 

Entre el actual cauce del Río Tunjuelo y el barrio Meissen existe una distancia aproximada de 

300 metros. Sin embargo, ese no fue el trazado “natural” del Río, el cual, como se observa en la 

figura número 1, estaba lleno de curvas, permitiendo cada una de esas curvas la formación de 

terrenos de considerable extensión.  Coinciden don Luis Zamora y don Néstor Canchón en 

afirmar que todas esas extensiones estaban cercadas, es decir, un muro se hallaba entonces 

entre el Río y el barrio Meissen. La tierra cercada era propiedad, según cuentan ellos, de 

 
 

hasta salir a la Autopista a Eldorado; de esta intersección continúa hasta cruzar la Avenida del 
Centenario sobre el actual Retén; de este punto, continúa aproximadamente por el antiguo camino 
de entrada al Aeropuerto de Techo, se dirige luego hacia el Sur y cruza la Avenida de Las Américas; 
continúa a través de las Urbanizaciones Las Américas, Provivienda de Techo y Las Delicias; cruza 
la Autopista del Sur, en un punto situado inmediatamente al Oriente de la Fábrica Tissot; de este 
cruce se dirige al Sureste, pasando por el lindero Occidental de los Barrios La Laguna, Fátima, San 
Vicente y por los terrenos del Tunal hasta encontrar la Circunvalación Sur, la cual cruza y continúa 
hasta encontrar la prolongación de la Avenida Caracas y la carretera a Usme”. 

 
 



  

 

sociedades explotadores de arenas, una de ellas llamada Gravarenas, propiedad de un señor 

de apellido Castillo.  

 

Según los habitantes consultados, hacia 1989, el vigilante de las tierras, de no poca extensión, 

empezó a permitir el tránsito de personas hacia esas islas, y prontamente llegaron los 

urbanizadores piratas a enajenar parcelas de seis metros de ancho por doce metros de fondo.  

 

Ocurre algo interesante en relación con esos dos barrios. Según la información contenida en 

una comunicación del otrora Departamento Administrativo de Planeación Distrital fechada el 

8 de marzo de 1994, esos terrenos eran del Acueducto Distrital:  

 

“Barrio La Playa: Desarrollo Subnormal, es de origen clandestino cuenta con plano en la 

actualidad adelanta trámite por legalización; se ubica en Zona Plana VP, de alto riesgo. 

Además, se encontró que el desarrollo se localiza en el predio denominado “El Castillo” 

propiedad de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá según Escritura No. 

1472 del 5 de febrero de 1988 Notaría 27 de Bogotá”. (Departamento Administrativo de 

Planeación Distrital , 1994)  

 

Es decir, terrenos que eran privados pasaron a ser bienes fiscales propiedad del Distrito 

Capital, pero, una vez hecha la transferencia del dominio, se permitió la ocupación ilegal, de 

manera que a diferencia del barrio Meissen, parece estarse en presencia de una urbanización 

pirata sobre terrenos invadidos, comoquiera que eran de propiedad pública y quien urbanizó 

no detentaba el derecho de dominio que le permitiera obrar como lo hizo.  

 

Las transacciones en el barrio La Playa I estuvieron contenidas en contratos denominados de 

compraventa y cesión de derechos, no derechos de dominio, sino derechos herenciales, 

comoquiera que, en la consideración tercera, común a todos los contratos suscritos con los 

nuevos poseedores, decía que el lote se encontraba en juicio de sucesión y que la escritura de 

compraventa estaba sujeta a que, en el juzgado, que no se especifica, expidiera la hijuela 

correspondiente al lote de mayor extensión.  

 

En la Playa II, por su parte, las transacciones no estuvieron mediadas por contratos de cesión 

de derechos, sino por promesas de compraventa en sentido estricto, por virtud de las cuales 
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las partes se obligaban a suscribir, en un futuro indeterminado, la escritura de compraventa y 

entretanto, se hacía entrega material de la posesión y las eventuales mejoras levantadas sobre 

el terreno.  

 

Respecto al precio, las transacciones estaban mediadas por arreglos comerciales consistentes, 

bien en el pago en efectivo, a contado o a crédito. También fue posible que el pago se hiciera a 

través de la dación de otros bienes muebles o inmuebles en forma de pago. Don Néstor 

Canchón salió de una tierra que era de su propiedad, mientras que otros vecinos pagaron con 

televisores y otros electrodomésticos.  

 

Esta es una tendencia identificada por Chaparro et. al, a saber, que las adquisiciones de los 

habitantes de asentamientos informales se lograran gracias a la permuta, especialmente en los 

barrios surgidos de la urbanización informal, aunque no únicamente, pues en aquellos 

surgidos del acuerdo entre patronos y obreros, operaba la compensación de salarios debidos, 

entre otras formas que reemplazaban el pago en efectivo:  

 

“La urbanización informal conformó un sistema operativo dentro del cual se ofreció a los 

pobladores facilidades de pago. En la mayoría de los casos las familias dieron al 

urbanizador una cuota inicial del 50% del valor del lote y el otro 50% se lo cancelaron en 

varias mensualidades que podían ser muy pocas o extenderse hasta por 60 meses. 

También fue común pagar los lotes con jornales de trabajo, electrodomésticos, fincas, 

animales, o una parte en dinero y otra en especie. En otros casos, aportaron votos en 

épocas electorales” (Chaparro, Jara, Jiménez, López, & Niño, 2023, pág. 43) 

 

El último aspecto destacado por los autores es sumamente relevante en la historia de los 

barrios materia de esta investigación. El Partido Liberal sigue encontrando aún hoy un fuerte 

apoyo en los barrios y de antaño concejales y ediles vinculados a ese sector de la política han 

contribuido al desarrollo de los asentamientos, particularmente en gestiones para la 

legalización.  

 

Dos nombres son transversales: Diterlizen Vargas, quien es fundador de La Playa I y Jorge 

Durán Silva, quien ocupó curul en el Concejo de Bogotá durante cerca de 35 años. Los 

habitantes del barrio reconocen sin problema alguno que el desarrollo actual de los barrios se 



  

 

ha logrado por la gestión de actores políticos y que ese apoyo luego se traduce en votos para 

renovar la posición en los cabildos correspondientes.  

 

Así, al lado de un barrio ya plenamente desarrollado como el barrio Meissen aparecieron dos 

barrios completamente precarios, sin infraestructura básica, ni provisión de servicios públicos 

o calles pavimentadas.  

 

Cuenta don Néstor Canchón que en el barrio La Playa I los primeros ejercicios de acción 

comunitaria se produjeron en torno a la provisión de servicios públicos. De esa manera, con la 

recolección de una cuota de dinero semanal se adelantaba esa gestión.  

 

En 1996, como se mencionó atrás, el Departamento Administrativo de Planeación declaró 

improcedente la legalización de los barrios y en cada comunicación posterior instaba a que se 

dejaran de ejercer actos de posesión sobre esos terrenos, habida cuenta de que pertenecían al 

Acueducto y de que se encontraban en zona de protección ambiental por su cercanía con el Río 

Tunjuelo.  

 

A pesar de eso, el barrio fue creciendo, con el aprovechamiento de la infraestructura con que 

ya contaba Meissen, barrio que por demás ya contaba varios años. El Hospital Meissen, un 

parque; la estación de policía, y el colegio eran importantes atractivos para la ubicación en esos 

barrios. Para 1998, ya se había hecho efectivo el nuevo cauce del Río Tunjuelo y prevalecían 

dos brazos del Río Tunjuelo, uno que separaba al barrio La Playa I de la Urbanización El Preciso 

y otro que lo separaba con La Playa II; éste último, una vez cegado, se destinó a la construcción 

de una alameda.  

 

Es decir, la aparición de los barrios Playa I y Playa II sin duda obedece al mayor 

aprovechamiento de la oportunidad que representaba la desaparición de un brazo del Río 

Tunjuelo. El siguiente plano, sin fecha establecida y tomado de los archivos del Departamento 

Administrativo Nacional de Estadística, da cuenta de cómo la zona donde hoy se asientan esos 

otros dos barrios eran zonas verdes, parcialmente ocupadas con un uso institucional.  

 

El plano (Figura 7), a pesar de la ausencia de fecha, puede estimarse anterior a 1987, fecha en 

que empezó a operar el ahora Colegio Guillermo Cano Isaza, en terrenos donde otrora se 
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encontraba la escuela San Ignacio de Loyola. Como se ha señalado hasta este momento, 1989 

es el año en el que puede ubicarse la creación de los barrios La Playa I y La Playa II.   

 

A su vez, las aerofotografías que se obtienen del portal “Cartografía Bogotá” dan cuenta del 

poblamiento paulatino de los sectores que hoy son los barrios La Playa I y La Playa II. En 

seguida del plano tomado del DANE, se ofrecen varias de esas capturas aéreas.   

 

 

Figura 7. Plano del Barrio Meissen. Tomado del DANE (s.f.). 

 



  

 

 

Figura 8. Fotografía aérea año 1998. Tomado del IDECA.  

 

 

Figura 9. Fotografía aérea año 2004. Tomado del IDECA.  

 

Entre las figuras 8 y 9 ya es posible establecer diferencias, las cuales están férreamente 

vinculadas al curso del Río Tunjuelo. Para 1998, los dos brazos del Río Tunjuelo que permitían 

el establecimiento de un lindero indiscutible entre los Barrios La Playa I y La Playa II, y entre 

La Playa I y la Urbanización El Preciso seguían su curso. Para 2004, esos dos brazos se cegaron 

por completo. En el primero de ellos, actualmente discurre una calle, aunque aún existen 

elementos que dan cuenta de que efectivamente por allí discurrió un brazo del Río, tal y cómo 

se ve en la figura 10. El segundo brazo del río que ya no existe sirvió para la construcción de 

una alameda que antaño fue el lugar de reunión de los tres barrios y hoy sirve, eventualmente, 

para la práctica de algunas celebraciones religiosas.  

 



44 Título de la tesis o trabajo de investigación 

 

 

Figura 10. Carrera 18D del Barrio La Playa I. Tomada de Google Maps (2024) 

 

En la figura 10 se ofrece una captura del portal Google Maps de la carrera 18d que divide a los 

barrios La Playa I con la Urbanización El Preciso. Cómo se observa, aún permanecía para 

entonces vegetación y separación de esa vegetación con materiales como latas, tejas de zinc, 

entre otros, de lo cual se puede inferir que a medida que se cegaba ese brazo del Río, los 

habitantes fueron ocupando su ribera, permaneciendo esos arbustos y árboles como muestra 

viviente de lo que antaño fue el Río.  

 

Quien escribe se permite una licencia para referir una anécdota sobre la existencia del otro 

brazo del Río, que es el que hoy ya no existe y sobre el cual se construyó un pasaje que ha 

recibido el nombre de alameda 

 

Ad portas de iniciar los estudios de educación básica, el uniforme, pieza imprescindible para 

empezar esos estudios, tenía que elaborarse en un pequeño negocio de sastrería ubicado en el 

barrio La Playa II. Para entonces, el tránsito entre uno y otro barrio no era tan sencillo, pues 

en definitiva era necesario transitar la avenida que divide los barrios La Playa I y II con el barrio 

Meissen. A lo lejos se observaba un riachuelo, precisamente el brazo que seguramente 

desapareció un par de meses después. Ese brazo debió contribuir a la extensión de las 

inundaciones hasta el barrio Meissen, aunque también contribuyó el hecho de que el río se 

encontrara al nivel de los barrios, antes de la instalación de los jarillones que permitieron que 

el fenómeno se disminuyera, también en el barrio San Benito de la localidad de Tunjuelito, que 

fue muy afectado por los efectos de ese fenómeno.   



  

 

 

 

Figura 11. Fotografía aérea año 2007. Tomada del IDECA.  

  

 

Figura 12. Fotografía aérea año 2014. Tomada del IDECA.  

 

Las figuras 11 y 12 muestran cambios importantes en relación, ya no con los barrios materia 

de la investigación propiamente dichos, pues en definitiva estos se siguieron consolidando sin 

ningún tipo de ampliación salvo el desarrollo en altura de los lotes iniciales. 

 

El cambio está representado eso sí, en los equipamientos del barrio Meissen, particularmente 

el mejoramiento de la infraestructura del Hospital, que se convirtió en el principal centro de 

atención en salud del sur de la ciudad, con la reducción de la capacidad y servicios proveídos 

por el Hospital de Vista Hermosa. También existe un cambio considerable en la dotación del 

Parque Meissen, con el encerramiento de las piscinas, el mejoramiento de las canchas para la 

práctica de microfútbol, baloncesto y voleibol.  
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Por otra parte, en el extremo derecho de las fotografías se advierte un cambio que mejoró la 

comunicación entre las localidades; delimitó la estructura ambiental, los terrenos que son 

propiedad de la Nación- Ejército Nacional y el cauce del Río Tunjuelo, a saber: la construcción 

de un puente vehicular que comunica con el barrio San Carlos.  

 

Antes de la construcción de ese puente, la comunicación suponía un tránsito enrevesado entre 

terrenos destinados especialmente a la explotación menor de arenas de baja intensidad, con 

un fuerte deterioro ambiental del cauce del Río Tunjuelo y excesiva proximidad a los terrenos 

que son propiedad del Batallón de Artillería.  Como se observa en la figura número 11, sin duda 

ya hay una mejor delimitación entre los terrenos, el cauce del Río y la zona en la que, en 

definitiva, por el nivel de protección que demanda la zona, no puede ser intervenida con las 

actividades que antaño se desarrollaban allí.  

 

Los barrios se han mantenido iguales desde entonces. Aun en Meissen perduran un par de 

edificaciones con el estilo constructivo de los años 50 y 60, casas mayoritariamente de una 

planta, eventualmente de dos.  Los barrios La Playa I y Playa II no tienen ese mismo estilo 

constructivo, de manera que en todas es un signo distintivo el aprovechamiento de voladizos, 

alturas distintas entre cada uno de los inmuebles y ubicación de ventanas y puertas de manera 

antojadiza.  

 

Actualmente Meissen se encuentra por completo pavimentado, mientras que en La Playa I La 

Playa II están con sus calles semipavimentadas, gracias al depósito de materiales de relleno, 

sin que hasta el momento se haya logrado el vertimiento de asfalto propiamente dicho.  

 

Ambos barrios cuentan con plena conexión a servicios públicos y en materia de espacio 

público, los barrios La Playa I y La Playa II tienen un avance deficitario respecto de lo que ofrece 

el barrio Meissen, particularmente por el desarrollo que presenta el Parque del Barrio Meissen, 

el Colegio Guillermo Cano Isaza y el Hospital. 

 

 En La Playa I y Playa II existen canchas para la práctica de microfutbol, espacios con alto nivel 

de deterioro, comoquiera que allí se desarrollan ocupaciones transitorias por personas sin 



  

 

hogar y actividades económicas asociadas al reciclaje. Así mismo, el sitio se presta para el 

consumo de estupefacientes.  

 

Las actividades económicas que se desarrollan los barrios están vinculadas especialmente al 

comercio de neumáticos y al reciclaje, la primera en los barrios La Playa I y Meissen; la segunda 

en el barrio La Playa II.  Lo anterior sin perjuicio de la existencia de otras industrias 

relacionadas con el manejo de metales, aceites y otras actividades de menor incidencia.  

 

En los barrios existe un fuerte desarrollo del comercio con alcance local. Con la pandemia del 

COVID-19 proliferó la apertura de comercios de pequeña escala en las primeras plantas de las 

casas. No solo relacionados con la distribución de productos, sino con el ejercicio de oficios 

como la marquetería, la sastrería, la peluquería, entre otros.  

2.1 Los procesos de legalización.  

 

Al escudriñar los archivos de la Secretaría Distrital de Planeación, se encuentra que en la 

década de los años 90 el esfuerzo por la legalización del asentamiento y la titulación predial 

era mancomunado entre los tres barrios.  

 

A la fecha, y según la información de esa misma entidad, el estado de legalización de los barrios 

Meissen, La Playa I y La Playa II es disímil, el primero está regularizado, los otros dos ya 

obtuvieron resolución de legalización y los predios que se ubican en el barrio La Playa I ya 

fueron materia de titulación predial.  

 

Por la extensión que ofrecen, los planos de legalización de los barrios La Playa I y La Playa II 

se incorporarán como anexos a este documento.  

2.1.1 Meissen.  

Cómo se verá en el capítulo correspondiente, el Acuerdo 21 de 1972 del Concejo de Bogotá 

distinguió entre la legalización y la regularización de asentamientos.  La regularización de 
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asentamientos es un proceso que para entonces permitía que en asentamientos de origen 

informal se procediera a la provisión de servicios públicos.  

 

No obstante, con posterioridad se derogó la norma que determinaba que la regularización era 

una especie puntual de reconocimiento y a la regularización se le entendió en lo sucesivo como 

parte de los procesos de legalización de asentamientos.  

 

Mediante resolución 1126 del  18 de diciembre de 1996 se determinó, por parte de la 

Secretaría de Planeación Distrital, no proceder a la legalización de Meissen, La Playa I y La 

Playa II, aduciendo que el sustento de esa decisión se hallaba en el Acuerdo del Concejo de 

Bogotá 6 de 1990, de cuya interpretación sustrajo la administración municipal que la 

legalización era improcedente, en tanto los barrios ocupaban una ronda hídrica, elemento que 

hacía parte del primer nivel de zonificación según el artículo 63 del Acuerdo en comento. 

 

Ese argumento se sostuvo en el tiempo hasta que la Secretaría Distrital de Planeación inició el 

proceso de legalización urbanística del barrio Meissen, el cual contempla, según la información 

obtenida de la base de datos abiertos del IDECA, a 1.130 personas de 325 predios, 276 de ellos 

ocupados en usos residenciales.  

 

2.1.2 La Playa I 

 

La Playa I ya fue objeto de legalización, según se deriva de la lectura de la resolución 1542 del 

19 de octubre de 2018. Ese proceso de legalización tiene una determinante esencial: la 

reconsideración de la Zona de Manejo y Protección Ambiental del Río Tunjuelo, según lo 

expresa la parte considerativa del acto administrativo que se cita: 

 

“Que para el desarrollo “La Playa I Sector” con anterioridad se demostró su existencia en 

la fecha prevista por el Acuerdo 1 de 1986, y se inició al trámite de legalización, el cual se 

decidió negativamente mediante la Resolución 1126 del 18 de diciembre de 1996, dado 

que el asentamiento se encontraba en área de Ronda y Zona de Manejo y Preservación 



  

 

Ambiental del río Tunjuelo, elemento del Primer Nivel de Zonificación, según el Acuerdo 

6 de 1990, vigente en su momento.  

 

Que la realización de varias obras de mitigación, tales como el embalse de Cantarrana y 

varios jarillones en la cuenca del Río Tunjuelo, permitieron la redelimitación de su Zona 

de Manejo y Preservación Ambiental- ZMPA mediante la Resolución 1391 de 2012 de la 

Secretaría Distrital de Ambiente, la cual redujo y adoptó un nuevo acotamiento de la 

ZMPA del sector 8 del mismo. Esta resolución fue modificada por la Resolución 0052 de 

2015 de la misma Secretaría en lo atinente a la redelimitación de la Zona de Manejo y 

Preservación Ambiental del Río Tunjuelo.  

 

Que, en consecuencia, la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá mediante 

memorando interno con radicado No. 24300-2017-3316 del 25 de julio de 2017 manifestó 

que la legalización urbanística del desarrollo “La Playa I Sector” no afecta la Zona de 

Manejo y Preservación Ambiental -ZMPA vigente del río dado que ningún predio del 

polígono perteneciente a La Playa I sector se encuentra localizado en la misma”. 

(Secretaría Distrital de Planeación, 2018) 

 

Dentro de los terrenos que se identifican como antecedentes del asentamiento legalizado 

aparecen terrenos del Acueducto de Bogotá, particularmente el obtenido del englobe de los 

lotes El Carmen y El Castillo, identificado en el acto administrativo, de la siguiente manera:  

 

 

 

Figura 13. Folio de matrícula inmobiliaria predio matriz La Playa I. Tomado de la 

Resolución de legalización.  

 

Los lotes El Carmen y El Castillo aparecen plenamente identificados en el plano que se aporta 

como figura número 2. En ese sentido, viable sería válido insistir en la afirmación antes hecha, 

de que el desarrollo de La Playa I supuso la invasión de un bien público, con la ocupación de lo 

que para entonces representaba la ZMPA del Río Tunjuelo. Como se señaló con antelación, el 
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curso del río ha sido determinante para el proceso de formación y desarrollo de los barrios. De 

esa manera, modificada su ZMPA, se avizoró la viabilidad de la legalización.  

 

Se legalizaron entonces 369 predios localizados en 13 manzanas que en lo sucesivo tendrán 

uso residencial con actividad económica en la vivienda, que es tal cual lo que se desarrolla a la 

fecha. La excepción se encuentra en los inmuebles que se localizan sobre la avenida que divide 

a La Playa I y La Playa II con Meissen, pues allí se podrá desarrollar comercio más intensivo.  

2.1.3 La Playa II.  

 

La Playa II fue objeto de legalización mediante resolución 1907 del 28 de diciembre de 2018. 

Los antecedentes de propiedad referidos en ese acto administrativo dan cuenta de que el 

predio de mayor extensión es el siguiente:  

 

 

Figura 14. Folio del inmueble matriz del barrio La Playa II. Tomado de la resolución de 

legalización.  

 

Es decir, no se está en presencia de un bien de uso público o destinado al espacio público, se 

trata de un inmueble de dominio privado que está inscrito en dos folios de matrícula 

inmobiliaria. Esa circunstancia, permite entonces calificar al proceso de formación de La Playa 

II como uno que encaja dentro de la definición de urbanización pirata, mas no como una 

invasión.  

 

En ese caso particular, aunque evidentemente es importante la reconsideración de la Zona de 

Manejo y Protección Ambiental del Río Tunjuelo, ella no se ofrece como la determinante de 



  

 

que la legalización se hubiera hecho efectiva. No, cómo lo demuestra la planimetría, la 

colindancia entre La Playa II y el Río Tunjuelo es inmediata, lo que no ocurre en el caso de La 

Playa I, donde se mantiene aún una franja conservada como espacio público.  

 

Dada esa especial circunstancia, en el caso de La Playa II tuvieron que observarse medidas de 

mitigación del riesgo por inundación y de remoción en masa, tal y como se deriva del tenor 

literal del acto administrativo de legalización:  

 

“Que el Instituto Distrital de Gestión de Riesgos y Cambio Climático – IDIGER mediante 

oficio 2015EE12198 del 16 de octubre de 2015, radicado ante la SDHT, remitió el 

Concepto Técnico No. CT-8000 con fecha del 7 de octubre de 2015, para el desarrollo “La 

Playa II Sector”, mediante el cual se define que el desarrollo se encuentra en un sector que 

presenta actualmente condiciones de riesgo alto medio y bajo ante eventos de inundación 

por desbordamiento del Río Tunjuelo y amenaza baja y alta por procesos de remoción en 

masa; sin embargo, ante esto último con las verificaciones efectuadas en terreno se 

encontró que no existen condiciones mínimas para la generación de procesos de 

inestabilidad geotécnica. Igualmente, concluye desde el punto de vista de riesgo, que 

considera factible la legalización de la totalidad del desarrollo, entre otros manteniendo 

las conclusiones y recomendaciones que se encuentran en el concepto adjunto al 

expediente (…)”. (Secretaría Distrital de Planeación, 2018) 

 

Sin embargo, otras áreas sí se encontraban dentro de la estructura ecológica principal, 

puntualmente el Corredor Ecológico del Río Tunjuelo, de manera que no fue posible acceder a 

la legalización de las manzanas que contienen esos predios. 

 

Adicionalmente, los predios ubicados sobre la avenida que está en el límite con el barrio 

Meissen, para el momento de la legalización no contaban con suministro de servicio público 

de acueducto o conexión actual, por lo cual también resultó improcedente la legalización de 

ese sector.  

 

Cómo se observa, el proceso de legalización del barrio La Playa II resultó mucho más 

turbulento de lo que se evidenció en el proceso del barrio La Playa I Sector. En todo caso, al 

final la resolución en comento ordenó la legalización de 277 predios reunidos en 14 manzanas, 
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con la exclusión expresa de un lote perteneciente a la manzana 1 con área superior a 800 

metros que se sugiere ser destinado a espacio público y la exclusión de 195 lotes de 10 

manzanas cuya legalización resulta improcedente por hallarse dentro del Corredor Ecológico 

del Río Tunjuelo, es decir, en estructura ecológica principal.  

 

Los usos son primordialmente la vivienda unifamiliar, bifamiliar y multifamiliar, así como el 

comercio en esas viviendas. Es decir, se mantienen similares a los de la Playa I Sector.  

 

Existe, eso sí, una regulación particular a la actividad del reciclaje, habida cuenta del impacto 

que tiene esa actividad económica en el barrio materia de legalización, sujetándola a la 

obtención de las licencias urbanísticas correspondientes que permitan el funcionamiento de 

las bodegas, acorde con los requerimientos que la UAESP impone para la operación de ese tipo 

de estructuras. 

2.2 Los procesos de titulación predial.  

 

Con anterioridad a la legalización de los asentamientos, los habitantes del barrio La Playa I 

obtuvo mediante acto administrativo que sustentó la apertura de los folios de matrícula 

inmobiliaria correspondientes, la propiedad de sus inmuebles.  

 

La transferencia del dominio se hizo efectiva a título de cesión gratuita de inmuebles a cargo 

de la Caja de Vivienda Popular, la cual adquirió de parte de la Empresa de Acueducto y 

Alcantarillado de Bogotá el inmueble de mayor extensión.  

 

Para el proceso de titulación predial, se produjo un desenglobe del inmueble inscrito en el folio 

50S-1143639, con el propósito de deslindar, por una parte, el que sería objeto de transferencia, 

por parte de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá a la Caja de Vivienda Popular 

y luego transferido por ésta a los propietarios del Barrio La Playa I. El restante es la ZMPA de 

Río Tunjuelo Dice la Resolución 0894 del 14 de diciembre de 2017 (2017):  

 

“Que teniendo en cuenta lo anterior, la EMPRESA DE ACUEDUCTO, ALCANTARILLADO Y 

ASEO DE BOGOTÁ ESP., mediante la Escritura Pública No. 7518 del 13 de octubre de 2017, 

de la Notaría 13 del Círculo de Bogotá, desenglobó el predio, en dos (2) lotes de-



  

 

nominados: “EL CASTILLO – ZMPA RIO TUNJUELO”, con un área de VEINTIDOS MIL 

QUINIENTOS SIETE MIL PUNTO SETENTA Y OCHO METROS CUADRA-DOS (22.507,78 

m2), y la “LA PLAYA SECTOR I”, con un área de  TREINTA Y SIETE MIL  SEISCIENTOS 

TREINTA Y NUEVE PUNTO CINCUENTA Y NUEVE METROS CUADRADOS (37.639,59 m2), 

al que se le asignó la matrícula inmobiliaria 50S-40742277”. 

 

La cesión a título gratuito demanda la ocupación pública, pacífica e ininterrumpida por parte 

de los beneficiarios e impone a su vez una serie de cargas, particularmente, la de no enajenar 

el inmueble o dejar de residir en él por el lapso de cinco años, so pena de que se revoque el 

acto administrativo y, por tanto, el inmueble vuelva a ser un bien fiscal, es decir, un bien cuyo 

titular es el Estado a través de cualquiera de sus entidades.  

 

De la historia de los barrios es posible extraer varios elementos que contribuyen a la discusión 

en torno a la hipótesis planteada. El primero es que efectivamente en el nacimiento de esos 

asentamientos es palpable la existencia de prácticas comunitarias, cuyo relato hace parte del 

acervo con que cuentan los habitantes que aún residen allí.  

 

Esas prácticas comunitarias, sin duda, tuvieron objetivos que iban apareciendo en la medida 

que los barrios iban obteniendo condiciones para su mejoramiento, por ejemplo, los servicios 

públicos que eran la preocupación inicial, pasaron a un segundo lugar cuando se resolvieron y 

ello permitió poner en primer orden asuntos como la pavimentación de las calles o la 

legalización.  

 

Por otra parte, también se observa la presencia de una historia común, de manera que no es 

extraña la idea de que efectivamente hubo relación interbarrial. Meissen fue uno de los 

primeros barrios de Ciudad Bolívar, limitado en su crecimiento por lo que representó colindar 

con el Río Tunjuelo. Una vez superada esa limitación, aparecieron barrios que se reconocen 

derivados del primero, habitados por quienes otrora fueron habitantes de éstos.  
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3. Agentes, repertorios e intereses.  

 

En tanto la conclusión del capítulo anterior es que efectivamente de la historia de los barrios 

se puede extraer la existencia de prácticas comunitarias y la interrelación barrial, este capítulo 

tiene por propósito traer a colación los elementos que se extraen de esa historia común 

agrupados en tres grandes bloques: agentes, repertorios e intereses.  

 

Lo anterior porque entender la interrelación barrial y las prácticas comunitarias como 

elementos inertes, producidos al margen de la acción humana, resulta ajeno a la definición de 

barrio con la que se abrió el segundo capítulo, básicamente, desconoce que los asentamientos 

informales son espacios sociales.  

 

Con ese análisis se pretende, no solo la profundización en el análisis de los barrios, sino 

también desvirtuar cualquier rezago de una interpretación que genere una victimización de 

sus habitantes, pues si algo se ha podido demostrar es precisamente ellos tuvieron agencia, y 

la tuvieron de tal manera que lograron materializar los intereses que perseguían.  

 

Cuatro son los agentes que se analizan: se trata de las agencias individuales (en las que se 

enmarcan tanto el urbanizador como los habitantes del barrio); los procesos comunitarios; el 

Estado y, por último, los actores políticos, desmarcados del Estado en tanto aún en el caso en 

que resulten electos a cargos de elección popular, son actores con la capacidad suficiente de 

poner a coexistir sus intereses particulares con los de las corporaciones que pasan a 

conformar.  

 

Respecto de esos actores se analizan sus intereses particulares y la forma en cómo se 

manifestaron en los escenarios barriales, procurando determinar la incidencia de esos 
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intereses en las dos variables que han sido transversales a la investigación, a saber: las 

prácticas comunitarias y la relación interbarrial.  

 

Finalmente, por repertorios se hace referencia a dos cosas particulares: la primera relativa a 

la manera en que se ocuparon los barrios; la segunda a las manifestaciones de organización 

comunitaria y relación interbarrial que se ejecutaron en los barrios materia de la presenta 

indagación. 

  

3.1 Agentes.  
 

Siguiendo la propuesta de Torres Tovar (2009), la ciudad informal ha sido “escenario de 

encuentro y conflicto permanente entre aquellos agentes sociales que la constituyen” (pág. 59) 

 

En ese contexto, el autor identifica tres agentes que concurren a la formación y posterior 

desarrollo de los asentamientos informales, los cuales sin duda se manifiestan en el caso 

particular.  Los actores que se identifican en la propuesta interpretativa de Torres Tovar son: 

i) la comunidad, ii) el Estado y iii) la iniciativa privada. 

 

La comunidad, entendida de la siguiente manera:  

  

“La comunidad está compuesta por la población organizada que se encuentra presente 

como actor fundamental a lo largo de todo el proceso de construcción de la ciudad y que 

genera a su alrededor una estructura social y urbana, producto de la consolidación de las 

unidades urbanas (barrios). 

 

Para nuestro caso, la comunidad, y particularmente la conformada por la población de 

bajos ingresos que habita las ciudades colombianas, se ha ido organizando para construir 

un techo, un abrigo, servicios básicos, mejorar sus condiciones de vida y tener una mayor 

participación política. Situación que la ha llevado a asumir, mediante variadas formas y 

mecanismos, diferentes etapas de confrontación con el Estado, en procura de encontrar 

soluciones y mejorar la calidad de vida. Este agente social se caracteriza por encontrarse 

durante todo el proceso de formación, transformación y consolidación de los barrios, su 

actuación en el territorio es permanente y continua” (Torres Tovar, 2009, pág. 62) 
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En segundo lugar, el Estado, que aparece como un actor con ejercicios discontinuos y disimiles 

a lo largo de la historia en la provisión de vivienda y, por tanto, en la satisfacción del derecho, 

lo cual al final incide en el desarrollo de la informalidad urbana. Respecto de esos cambios, dice 

Torres Tovar:  

  

“Su función en el proceso de construcción de la ciudad y de los barrios fue fundamental al 

producir infraestructura y equipamiento urbano en la construcción estatal de vivienda a 

través de sus entidades especializadas, al otorgar subsidios económicos destinados a la 

adquisición de vivienda; con la producción de espacio construido para las funciones y 

actividades del aparato administrativo (equipamiento institucional a través de 

contratación directa o por medio de licitaciones públicas); así como ser apoyo o 

patrocinador de acciones de gran envergadura a través de planes, programas y 

proyectos, como el caso del Programa Ciudad Bolívar en Bogotá (Banco Interamericano 

de Desarrollo –BID–, Alcaldía Mayor de Bogotá) o PRIMED I y II en la ciudad de Medellín, 

las declaratorias de emergencia social y económica o las declaratorias de calamidad para 

determinadas áreas de las ciudades en los marcos de la política urbana y la política 

general que se haya trazado. 

 

La síntesis de dichas acciones no alcanzó el nivel de políticas públicas con capacidad de 

sostenerse en el tiempo y de impulsar de forma planificada el desarrollo de las ciudades 

en función de la construcción y consolidación del Estado-Nación, así pues, la intervención 

del Estado su redujo a resolver problemas de índole coyuntural ante la escasa 

apropiación de recursos frente al tamaño de las necesidades. Desde entonces –década de 

los noventa del siglo XX– ha buscado mitigar las carencias más sentidas y controlar la 

explosividad social que genera la ausencia de los elementos básicos del proceso de 

consolidación (infraestructura, servicios públicos, equipamiento comunitario, 

accesibilidad). Entre las acciones coyunturales se puede destacar la política para vivienda 

de interés social, mediante el otorgamiento de subsidios; la política social con los 

programas de Madres Comunitarias, las políticas de legalización y extensión de servicios 

públicos domiciliarios entre otras”. (Torres Tovar, 2009, págs. 63-64) 
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Sobre la transformación de ese papel estatal es importante destacar la investigación de 

Eduardo Pizano de Narváez (Del UPAC a la UVR : vivienda en Colombia 1970-2005, 2005), 

autor que analizó el desarrollo de la vivienda en Colombia. En el análisis de dicho autor, quien 

fungiera como ministro de Desarrollo Económico, el Estado participó activamente de la 

provisión de la vivienda hasta el momento en que, a la par que se desarrolló la apertura 

económica y con ella la disolución de las entidades estandarte en la provisión de vivienda, se 

permitió la concurrencia de agentes privados en perjuicio de un papel preponderante de las 

entidades públicas.  

 

Por último, y sobre el reconocimiento de que las transacciones contractuales suponen la 

concurrencia de dos voluntades: se debe analizar a contratantes y contratistas; usuarios y 

proveedores. La contraparte de los habitantes de los asentamientos informales es el 

urbanizador, legalmente constituido o aquél al que se ha denominado ilegal, pirata o tierrero, 

que es una manifestación particular del terrateniente en el marco del capitalismo.  

 

Aunque Torres Tovar engloba a todos estos actores en la categoría de “iniciativa privada”, para 

efectos de esta investigación resaltan, por una parte, los habitantes entendidos como aquellas 

voluntades individuales que no subsumen por completo al proceso de conformación de una 

comunidad, sino que lo que hacen es velar por sus intereses, asociados por lo general a la 

provisión de un techo para su familia y valerse del esfuerzo comunitario para satisfacer esas 

necesidades. De manera que es posible afirmar que la comunidad no se eleva a la máxima en 

estos barrios, sino que es un medio para la satisfacción de intereses individuales.  

 

Por otra parte, está el urbanizador, clasificado por Torres Tovar como el que es formal y aquél 

que no, es decir, el pirata, ilegal o informal. Como se observa, esta clasificación depende de una 

determinación eminentemente legal.  

 

Samuel Jaramillo González inserta al agente urbanizador como una manifestación particular 

del terrateniente en el marco de las relaciones sociales que se producen bajo el modo de 

producción capitalista. La caracterización del agente urbanizador en la ciudad informal es la 

siguiente:  
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“Anotemos que en la modalidad de “urbanización pirata” desde el comienzo media una 

relación mercantil, aunque se trate de asentamientos “informales”. Es más, los oferentes 

de estos lotes irregulares, los urbanizadores piratas, son agentes cuyo móvil fundamental 

es el lucro, y podríamos decir que se trata de “agentes capitalistas”. Operan de manera 

muy similar a los fraccionadores formales, con rasgos similares a lo que hemos 

denominado “especuladores inductivos” y que capturan elevaciones muy notables en los 

precios de los lotes. El volumen de su acumulación puede llegar a ser muy considerable, 

comparable a la de sus contrapartes legales e incluso mayor que esta. La diferencia con 

ellos no es fundamentalmente económica sin jurídica, pues operan en el borde de la 

legalidad o al margen de ella: se trata de agentes capitalistas ilegales, como existen en 

otras ramas de la actividad” (Jaramillo González, 2016, pág. 373).  

 

Mención especial merecen todos aquellos que reciben de ordinario el nombre de “políticos”, 

quienes, como se mencionaba al inicio de este acápite, son actores con la capacidad de 

diferenciar sus intereses con aquellos de las corporaciones que pasan a conformar cuando 

logran obtener los votos necesarios para el efecto. De no existir esa diferenciación de intereses, 

los denominados políticos se comprenderían como parte del Estado y eso no es posible 

concebirlo, pues en definitiva no se materializa en el caso objeto de estudio.   

3.1.1 Las agencias individuales.  

 

En la historia de los asentamientos informales de ordinario resulta paradigmática la influencia 

de procesos de movilización viviendista como aquellos que organizó la Central Nacional 

Provivienda bajo la egida del Partido Comunista. En “Bogotá hecha a mano” sus autores 

evidencian la existencia de otras formas de organización que facilitan el desarrollo de los 

asentamientos informales, por ejemplo, los acuerdos entre patrones y trabajadores (Chaparro, 

Jara, Jiménez, López, & Niño, 2023).  

 

En todo caso, ni una ni otra forma en la que se pueda aludir a preexistencia de organización 

comunitaria se evidencia en el caso puntual de los barrios materia de esta investigación. Con 

ese estado de cosas, lo que refulge es que el arribo al barrio se produjo de manera individual, 



60 Juntos, pero no revueltos. 

 
es decir, por familias que fueron arribando para ocupar suelos cuya vocación era agraria pero 

que, debido a la cercanía con la capital, se vieron abocados a cambiar su uso.  

 

Los casos analizados, respecto de los tres barrios materia de esta investigación, no enuncian la 

preexistencia de procesos organizativos que llegaron en masa a ocupar los territorios de la 

incipiente localidad de Ciudad Bolívar.  

 

Lo que manifiesta la historia de los barrios, la cual como se evidenció, encuentra intersecciones 

en algún momento, es que los barrios se poblaron por familias que fueron llegando, primero al 

barrio Meissen, luego a La Playa I y La Playa II.  

3.1.2 Los procesos comunitarios.  

 

Los procesos comunitarios no existieron previo a la formación y posterior desarrollo de los 

barrios, pero la organización comunitaria sí se produjo después de haberse ocupado los 

barrios. Es decir, los procesos colectivos no fueron un fin en sí mismo, sino un medio para la 

garantía paulatina de mejores condiciones de vida.  

 

De lo anterior da cuenta la historia de los barrios, particularmente la del barrio Meissen, en la 

cual fue más palpable la inexistencia de medio alguno para la subsistencia, en época en que ni 

siquiera ese sector hacía parte del distrito capital.  

 

Así, la provisión de esos medios hizo imperativa la organización, pero como ésta no se erigió 

en el fin último, pues no se rastrean actualmente esas organizaciones. Permanecen en el 

tiempo las que son transversales como la iglesia católica y las Juntas de Acción Comunal, con 

incidencia cada vez menor en la resolución de esos asuntos que son indispensables para 

garantizar la subsistencia de quienes residen el territorio.  

3.1.3 El Estado. 

 

En la definición que se ofrecía con antelación, Torres Tovar caracterizaba el papel del Estado 

desde una perspectiva en la que éste ha sido un agente activo, pero con finalidades y propósitos 
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diferentes en la provisión de vivienda según ha transcurrido el tiempo y ha cambiado la 

estructura económica del país. Es decir, el Estado inicialmente tuvo un desempeño 

considerable en la provisión de vivienda y luego delegó ese papel a manos de los privados, 

especialmente desde la apertura económica de los años 90.  

 

A juicio de quien escribe, el Estado ha tenido, respecto de los barrios materia de esta 

investigación, un papel eminentemente inactivo, pasivo, caracterizado por la omisión, sin 

perder de vista, por supuesto, que el Estado ha procurado implementar medidas para la 

provisión de vivienda que resultaron insuficientes. 

 

La referida omisión se trasluce de muchas maneras: 

 

1. Por la incomprensión de la extensión del crecimiento urbano que condujo a que en los 

extramuros de la ciudad se empezaran a formar barrios de origen informal, 

mantenidos en ese estado por tiempo considerable.  

 

2. Por la ausencia de control efectivo que condujo a la construcción indiscriminada 

incluso en zonas que no tienen esa vocación ni el soporte ambiental, de infraestructura 

y espacio público. Meissen, La Playa I y La Playa II son ejemplos indiscutibles de ese 

fenómeno: Meissen se construyó al borde del Río Tunjuelo, fue víctima de las 

inundaciones que azotaron en mayor medida al barrio San Benito, hubo procesos de 

evacuación y reasentamiento que condujeron al estado actual del barrio. Finalmente, 

la ronda se ocupó, comoquiera que se levantaron los otros dos barrios materia de esta 

investigación, transcurriendo cerca de cincuenta años en los que el control no pareció 

ser activo.  

 

3. Pero, finalmente, la insuficiencia de los programas de provisión de vivienda, que, 

aunque loables, resultaron de poca capacidad y enfocados en la provisión de la solución 

habitacional mediante fórmulas que preponderan la propiedad por encima de otras 

relaciones de tenencia, resultó elemento transversal para que el desarrollo de los 

asentamientos informales, a juicio de quien escribe, sea responsabilidad, en primer 

orden, del Estado. El crecimiento urbano que ya está copando el límite con los sectores 

rurales de las localidades del sur de la ciudad es muestra de ello.  
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Por otra parte, el Estado se ordenó de una manera puntual en el caso colombiano, y al margen 

de otras consideraciones, se trata de una democracia representativa, en la que distintas 

entidades territoriales demandan de sujetos que representen a la ciudadanía. Así, las 

concejalías y los edilatos han sido agentes importantes en la formación, desarrollo y en la 

atención de las demandas que surgen en los asentamientos informales. Bien, no se trata de 

vocerías gratuitas, pues su retribución, de ordinario, se manifiesta en votos.  

 

Para el caso de los asentamientos informales es importante la participación del Partido Liberal. 

Durante muchos años fue relevante el nombre del concejal Jorge Durán Silva y del edil 

Diterlizen Vargas Gómez, éste último fue fundador del barrio y, según las voces consultadas, 

representó un liderazgo significativo que luego se elevó a instancias de mayor 

representatividad, manteniendo su curul en la fecha y logrando una votación individual 

considerable en los últimos comicios.  

3.1.4 El urbanizador informal.  

 

El urbanizador informal aparece de diversas maneras en la historia común de los tres barrios. 

En los albores del barrio Meissen no fue necesaria la intervención de un agente que 

intermediara entre los propietarios de la tierra y sus futuros ocupantes. No, fue la misma 

familia originalmente dueña de la tierra la que empezó a parcelar y así se fue desprendiendo 

de la propiedad, en favor de agentes que luego sí la urbanizaron sin apego a las normas 

existentes sobre ese particular.  

 

En La Playa I y Playa II el urbanizador informal apareció en cuanto lo permitieron los 

propietarios de la tierra. Es paradigmático que una zona que se resistió a ser urbanizada con 

la misma celeridad que fue copado el resto de la localidad de Ciudad Bolívar, tuviera que 

esperar tanto tiempo para ser ocupada. Además, para el urbanizador informal fue funcional la 

reconducción del Río Tunjuelo, en tanto liberó franjas de suelo que otrora, por la determinante 

ambiental que representa la protección del cuerpo hídrico, no eran habitables. 

 

No aparece en la historia de los barrios un indicio del que se desprenda la vinculación entre 

los urbanizadores y actores políticos o representantes del Estado, v.g., funcionarios públicos o 
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agentes de la fuerza pública, entre otros. Tampoco se presencian rasgos en los que esa 

urbanización informal obedezca a agendas de organizaciones políticas, sindicales o 

insurgentes como sí puede rastrearse en otros barrios.  

 

3.2 Intereses. 
 

Hablar de intereses elimina cualquier asomo de victimización de los agentes que participaron 

en el proceso de formación y en el posterior desarrollo de los asentamientos informales 

materia de esta investigación. Así, al consultar con los habitantes, es cierto que el interés 

particular era hacerse a una propiedad que aún hoy residen, eventualmente extraer rentas de 

ella, y garantizar un patrimonio para las generaciones venideras.  

 

Ese propósito puede parecer verdad de Perogrullo, pero lo cierto es que en el caso de los 

barrios materia de investigación tiene importancia porque da cuenta de que las transacciones 

comerciales se hicieron a sabiendas de que lo que se adquiría no provenía de origen formal y 

por tanto podía no existir plano de parcelación o loteo, ni existían licencias conferidas por las 

autoridades competentes, entre otras circunstancias.  

 

De eso da cuenta, especialmente, el instrumento jurídico que se otorgó para documentar la 

adquisición de las tierras, a saber: una promesa de que se celebrará un contrato en el futuro. 

También da cuenta de ello la prontitud con que los habitantes de La Playa I y La Playa II 

empezaron a manifestar su interés en la legalización de los barrios. 

 

A ese interés correspondió el urbanizador ilegal, el cual, en el caso del barrio Meissen, parceló 

terrenos propios y los destinó a vivienda y, en el caso de La Playa I y Playa II parceló terrenos 

del Acueducto Distrital destinados a zona de protección del Río Tunjuelo.  

 

“¿Por qué hay una demanda por lotes pirata? Si el poblador es muy pobre, ¿por qué más 

bien no invade, lo que implicaría que la renta fuera nula, y prefiere pagar algo de renta 

al urbanizador pirata? Esto tiene lugar porque, aunque no lo parezca, la invasión tiene 

costos para el poblador, y estos pueden llegar a ser mayores que lo que le cobra el 

fraccionador ilegal. El más importante de estos costos es, desde luego, la resistencia del 

eventual propietario legal de las tierras (…). Además, los terrenos susceptibles de ser 



64 Juntos, pero no revueltos. 

 
invadidos pueden ser excesivamente alejados, lo que implica costos muy altos de 

transporte, o pueden tener problemas de edificabilidad (pendientes excesivas, terrenos 

inundables o inestables, etcétera) que encarecen incluso la producción por 

autoconstrucción” (Jaramillo González, 2016, pág. 373)  

 

Esa correspondencia no necesariamente significa que el urbanizador ilegal hubiera llegado 

cual salvador a atender la demanda de vivienda de un sector de la población. No, la actividad 

de urbanización ilegal supone una oferta que aún persiste hoy día, vinculada en algunos casos 

a otras actividades ilegales. En la alerta temprana 023 de 2019, la Defensoría del Pueblo 

manifestó:  

  

“La tercerización de las funciones para mantener el control territorial del narcotráfico 

por parte de GAIPAUC en las localidades de Ciudad Bolívar, Bosa y Kennedy, ha traído 

como consecuencia mayores vulnerabilidades e importantes afectaciones sobre la 

garantía de los derechos de los habitantes de dichas localidades, debido a que este control 

ha significado un aumento en los casos de amenazas, extorsiones, desplazamientos 

intraurbanos y homicidios sobre la población joven que se ve inmersa en estas dinámicas, 

a través de la instrumentalización forzada que de ellos hacen los GAIPAUC con el fin de 

aumentar la venta de estupefacientes y el control en el territorio.  

 

De igual manera, los GAIPAUC presentes en las tres localidades o, han incorporado dentro 

de sus dinámicas la apropiación ilegal de tierras y viviendas con el fin de venderlas en 

reiteradas ocasiones, aumentando así la presencia de los llamados “tierreros” y, por ende, 

factores de riesgo y de vulnerabilidad para la población. Así mismo, estos grupos vulneran 

los derechos de poblaciones estigmatizadas socialmente (presuntos consumidores o 

expendedores de droga, personas en ejercicio de prostitución, personas con orientaciones 

sexuales e identidades de género diversas, entre otras), por medio de acciones violentas 

tales como amenazas de exterminio social, intimidación a su desplazamiento y homicidios 

selectivos” (Defensoría del Pueblo, 2019, pág. 19). 

 

En todo caso, en connivencia con otras actividades ilegales o con ausencia de éstas, el lucro es 

el móvil de los agentes informales. Como lo dijo Jaramillo González, el urbanizador informal es 

un agente en el marco de las relaciones capitalistas, el cual busca el lucro, el incremento de la 
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ganancia con parcelas adquiridas a menores precios, sin que precisen más intervención que el 

loteo: división de lotes destinados a vivienda y calles (Jaramillo González, 2016, pág. 355).  

 

Por otra parte, el interés de los aspirantes a cargos de elección popular, al margen de que 

tengan interés directo en la resolución de las necesidades básicas de los barrios, está mediado 

por su permanencia en los cargos de elección popular. En caso del Partido Liberal, cierto es 

que los tres barrios se erigen como bastiones para la permanencia del edil Diterlizen Vargas 

Gómez, tal y como lo muestra la siguiente tabla resumen:  

 

FECHA DE ELECCIÓN 

VOTOS CON LOS QUE 

RESULTÓ ELECTO EL 

CANDIDATO 

VOTOS DEL 

PUESTO 19-32 

“MEISSEN” 

 

PORCENTAJE 

27 de octubre de 2019 3.958 540 13.6% 

29 de octubre de 2023 2.754 285 10.3% 

 

Tabla 3. Histórico de votantes de Diterlizen Gómez Vargas.  

 

Esos resultados a simple vista pueden parecer menores. Sin embargo, la obtención del diez por 

ciento de la votación en un puesto, cuando Ciudad Bolívar es una localidad que en cada proceso 

electoral cuenta con 60 puestos de votación habilitados, sin duda es una muestra significativa 

de la manera en que el Partido Liberal y, particularmente el candidato en mención, han logrado 

encontrar apoyo constante en los habitantes de los barrios materia de esta investigación.  

 

Igual suerte corrió el ahora exconcejal Jorge Durán Silva, vinculado a la Corporación Distrital 

por algo más de cuatro décadas, y padrino político de Diterlizen Vargas Gómez al momento en 

que éste resultó por primera vez elegido a la Junta Administradora Local de Ciudad Bolívar2. 

Así, en las elecciones de 2015, últimas en las que salió electo, los resultados fueron los 

siguientes: 

 
 

2 En nota del Diario El Tiempo del 3 de diciembre de 1994 se afirmó:  
 
Diterlizen Vargas: 42 años, es el único bogotano. Siempre ha trabajado con el gremio de los 
transportadores y ahora preside Aprobús. Fundador y presidente de la JAC del Barrio La Playa, que está en 
trámite de legalización. Su padrino político es Jorge Durán Silva”. 
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FECHA DE 

ELECCIÓN 

VOTOS CON LOS QUE 

RESULTÓ ELECTO EL 

CANDIDATO 

VOTOS DEL 

PUESTO 19-32  
PORCENTAJE  

25 de octubre de 

2015 
12.316 363 2.94% 

 

Tabla 4. Número de votos de Jorge Durán Silva en las elecciones de 2015. Elaboración 

propia.   

 

En las elecciones territoriales de 2015, la Registraduría Nacional del Estado Civil puso a 

disposición del electorado un total de 611 puestos de votación, de manera que un aporte del 

3% de uno solo de esos puestos da cuenta del impacto y arraigo del candidato en el electorado 

del barrio Meissen.  

 

De hecho, resulta curioso que el candidato Durán Silva hubiese perdido su curul en el momento 

en que ya no contó con el apoyo del edil arraigado en Meissen, La Playa I y La Playa II. En las 

elecciones de 2019, el edil candidato Vargas Gómez estableció su alianza electoral con la 

candidata y posterior concejal electa Luz Marina Gordillo.  

 

Los resultados obtenidos por Gordillo son bastante dicientes respecto del “endoso” de votación 

ocurrido en favor de ésta, y en perjuicio de Durán Silva: 

 

FECHA DE ELECCIÓN 

VOTOS CON LOS 

QUE RESULTÓ 

ELECTO EL 

CANDIDATO 

VOTOS DEL 

PUESTO 19-32  
PORCENTAJE  

27 de octubre de 2019 22.847 421 1.84% 

 

Tabla 5. Número de votos Luz Marina Gordillo. Elaboración propia.  

 

Lo importante aquí no es la contribución de los votos del puesto de Meissen a la candidata 

liberal al Concejo, sino el endoso de los votos que se produjo, tan significativo que Durán Silva, 
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que apenas cuatro años antes había superado la cifra de 300 votos, en las elecciones de 2019 

obtuvo apenas 6.  

 

¿Cuál es el interés del Estado? El Estado tiene intereses disímiles. Sin embargo, comoquiera 

que la ley es una de las manifestaciones del poder estatal en cualquiera de sus órdenes. Esos 

intereses serán materia de análisis al momento de escudriñar el desarrollo normativo 

alrededor de los asentamientos informales.  

 

3.3 Repertorios.  
 

Tanto como es necesario abordar y caracterizar los agentes inmersos en el proceso de 

formación y desarrollo de los asentamientos informales, es prudente referirse a la manera en 

que estos actores ejercieron las prácticas que conducen al actual estado de cosas.  

 

En general, puede afirmarse que en los asentamientos informales existe una mezcla de 

repertorios entre legalidad e informalidad. El origen de los barrios es informal y su desarrollo 

se mantiene así, aunque eso no descarta que los sujetos intervinientes, particularmente los 

habitantes, recurran a medios legales para materializar sus demandas.   

 

Tal y como se señalaba al momento de referir la historia de los barrios, a un cúmulo de 

prácticas comunitarias se sumó la promoción de solicitudes ante las entidades competentes 

para lograr el propósito de la legalización, sobre la creencia de que con ella se logran 

inversiones públicas consideradas, tanto en infraestructura como en espacio público.  

 

En este apartado se propondrá el relacionamiento con los dos inmediatamente anteriores, es 

decir, al analizar los repertorios se señalará la forma en cómo los agentes e intereses 

analizados previamente contribuyeron a su materialización.  

3.3.1 Prácticas comunitarias.  
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Se podría afirmar que, con excepción del Estado, todos los agentes participan de las prácticas 

comunitarias, muy especialmente las individualidades recogidas en el proceso comunitario de 

los barrios y los políticos.  

 

Tanto la literatura revisada, como las entrevistas adelantadas para esta investigación dan 

cuenta de que al surgimiento del barrio le siguieron prácticas comunitarias, particularmente 

bajo la dirección de las Juntas de Acción Comunal y con el apoyo de agentes políticos.  

 

Los propósitos de esas prácticas fueron múltiples. Se destacan las siguientes:  

 

a. Colectas públicas de fondos: los habitantes de los barrios ingeniaron fondos comunes 

destinados a la resolución de ciertas problemáticas y al socorro mutuo. Por ejemplo, 

una cuota semanal en los albores de La Playa I resultaba funcional para garantizar la 

conexión a servicios públicos.  

 

b. Bazar para recoger fondos para los regalos de fin de año: en el fin de semana que 

celebra la Independencia de Cartagena se realizaba un bazar en la alameda que divide 

a los barrios La Playa I y La Playa II. Podría afirmarse, sin lugar a duda, que era la 

práctica interbarrial que mayor periodicidad e impacto tenía. Eso gracias a la 

concurrencia en un espacio que le es común a los tres barrios. Es decir, se aprovechó 

un espacio físico como la alameda para alimentar prácticas que hacen de los barrios un 

espacio social.  

 

Según el año que corriera, es decir, si se trataba de año electoral o no se contaba con la 

participación de los actores políticos y así mismo, se lograba la integración de sectores 

como el religioso con la vinculación de la parroquia del Barrio Meissen, los alumnos 

del Colegio Guillermo Cano Isaza, la Policía Nacional, entre otros.  

 

Por otra parte, el bazar se ofrecía como un dinamizador de la economía, pues durante 

tres días se adelantaban presentaciones artísticas y se daba oportunidad al comercio 

informal para desarrollar sus actividades allí.  
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Los fondos captados de esa actividad se destinaban a la consecución de los regalos que 

recibían los niños de los tres barrios en el mes de diciembre.  

 

c. Celebraciones eucarísticas: en los tres barrios materia de esta investigación se 

adelantaban celebraciones eucarísticas con el apoyo de la parroquia del barrio 

Meissen, la cual lleva el nombre de “El Buen Pastor”.  

 

Esas celebraciones eucarísticas se ejercían, especialmente, para festejar el día de las 

madres, el día de la Virgen del Carmen, las novenas de navidad, etc. Y según el año 

podían contar con la asistencia de personas interesadas en alcanzar cargos de elección 

popular.  

 

d. Celebraciones deportivas: en los tres barrios materia de esta investigación el tejo, 

como continuidad de las prácticas rurales en la ciudad, se practica activamente. De esa 

manera, el barrio La Playa I celebraba a inicios del Siglo un torneo de tejo, sin que fuera 

el único, pues seguramente en los clubes privados se celebraban otras competiciones 

de ese deporte.  

 

Aunque destinadas a un público más joven, las celebraciones deportivas también 

contemplaban la práctica de un deporte que es tradicional al sur de la ciudad: el 

microfútbol. Con el apoyo de la administración distrital, en la primera década del siglo 

se practicaron torneos semestrales de esa disciplina en el que participaban habitantes 

de los barrios vecinos.  

 

En el marco de esas celebraciones deportivas se adelantaban viajes a municipios 

vecinos de Bogotá, en los cuales, además de disputarse una fecha de la respectiva 

competición, se permitía el consumo de bebidas alcohólicas y, en general, el disfrute 

turístico de esos parajes.   

 

e. Celebraciones de carácter político: como se explicó con antelación, los tres barrios 

objeto de investigación son un bastión liberal. En las tres últimas elecciones a cargos 

de elección popular el Pacto Histórico ha mostrado un crecimiento significativo en la 

localidad; no obstante, con las cifras que se relacionaron con antelación, el Partido 
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Liberal sigue teniendo influencia, especialmente en las capas de mayor edad, que son 

precisamente quienes más conexión encuentran entre el proceso adelantado para 

consolidar el asentamiento informal y el político al que se apoya. En las entrevistas 

adelantadas y las conversaciones que no se recogen aquí resalta el agradecimiento al 

edil Diterlizen Vargas y a los concejales que han hecho fórmula con él.  

 

Esa fuerte vinculación con el Partido Liberal ha llevado a que en los barrios se 

adelanten celebraciones con candidatos no solo del orden territorial, sino también con 

aspirantes al Congreso de la República.  

 

El impacto a nivel local de tendencias más cercanas al progresismo como la Alianza 

Verde y el Pacto Histórico no ha permeado por completo a los barrios, de manera que 

aún es frecuente que opere un fenómeno de endoso de votos: se apoya al candidato 

porque lo presenta el Partido Laboral, sin distinción de quién se trate y sin que exista 

un ejercicio activo de control ciudadano a su gestión.  

 

f. Celebraciones en articulación con otras instituciones: por ser el barrio con mayor 

desarrollo de equipamientos y, por tanto, presencia institucional del distrito, el barrio 

Meissen es un barrio que ha permitido el desarrollo de actividades y prácticas 

comunitarias en articulación con otras instituciones.  

 

La Policía Nacional -con menor impacto desde que la estación central de la localidad se 

reubicó-, facilita celebraciones, particularmente de fechas decembrinas.  

 

La Iglesia Católica, por su parte, adelanta celebraciones que son ordinarias en el credo 

religioso y otras que son necesarias para el funcionamiento de la parroquia. En esa 

medida, las primeras comprenden los bautizos, primeras comuniones, eucaristías de 

Semana Santa, entre otras que aglutinan a los habitantes de los barrios con sus 

respectivas familias. 

 

El otro tipo de celebración comprende aquellas necesarias para el sostenimiento de la 

iglesia. Anualmente la Parroquia El Buen Pastor adelanta un bingo en el que pretende 
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la recolección de recursos, especialmente, para la mejora de la planta física de la 

localidad.  

 

El Colegio Guillermo Cano Isaza adelanta anualmente la celebración del día de la 

familia, en el que participan los estudiantes, miembros de la comunidad educativa y los 

habitantes de los barrios vecinos. Constituyéndose esa celebración en oportunidad 

para actividades del comercio informal.   

 

Muy pocas de las prácticas que se acaban de mencionar perduran en el tiempo. Sin embargo, 

otras, especialmente las de los barrios La Playa I y La Playa II se han ido dejando de ejercer 

paulatinamente, de manera que ya no existe promoción activa del deporte, ni el bazar que 

recogía recursos para los regalos de diciembre y en algunas ocasiones las celebraciones han 

estado mayormente vinculadas a la promoción de determinado candidato a cargos de elección 

popular. 

 

Todas esas prácticas son precisamente muestra de la conexión barrial que se desdibuja en la 

actualidad y por la cual se consulta en esta investigación. Los límites entre barrios eran difusos 

para entonces, no porque no existieran elementos que, como la alameda, permitieran 

establecer diferencias entre los asentamientos informales, sino porque precisamente lugares 

como ese, al ser común a los tres barrios, ponían en entredicho esa concepción del barrio como 

un espacio netamente físico.  

3.3.2 Del urbanizador pirata.  

 

En los tres barrios materia de la presente investigación aparece claro que la forma en que 

operó la urbanización no se hizo de manera ajena a cómo ha ocurrido y está documentado que 

sucede ordinariamente. La diferencia puede radicar, eso sí, en quien detenta la propiedad de 

las tierras.  

 

En el barrio Meissen, según narran Carvajal y Moscoso (1998), la urbanización fue precedida 

por una cadena de tradición del dominio ininterrumpida sobre un gran globo de terreno hasta 
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el momento en que el dominio pasó a manos de una familia que decidió parcelar y acto seguido 

ofrecer en venta los inmuebles resultantes de la parcelación.  

 

La Playa I y La Playa II, por su parte, parecen haber sido urbanizados por quien obraba en 

representación de aquellos que ejercían la tenencia material de las tierras, que no es posesión, 

ni tampoco dominio, pues cómo se observa, estos terrenos estaban en manos de la Empresa de 

Acueducto y Alcantarillado de Bogotá.  

 

 El urbanizador pirata, en ambos casos, no desempeñó papel diferente al de allanar el camino 

para el desarrollo de la urbanización informal. La inexistencia, en este tipo de pactos, del 

saneamiento por evicción, explica en parte ese desentendimiento. El saneamiento por evicción, 

según las normas del Código Civil, es la obligación del vendedor de salir en defensa del 

comprador en caso de que aparezca un tercero que alegara un mejor derecho.  

 

Al no existir esa obligación de salir al saneamiento, de “responder”, puede ocurrir que el 

urbanizador pirata no considere tener mayores obligaciones que simplemente hacer efectiva 

la entrega material de la tierra, dejando en manos del habitante del asentamiento informal, el 

enfrentamiento de esas posteriores vicisitudes.  

 

En el caso puntual de los barrios materia de esta investigación no hay rastro del ejercicio de la 

violencia para garantizar la permanencia en el espacio. Es paradigmático de la historia de la 

urbanización informal el viernes santo del barrio Policarpa, pues allí se dejó constancia 

palpable de que el Estado podía en últimas ejercer la violencia y, ante ella, recibir la misma 

respuesta.  

 

Los barrios La Playa I y La Playa II, según cuentan los habitantes consultados, enfrentaron, eso 

sí, amenazas directas de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, quienes alegaban 

tener mejor derecho y, en consecuencia, avisaron en no pocas ocasiones el retiro de los 

habitantes y su reasentamiento, sin que finalmente se hiciera efectivo.  

 

En conclusión y como se observa, de este capítulo vale la pena resaltar que las prácticas 

comunitarias están fuertemente asociadas a la interrelación barrial. Respecto de ambas es la 

comunidad, entendida como agente, y los intereses sumados de ese grupo los mayores 
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propiciadores de esas prácticas comunitarias y de esa necesidad de articulación entre los 

barrios.  

 

Tanto el urbanizador como los políticos aparecen ocasionalmente vinculados al ejercicio de 

esas prácticas comunitarias y a la promoción de la relación interbarrial.  

 

En relación con el Estado el análisis que se ofrece en esta investigación se hace partiendo de la 

base de que sus repertorios pueden analizarse a través de la norma, y que los intereses son 

variados, pasando desde una perspectiva castigadora del fenómeno a una en la que se adoptan 

medidas remediales que tienen por objetivo sanear la situación de informalidad de los 

asentamientos informales.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 





 

 
 

4. La norma.  

 

Esta investigación tiene varias premisas relacionadas con el ordenamiento jurídico, una de 

ellas es que la norma proferida por el Estado para regular la vida en sociedad ha sido ineficaz; 

otra, relacionada con la anterior, es que en definitiva el asentamiento informal supone de 

alguna manera una confrontación con el Estado como agente productor de esas normas, las 

mismas que son desconocidas en procura de soluciones de vivienda. A continuación, se 

presenta un marco jurídico que soporta esas premisas.  

 

Se circunscribe ese marco jurídico a un periodo de 80 años. Inicialmente se había pensado que 

era oportuno, abordar solo las normas del orden nacional y distrital que tuvieran relación con 

las materias que se discuten en este trabajo, proferidas desde 1970. Sin embargo, hay dos 

especiales circunstancias que obligaron a revisar esa limitación temporal. La primera de ellas 

tiene que ver con la época en que se produjo el apogeo del fenómeno de la urbanización 

informal; la segunda, con el hecho de que uno de los barrios objeto de la investigación, ya 

contaba con un alto nivel de desarrollo para 1970. 

 

En efecto, la literatura ha sido insistente en señalar que hacía mediados de los años 60 y 

principios de los años 70 empezó a tomar fuerza la materialización de asentamientos 

informales. Explicaciones para la proliferación del fenómeno son muchas, sin embargo, se trata 

de una mezcla entre los estragos en el campo ocurridos durante el periodo que se conoce como 

La Violencia y las oportunidades que se hallaban en la ciudad en comparación con las ofrecidas 

por la ruralidad.  

 

“Al ser Bogotá la ciudad capital, la cual concentra la mayor cantidad de servicios, 

equipamientos y empleos, se ha constituido, a su vez, en el centro de actividad económica 

y política del país, y ha atraído históricamente población migrante, principalmente 
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durante la década de los años sesenta. Situación que ha continuado desarrollándose con 

diferente intensidad, debido al conflicto social y político que aún hoy se desenvuelve en 

Colombia. Estos procesos migratorios contribuyeron a aumentar el ritmo de expansión 

de la ciudad en la década de los años sesenta cuando llegó a ser de 464,34 ha/año, cifra 

que disminuyó paulatinamente hasta alcanzar un crecimiento sostenido en los años 

ochenta de 126 ha/año; condición similar ocurrió con las tasas de crecimiento de la 

ciudad que pasó de 6,7% en los años sesenta a 2,6% en los años noventa; sin embargo, si 

bien la expansión se ha reducido en una proporción de 3,68 veces, la participación de los 

asentamientos informales solo ha disminuido en 1,98 veces, es decir, han disminuido las 

áreas ocupadas por procesos de urbanización pero ha aumentado la participación de los 

asentamientos de origen clandestinos en éstas, propiciados por los urbanizadores piratas  

La década de los años noventa muestras nuevamente un incremento de la urbanización 

informal. Las cifras muestran que se desarrollaron 186 ha por año en el período 1996-

1999, comportamiento que continuó en los siguientes años, como se puede corroborar 

con las 140 ha ocupadas entre 1998 y 2000 en la localidad de Ciudad Bolívar, periferia 

sur y occidental de la ciudad, en la zona de Perdomo y Altos de la Estancia, o la ocupación 

de los intersticios entre los desarrollos ilegales, que en el caso de Bosa alcanza una cifra 

similar” ( (Torres Tovar, Ciudad informal colombiana. Barrios construidos por la gente., 

2009, pág. 108). 

 

En ese sentido, analizar un fenómeno con un marco jurídico que se ofrece posterior a su 

proliferación no tiene mucho sentido, pues precisamente uno de los propósitos de este trabajo 

es dar cuenta del estado de cumplimiento de las normas que gobiernan la propiedad y la 

urbanización en Colombia. 

 

De otra parte, como segundo elemento que obligó a revisar los extremos temporales del marco 

jurídico propuesto para esta investigación, se encuentra el hecho no menor de que Meissen es 

un barrio cuyo desarrollo data de mediados de la década de 1940. En ese sentido, ofrecer una 

contrastación de los procesos que allí se desarrollaron con normas expedidas muchos años 

después sin duda resulta un despropósito. 
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De hecho, para 1970, Meissen se hallaba en un nivel de consolidación tal que, según la 

experiencia narrada por sus mismos habitantes, ya contaba con incipientes equipamientos, 

espacio público y prestación de servicios públicos.   

4.1 Normas de orden constitucional.  
 

Hasta 1991, la Constitución Política vigente fue aquella expedida en 1886 como momento 

culmen de aquel proceso que los historiadores han dado en llamar “La Regeneración”, es decir, 

la llegada al poder de los conservadores quienes se mantuvieron allí hasta 1930.  

 

El texto original de esa Constitución no tiene mención alguna a materias que se relacionen con 

el ordenamiento de las ciudades. Algo que puede ser entendible si se tiene en cuenta el tipo de 

normas que se disponen por lo general en ese tipo de textos, es decir, normas con un sentido 

más programático que dispositivo, no de las que ordenan y prevén una consecuencia jurídica, 

sino las que dictan los propósitos, metas y objetivos principales de un Estado.  

 

No obstante, la ausencia de esas disposiciones es preciso destacar que al tenor del artículo 199 

de esa Constitución, cuyo texto permaneció incólume hasta la adopción de la Constitución 

Política de 1991, las normas sobre la administración de las ciudades eran competencia de los 

concejos municipales.  

 

Resulta interesante que en materia de la propiedad la Constitución Política de 1886 sí sufrió 

cambios importantes. Por ejemplo, con la reforma constitucional de 1910 la expropiación se 

sujetó a criterios de utilidad pública, sin que estos tuvieran que ser graves tal y como estaba 

en la redacción original de la Constitución.  

 

Así mismo, por virtud de la reforma constitucional de 1936, la propiedad se consideró como 

un derecho sujeto a la función social. Esas modificaciones resultaron propicias para que se 

desarrollaran medidas de reforma agraria, a través de leyes como la ley 200 de 1936. 

 

Hecho ese paréntesis, es importante destacar, eso sí, que a pesar de que no compete al texto 

constitucional entrar a regular la forma en cómo se ordenan las ciudades, la Constitución 

Política de 1991 sí tiene un enfoque diferente respecto de ese particular. Ya no basta solo con 
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determinar que es función del Concejo dictar las normas para que se ordene el territorio, sino 

que se elevó a derecho económico social y cultural la vivienda digna (artículo 51); a derecho 

colectivo el disfrute de un ambiente sano (artículo 64), y se dispuso que el espacio público es 

un bien que debe ser protegido por el Estado (artículo 82), todos asuntos que a pesar de que 

entrañan un mandato general, dan cuenta de que el ordenamiento territorial sí encuentra 

derroteros diferentes en esa carta política.  

4.1.1 Desde la jurisprudencia constitucional.  

 

La Constitución Política, según su artículo cuarto, es norma de normas, de manera que ninguna 

otra puede reñir con ella. Dada la trascendencia de la carta política, es evidente que su 

interpretación debe hacerse por un órgano constituido para el efecto: la Corte Constitucional 

que empezó labores en 1992.  

 

En el acápite de conceptos iniciales se hizo referencia a que esa Corte ha amparado el ejercicio 

de la posesión dándole un significativo alcance en lo que tiene que ver con la posesión que se 

desarrolla en los asentamientos informales de las ciudades. Y ese alcance está dado por una 

comprensión multidimensional del fenómeno de la urbanización informal y por el mandato 

para las autoridades de que el tratamiento que se haga a esa especial forma de ocupación 

urbana debe estar mediada por esa comprensión del fenómeno como algo que es 

multidimensional.  

 

Ese planteamiento y mandato traslucen en varias sentencias proferidas por el órgano 

constitucional, entre las cuales se destacan:  

 

Sentencia C- 157 de 1997.  

 

El legislador, a través de la ley 308 de 1996 modificó el Código Penal vigente para la época, a 

efectos de incorporar el tipo penal de urbanización ilegal, el cual está redactado de manera 

similar a cómo se prevé en el Código Penal actual.  

 

LEY 308 DE 1996 CÓDIGO PENAL VIGENTE 
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Artículo 367 A. Del Urbanizador Ilegal. El que 

adelante, desarrolle, promueva, patrocine, 

induzca, financie, facilite, tolere, colabore o 

permita la división, parcelación, 

urbanización de inmuebles, o su 

construcción sin el lleno de los requisitos de 

ley, incurrirá por este solo hecho en prisión 

de tres (3) a siete (7) años y en multa de 

doscientos (200) a cuatrocientos (400) 

salarios mínimos legales vigentes.  

 

La pena señalada anteriormente se 

aumentará hasta en la mitad cuando la 

parcelación, urbanización o construcción de 

viviendas se efectúen en terrenos o zonas de 

preservación ambiental y ecológica, de 

reserva para la construcción de obras 

públicas, en zonas de contaminación 

ambiental, de alto riesgo o en zonas rurales.  

 

Parágrafo. El servidor público o trabajador 

oficial que dentro del territorio de su 

jurisdicción y debido a su competencia, con 

su acción u omisión diere lugar a la ejecución 

de los hechos señalados en el inciso 1º de 

este artículo, incurrirá en interdicción de 

derechos y funciones públicas de tres (3) a 

cinco (5) años, sin perjuicio de las demás 

sanciones penales a que hubiere lugar por el 

desarrollo de su conducta 

Artículo 318. Urbanización ilegal. El que 

adelante, desarrolle, promueva, patrocine, 

induzca, financie, facilite, tolere, colabore o 

permita la división, parcelación, 

urbanización de inmuebles, o su 

construcción, sin el lleno de los requisitos de 

ley incurrirá, por esta sola conducta, en 

prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento 

veintiséis (126) meses y multa de hasta 

cincuenta mil (50.000) salarios mínimos 

legales mensuales vigentes.  

 

Cuando se trate de personas jurídicas 

incurrirán en las sanciones previstas en los 

incisos anteriores sus representantes legales 

y los miembros de la junta directiva cuando 

hayan participado en la decisión que traiga 

como consecuencia la conducta infractora 

descrita.  

 

La pena privativa de la libertad señalada 

anteriormente se aumentará hasta en la 

mitad cuando la parcelación, urbanización o 

construcción de viviendas se efectúen en 

terrenos o zonas de preservación ambiental 

y ecológica, de reserva para la construcción 

de obras públicas, en zonas de 

contaminación ambiental, de alto riesgo o en 

zonas rurales.  

 

PARAGRAFO. El servidor público que dentro 

del territorio de su jurisdicción y en razón de 

su competencia, con acción u omisión diere 
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lugar a la ejecución de los hechos señalados 

en los incisos 1 y 2 del presente artículo, 

incurrirá en inhabilitación para el ejercicio 

de derechos y funciones públicas de 

cuarenta y ocho (48) a noventa (90) meses, 

sin perjuicio de las demás sanciones penales 

a que hubiere lugar por el desarrollo de su 

conducta. 

 

Tabla 6. Comparativo de los tipos penales relativos a la urbanización ilegal.  

 

Al hacer el análisis de exequibilidad de la norma, es decir, al determinar la correspondencia de 

la ley con los mandatos de la Constitución Política nacional, la Corte Constitucional halló 

ajustada a la carta política el referido tipo penal, sin embargo, hizo un par de precisiones en 

torno a la delicadeza que reporta el asunto, como se muestra en seguida. Dijo la Corte:  

  

“No ignora la Corte que en muchos casos las invasiones y ocupaciones de hecho 

sobre tierras urbanas o rurales tienen por causa las circunstancias de extrema 

necesidad y aun de indigencia de los invasores, elemento de naturaleza social que 

el Estado colombiano debe atender, evaluar y ponderar, con miras a dar soluciones 

globales que garanticen la realización de postulados constitucionales que tienen por 

objeto el respeto a la dignidad humana y a los derechos elementales de personas pobres. 

 

En el plano de la aplicación concreta de la disposición acusada, es imperativo que en los 

procesos penales tampoco se desconozcan los fenómenos sociales existentes ni las 

circunstancias que en cada caso rodeen al inculpado del delito en cuestión. Será tarea del 

juez competente la de definir si, respecto de cada sindicado, se configuran causales de 

justificación o exculpación, en los términos de ley” (Sentencia C-157, 1997) 

 

En ese sentido, la aplicación de la ley penal demanda la revisión de elementos contextuales y 

la comprensión de que el fenómeno de la urbanización ilegal, aunque puede constituir un 

negocio para determinado agente urbanizador, a la vez representa una alternativa para 
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personas que se enfrentan a situaciones de desprovisión en vivienda, falta de acceso a los 

servicios básicos esenciales y a los Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  

 

Sentencia C- 1189 de 2008.  

 

El Plan Nacional de Desarrollo para el periodo presidencial 2002-2006 fue adoptado mediante 

la ley 812 de 2003, la cual, al tenor de su artículo 99, prohibía la ejecución de inversiones 

públicas en asentamientos informales, calificados por el legislador como loteos, invasiones y 

edificaciones ilegales, de la siguiente manera:  

  

“Artículo 99.  Prohibición de invertir recursos públicos en invasiones, loteos y 

edificaciones ilegales. Queda absolutamente prohibida la inversión de recursos públicos 

en asentamientos originados en invasiones o loteos ilegales realizados con posterioridad 

a la vigencia de la presente ley. De la misma manera, las entidades prestadoras de 

servicios públicos se abstendrán de suministrarlos a las edificaciones que se ejecuten en 

estas condiciones”. 

 

La Corte Constitucional, al analizar la exequibilidad de la norma, determinó que esa 

correspondencia con los postulados constitucionales no existía, y, por tanto, excluyó del 

ordenamiento jurídico ese artículo 99. De esa manera, en lo sucesivo las inversiones públicas 

sí podrían hacerse efectivas en asentamientos informales.  

 

Para arribar a tal conclusión, la Corte hizo un análisis acucioso respecto de los asentamientos 

informales, las obligaciones estatales y el espíritu de la Constitución Política nacional, en los 

siguientes términos:  

  

“En suma, la ilegalidad habitacional en Colombia es un problema de la máxima gravedad, 

que pone en peligro el goce efectivo de los derechos fundamentales de millones de 

personas.  Se ha resaltado que en los asentamientos ilegales sus habitantes se encuentran 

en una condición de especial vulnerabilidad en la cual varios de sus derechos pueden ser 

afectados: (i) el derecho a la vida y a la integridad física (artículo 11 de la Carta) de las 

personas que habitan en zonas de alto riesgo, (ii) el derecho a la vida digna, a la salud y 

al saneamiento ambiental (artículo 49) de los residentes de urbes mejor desorganizadas 
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y cuya provisión de servicios públicos domiciliarios es menos eficiente y de peor calidad, 

(iii) el derecho a un medio ambiente sano (artículo 79) de los habitantes de ciudades que 

no protegen sus recursos naturales y ambientales, (iv) el derecho a la vivienda digna 

(artículo 51) al no existir un desarrollo racional y ordenado de la oferta de vivienda bajo 

condiciones adecuadas, (v) el acceso de los individuos a los servicios públicos 

domiciliarios, lo que así mismo resulta en un mayor bienestar y calidad de vida (artículos 

365 y 366), y (vi) la protección de la integridad del espacio público (artículo 81). 

  
Por esta razón, la solución del problema del crecimiento urbano ilegal es un objetivo 

urgente desde el punto de vista constitucional.  La superación de estas dificultades 

requiere de una multiplicidad de políticas.  Así se indica en uno de varios estudios 

técnicos de la Organización de Naciones Unidas, el cual concluye que “impedir, o por 

lo menos minimizar la multiplicación de la informalidad, significa la necesidad de 

implementar varios instrumentos articulados entre sí – de intervención directa, a 

través de regulaciones yo instrumentos tributarios- y con la política urbana en su 

conjunto, e implica la dinamización de la tierra urbana privada en el mercado legal, 

así como la tierra fiscal” (Sentencia C-1198, 2008) 

 

Como se observa, del simple análisis de la exequibilidad de una norma se derivaron 

consideraciones importantes respecto del papel del Estado en la provisión de alternativas que 

permitan el acceso a la vivienda y, por tanto, la prevención del desarrollo habitacional 

informal. 

 

También es posible concluir del fallo en cita, que son múltiples las prerrogativas 

constitucionales que se afectan cuando la ciudad se construye de manera desordenada y la 

inactividad del Estado conduce a la proliferación del asentamiento masivo en condiciones 

inadecuadas.   

4.2 Legislación y normativa del orden nacional.  

 

Visto el marco constitucional, del cual evidentemente se deriva una lectura protectora de los 

fenómenos de urbanización informal, es necesario revisar el marco legal, insistiendo en que la 
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legislación no puede entrar en contradicción con los mandatos constitucionales, sino que, muy 

por el contrario, debe enmarcarse en los fines previstos por el constituyente.  

Para abordar el desarrollo normativo, la exposición se divide en la normativa de orden 

nacional y aquella que se circunscribe al distrito capital.  

 

Las normas del orden nacional se recogen en leyes o en decretos con fuerza de ley, mientras 

que las que competen únicamente al distrito capital son acuerdos o decretos expedidos por el 

alcalde en funciones.  

 

Rengifo Gardeazabal es muy claro cuando manifiesta en “Teoría General de la Propiedad” que 

la perspectiva de quienes gobernaron el país durante el periodo de la “regeneración” estuvo 

ligada a dejar el crecimiento urbano sujeto a la norma policiva, particularmente, el Código de 

Policía de 1886 que sirvió de sustento a los acuerdos producidos en los albores del siglo XX, 

sobre los que se hará referencia más adelante. ( (Réngifo Gardeazabal, 2011, pág. 37) 

 

En el marco de ese periodo que Rengifo Gardeazabal denominó “higienista” se produjo la ley 

46 de 1918 que reguló la construcción de viviendas con mayor exigencia para efectos de 

higiene pública, con ocasión de la pandemia de gripe española que afectó de manera 

considerable al país.  

 

La ley 46 de 1918 se modificó por virtud de la ley 61 de 1936, expedida con posterioridad a la 

reforma constitucional de 1936, respecto de la cual, como se señaló en el capítulo que abre esta 

investigación, destaca la introducción de la función social como criterio inherente al derecho 

de propiedad.  

 

La ley 61 de 1936 produjo sendas disposiciones relativas a la protección de la vivienda obrera, 

entre otras la obligación de los municipios de destinar partidas presupuestales a la provisión 

de ese tipo de unidad habitacional y la inembargabilidad de la vivienda obrera. 

 

Como se observa, se trata de disposiciones relativas a la provisión de vivienda, mas no al 

ordenamiento de las ciudades desde una perspectiva nacional. Esa circunstancia se alteró con 

la expedición de la ley 88 de 1947, conocida como el Plan Regulador, en la que se ofrece una 
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definición de lo que se entiende por área urbana; se imparte la instrucción a los municipios 

para que potencien la urbanización formal de esas áreas urbanas, a efectos de “evitar la 

solución de continuidad” de las edificaciones, es decir, la existencia de vacíos urbanos.  

 

Por último, para municipios que percibieran determinadas sumas de dinero por concepto de 

rentas se impuso la obligación de crear un Plan Regulador, en el que se introdujeran las 

disposiciones tendientes al desarrollo futuro de las ciudades. Dijo el artículo séptimo de la 

referida ley:  

 

“ARTÍCULO 7.- Los municipios que tengan un presupuesto no inferior a doscientos mil 

pesos ($200.000.00) están en la obligación de levantar el plano regulador que indique la 

manera como debe continuarse la urbanización futura de la ciudad. Este plano no solo 

comprenderá las enmiendas y mejoras que deban hacerse a la parte ya construida, 

atendiendo al posible desarrollo, sino los nuevos barrios que hayan de levantarse, así 

como los sitios donde deban ubicarse los edificios públicos, sitios de recreo y deporte, 

templos, plazas y áreas verdes, escuelas y demás edificios necesarios a la población”.   

 

Desde la expedición de la ley 88 de 1947 aparece en la norma el concepto de perímetro urbano, 

cuya delimitación está a cargo de los concejos municipales, tal cual ocurrió con Bogotá, en los 

términos que se verán más adelante.  

 

En relación con los planes que permitan el ordenamiento futuro de las ciudades, el cambio de 

lo previsto en la ley 88 de 1947 se produjo con la expedición de la ley 61 de 1978, denominada 

por el legislador como “Ley Orgánica del Desarrollo Urbano”. Por virtud del artículo tercero de 

esa ley, los municipios con población superior a 20.000 habitantes estaban en la obligación de 

desarrollar “su respectivo Plan Integral de Desarrollo con base en las técnicas modernas de 

planeación urbana y de coordinación urbano-regional”.   

 

Al mantenerse en cabeza de los municipios el ordenamiento territorial, no extraña que el 

decreto 1333 de 1986 sea la norma que recoja los mandatos previstos en las leyes 

anteriormente citadas. Ese decreto, que tiene fuerza de ley, es el Código de Régimen Municipal 

y en él, entre otras, se encuentran disposiciones relativas a la manera en cómo deben 

organizarse los municipios.  
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En particular, es menester destacar el Capítulo I del Título III de ese decreto, pues en él se 

regula integralmente la adopción de los Planes de Desarrollo por parte de los municipios. Dice 

el artículo 33 de ese decreto ley:  

  

“Artículo 33. Con el objeto de lograr condiciones óptimas para el desarrollo de las 

ciudades y de sus áreas de influencia en los aspectos físico, económico, social y 

administrativo, los municipios con una población mayor de cien mil (100.000) habitantes, 

incluyendo al Distrito Especial de Bogotá, la Intendencia Especial de San Andrés y 

Providencia y las áreas metropolitanas, deberán formular su respectivo Plan de 

Desarrollo de conformidad con la política nacional y departamental, las técnicas 

modernas de planeación urbana y con base en la coordinación del desarrollo urbano-

regional.   

 

Las entidades territoriales a las cuales se refiere el inciso anterior que cuenten con una 

población de menos de cien mil (100.000) habitantes deberán expedir un Plan de 

Desarrollo Simplificado que contenga los aspectos contemplados en los numerales 1 y 2 

del artículo 34.   

 

En las áreas metropolitanas el Plan o Plan de Desarrollo Simplificado expedido por la 

Junta Metropolitana prevalecerá sobre los Planes que adoptaren los municipios que 

integran el área en las materias que son de competencia de las respectivas áreas”. 

 

En el artículo 34, por su parte, quedaba plenamente establecido, que los Planes de Desarrollo 

Municipal tenían que determinar, entre otros, “La reglamentación de la construcción y el 

desarrollo de programas habitacionales según las necesidades de protección y restauración de la 

calidad ambiental y de la vida, dando prelación a las zonas con mayores problemas”. 

 

Varias de las disposiciones del Código de Régimen Municipal fueron objeto de derogatoria 

expresa por virtud de la expedición de la ley 9 de 1989, la cual es rectora en materia 

propiamente dicha del ordenamiento territorial. Es decir, ya no se trata de una ley en la que se 

regulen aspectos diversos sobre el funcionamiento de los municipios y de contera el 

ordenamiento municipal, sino que se trató más bien, de una ley que en sentido estricto 
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planteará los derroteros para la protección del espacio público (que son las reglas de esa ley 

que a la fecha continúan vigentes), los Planes de Desarrollo Municipal y otras disposiciones, 

por ejemplo, relacionadas con los procedimientos de enajenación voluntaria de inmuebles o 

expropiación por motivos de utilidad pública.  

 

Finalmente, las disposiciones contenidas en la ley 9 de 1989 pierden vigencia, su gran mayoría, 

como resultado de la entrada en vigor de la ley 388 de 1997. En ella aparecen los Planes de 

Ordenamiento Territorial como concepto que a la fecha continúa vigente respecto del principal 

instrumento para el ordenamiento de las ciudades. A su vez, también contiene disposiciones 

sobre los instrumentos que sirven para el desarrollo de esos planes parciales, para su gestión 

y financiación, entre otros. 

 

Son determinantes, es decir, condiciones a las que deben sujetarse los Planes, Planes Básicos 

o Esquemas de Ordenamiento Territorial, entre otras, “Las políticas, directrices y regulaciones 

sobre prevención de amenazas y riesgos naturales, el señalamiento y localización de las áreas de 

riesgo para asentamientos humanos, así como las estrategias de manejo de zonas expuestas a 

amenazas y riesgos naturales”. 

 

A su vez, los Planes de Ordenamiento Territorial, en su componente general, urbano y rural, 

deben contemplar asuntos relativos a los asentamientos humanos, bien sea respecto de las 

condiciones de riesgo que los imposibilitan, pero también, en lo atinente a la proyección de la 

forma en cómo estos deben organizarse (artículos 12 y siguientes). 

 

En últimas, el ordenamiento territorial se ofrece en la ley 388 de 1997 como función pública 

tendiente a garantizar, entre otros, el cumplimiento de los siguientes fines:  

 

“ARTÍCULO 3. FUNCION PUBLICA DEL URBANISMO. El ordenamiento del territorio 

constituye en su conjunto una función pública, para el cumplimiento de los siguientes 

fines: 

 

1. Posibilitar a los habitantes el acceso a las vías públicas, infraestructuras de transporte 

y demás espacios públicos, y su destinación al uso común, y hacer efectivos los derechos 

constitucionales de la vivienda y los servicios públicos domiciliarios. 
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2. Atender los procesos de cambio en el uso del suelo y adecuarlo en aras del interés 

común, procurando su utilización racional en armonía con la función social de la 

propiedad a la cual le es inherente una función ecológica, buscando el desarrollo 

sostenible. 

 

3. Propender por el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución 

equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación del 

patrimonio cultural y natural. 

 

4. Mejorar la seguridad de los asentamientos humanos ante los riesgos naturales. 

  

A todas las normas que se acaban de citar les es inherente la delegación de la competencia 

relativa al ordenamiento territorial y, por tanto, a la regulación sobre la forma en cómo se 

construye ciudad, para que sean los municipios los encargados de esa materia en particular.  

 

Al margen de lo anterior, se destacan dos asuntos particulares que están relacionados con el 

tratamiento de la urbanización informal proveniente de normas de carácter nacional. El 

primero de esos asuntos tiene que ver con el tratamiento penal del fenómeno y el segundo con 

la formulación de la política nacional de vivienda y hábitat que contiene disposiciones relativas 

a los asentamientos informales y se encuentra en las leyes 2044 de 2020 y 2079 de 2021.  

4.2.1 El Código Penal.  

 

En cabeza del Estado radica una facultad denominada en el lenguaje jurídico como ius puniendi, 

que no es cosa diferente que la facultad de sancionar la comisión de delitos.  

 

Por virtud de la ley 308 de 1996 se introdujo al Código Penal vigente para la época el delito de 

urbanización ilegal. Ese tipo penal se mantuvo con la entrada en vigor del Código Penal 

actualmente en vigencia, a saber, la ley 599 de 2000.  
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Es decir, el Estado, en su facultad de sancionar conductas delictivas, determinó que una de ellas 

es precisamente la urbanizar al margen de las normas vigentes sobre el particular. Ya se 

mencionó con antelación el criterio de la Corte Constitucional en el análisis que adelantó con 

el propósito de establecer si esa norma del Código Penal es acorde con los mandatos 

constitucionales, hallándola conforme y, por tanto, declarando su exequibilidad, siempre que 

se comprenda que, en todo caso, la urbanización adelantada de esa manera es un fenómeno 

que reporta excesiva complejidad.  

 

Los delitos tienen un sujeto pasivo, esto es, una persona que sufre el hecho cuya ejecución está 

prohibida por el ordenamiento jurídico. Mora Gamboa es claro en señalar que el sujeto pasivo 

de la urbanización ilegal, entendida como delito, en principio es el Estado, aunque se ha 

ampliado, vía pronunciamientos judiciales, a la comunidad en general, para explicar esto 

último, cita la sentencia C-157 de 1997, ya referida en este documento: 

 

“El delito de urbanización ilegal, encuentra su fundamento en la necesidad de 

protección de la comunidad, que puede ser afectada, como en incontables ocasiones lo 

ha sido, por personas inescrupulosas que, so pretexto de adelantar programas de 

vivienda o construcción en poblados y ciudades, recaudan, sin ningún control y de 

manera masiva, grandes sumas de dinero, generalmente aportadas por personas de 

escasos recursos que pretenden, de buena fe, solucionar así sus necesidades de 

habitación” (Mora, 2021, pág. 207). 

 

Así, en aras de proteger la comunidad, pero a la vez de protegerse así mismo como aparato de 

organización de la sociedad, el Estado, a través de la norma penal, castiga la urbanización y el 

levantamiento de asentamientos informales en Colombia.  

4.2.2 La regularización de asentamientos informales y la 

política nacional de vivienda y hábitat.  

 

Por virtud de las leyes 2044 de 2020 y 2079 de 2021 se adoptó una norma de carácter nacional 

respecto de la legalización de asentamientos informales y la política nacional de vivienda y 

hábitat.  
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La primera de esas leyes contiene una serie de medidas respecto a la regularización de los 

sitios en donde se ubican asentamientos informales y, para ese propósito, a más de las 

definiciones sobre asentamientos informales, consolidados y precarios, se acude a 

mecanismos que ya están previstos en la legislación aplicables ahora a la regularización de 

esos asentamientos, por ejemplo, la cesión de bienes fiscales a título gratuito, la cesión de 

bienes entre entidades públicas, entre otras.  

 

En todo caso, la regulación prevista en la ley 2044 de 2020 no usurpa las facultades que de 

antaño le han sido conferidas a los municipios para el tratamiento de la legalización de 

asentamientos informales. Muy claros resultan los artículos 16 y 17:  

  

“ARTÍCULO  16. 

(…) 

PARÁGRAFO 2o. Los procesos de legalización y titulación urbanística deberán 

desarrollarse conforme a lo establecido en el respectivo Plan de Ordenamiento 

Territorial. 

 

ARTÍCULO  17. Es obligación de los municipios y distritos iniciar los procesos de 

legalización y regularización urbanística de los asentamientos humanos, que permitan 

reconocerlos como barrios legalmente constituidos. 

(…) 

PARÁGRAFO 3o. Los programas de titulación de predios y legalización de barrios podrán 

realizarse simultáneamente, o precedidos uno del otro, sin importar su orden, siempre y 

cuando sean acorde con el Plan de Ordenamiento Territorial, Esquema de Ordenamiento 

Territorial o Plan Básico de Ordenamiento Territorial y los instrumentos que los 

desarrollen o complementen. 

 

Por su parte, del articulado de la ley 2079 de 2021 se desprende la intención del legislador de 

adoptar una política nacional de vivienda y hábitat. No es que antaño no existiera, pero para 

los efectos de esta investigación esa resulta siendo la norma vigente de orden nacional en 

relación con la materia. Destaca, entre las varias disposiciones que allí se ofrecen, la contenida 
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en el artículo cuarto, en el que se define puntualmente en qué consiste la política pública de 

vivienda y hábitat3. 

  

Ninguna de esas disposiciones de orden nacional altera las competencias que le asisten a los 

municipios desde la Constitución Política de 1886, inclusive. Cabe recordar que el caso de los 

macroproyectos de interés nacional es un ejemplo de las repercusiones que tiene la 

intromisión del Gobierno Nacional en la definición del ordenamiento territorial, materia que 

le está vedada4.  

 
 

3 “ARTÍCULO 4. POLÍTICA DE ESTADO DE VIVIENDA Y HÁBITAT. A través de la promulgación de la 
presente ley se reconoce a la política pública de vivienda y hábitat como una política de Estado, lo cual 
representa el entendimiento de la sociedad sobre la importancia que tiene la vivienda y el hábitat de 
calidad como motor de superación de la pobreza multidimensional y de dignificación de los 
colombianos. 
 
Las autoridades gubernamentales, mediante programas, proyectos y acciones propenderán por la 
reducción del déficit habitacional cuantitativo y cualitativo en el país, teniendo en cuenta las 
características y necesidades particulares de la población urbana y rural, así como la aplicación de un 
enfoque diferencial y territorial a favor de los grupos poblacionales que por sus características sociales, 
étnicas, culturales, económicas, ecológicas o de género requieran de un reconocimiento especial. El 
Gobierno Nacional debe promover las condiciones para que la equidad en el acceso a una vivienda digna 
y hábitat sea real y efectiva, el reconocimiento, respeto, la protección y la garantía del derecho a una 
vivienda. 
 
Esta política de Estado traza directrices a largo plazo para que mediante un trabajo mancomunado e 
intersectorial; con participación del Gobierno Nacional y territorial, la sociedad civil, organismos 
nacionales e internacionales, se logre la satisfacción del derecho a una vivienda digna y de calidad, en 
donde los servicios públicos esenciales y la dotación de equipamiento colectivo constituyan mecanismos 
de articulación entre las viviendas y el hábitat, se resalte la importancia del ordenamiento del territorio 
en la búsqueda de un equilibrio armonioso entre el respeto al medio ambiente y la ocupación del suelo, 
y se promueva su correcta utilización con el fin de garantizar la función social de la propiedad y la 
prevalencia del interés general sobre el particular. 
 
Lo anterior, mediante la formulación e implementación de proyectos y medidas que, con criterio 
diferencial, contribuyan a la consolidación. de territorios, ciudades, comunidades y viviendas 
saludables, resilientes y sostenibles, orientados a aumentar la calidad de vida de los colombianos. 
 
La política de vivienda y hábitat, a cargo del Gobierno nacional, incluirá un enfoque diferencial que 
reconozca las condiciones socio económicas y culturales de los pueblos indígenas, de las comunidades 
negras, afrocolombianas, raizales, palenqueras, campesinas y de grupos poblacionales específicos, 
especialmente de la población víctima del conflicto armado, incluyendo para esta última, el diseño de 
estrategias encaminadas a superar las barreras para la utilización de subsidios no aplicados en vigencias 
anteriores”.  
 
4 La Corte Constitucional analizó las disposiciones sobre Macroproyectos de Interés Social Nacional, en 
particular el artículo 79 de la ley 1151 de 2007, ley por la cual se adoptó el Plan Nacional de Desarrollo 
para la vigencia 2006-2010.  
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A continuación, las disposiciones que, precisamente en ejercicio de esa competencia del 

ordenamiento territorial, ha proferido el Concejo Distrital y, excepcionalmente, los alcaldes de 

turno. Ese análisis se centra especialmente en el tratamiento de los asentamientos informales 

y las disposiciones sobre su regularización.  

4.3 Normas del orden distrital.  

 

La perspectiva higienista del ordenamiento urbano estuvo inmersa en los acuerdos 10 de 

19025, y 6 de 19146, basados en el Código de Policía de 1886, según dice Rengifo Gardeazabal 

(Réngifo Gardeazabal, 2011, pág. 38) 

 

Superando esa perspectiva meramente higienista, el Acuerdo 74 de 1925 se atrevió a la 

proposición de un plano del perímetro urbano, denominado “Bogotá Futuro”, que se ofrece de 

la siguiente manera:  

 

 
 

 
Comoquiera que la ley incluía disposiciones sobre ordenamiento territorial en perjuicio de las 
competencias municipales, la Corte Constitucional no encontró esas disposiciones ajustadas a la 
Constitución Política y por tanto las declaró inexequibles. 
 
5 Acuerdo número 10 de 1902 “reglamentando las construcciones, apertura de calles, urbanización de 
terrenos”. 
 
6 Acuerdo número 6 de 1914 “Por el cual se dictan reglas de urbanización”. 
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Figura número 15. Plano “Bogotá Futuro” Tomado de Hernández (2019, pág. 3) 

 

Evidentemente, ese plano contempla apenas el centro histórico de la ciudad, con su extensión 

primigenia producida hacia el norte y la posterior expansión hacia el occidente, en terrenos 

que para entonces pertenecían al municipio de Fontibón.  

 

Salvo esos dos hitos, no ocurre nada adicional en materia normativa que sea necesario destacar 

durante ese periodo de tiempo. Esa circunstancia cambió con la expedición del Acuerdo 21 de 

1944, el cual, para Colón Llamas es el “primer plan de zonificación que les permitió a los técnicos 

tener alguna incidencia en estos aspectos” (Colón Llamas, Crecimiento urbano y mercado de 

tierras en Bogotá, 1914-1944, 2019, pág. 135), pues a su juicio, la inexistencia de una 

legislación fuerte permitió que el desarrollo de la ciudad hasta ese momento estuviera 

supeditado a los privados.  

 

Es interesante el mapa que presenta Colón Llamas, tomado de una investigación hecha por la 

Contraloría en 1946. En ese plano se muestran los “sectores sociales” de Bogotá de la siguiente 

manera:  
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Figura 16. Plano de ubicación de los sectores sociales de Bogotá. Tomado de Colón 

Llamas (Colón Llamas, Crecimiento urbano y mercado de tierras en Bogotá, 1914-1944, 

2019, pág. 136) 

 

Cómo se observa, la mayoría de los barrios ubicados en la periferia estaban catalogados como 

barrios obreros. Al sur de la ciudad, destacan verdaderos símbolos de la expansión de esa 

ciudad periférica como los barrios Olaya, Restrepo y Libertador. Al extremo sur aparece el 

barrio Santa Lucía, tradicional barrio del sur de la ciudad que no está catalogado como barrio 

obrero, sino como sector no catalogado. 

 

Un año después, en 1947, se expidió la ley que se destacó en el acápite inmediatamente 

anterior, a saber, la 88 del 15 de diciembre. Ya para esa época se encontraba la ley 

desactualizada respecto de la realidad social.  

 

En efecto, con la erección del barrio Meissen a finales de la década de 1940, esos vacíos urbanos 

que el artículo segundo de la ley 88 de 1947 ordenaba evitar se presentaban; así mismo, Bogotá 

era una ciudad con más de 10.000 habitantes, de manera que para el desarrollo de Meissen se 



94 Juntos, pero no revueltos.  

 
precisaba de un plano de urbanización que no se presentó a la administración municipal, de lo 

contrario se hablaría de un barrio incorporado al perímetro urbano desde su creación.  

 

El artículo séptimo de la ley en comento exigió que Bogotá adoptara un plano regulador para 

la urbanización futura de la ciudad. Ese plano es el siguiente, tomado del Atlas Histórico de 

Barrios de Bogotá  (Colón Llamas & Mejía Pavony, 2019) 

 

 

Figura 17. Plano regulador de Bogotá. Tomado de Colón Llamas y Mejía Pavony (2019, 

pág. 298) 

 

Con la trasposición del plano a un plano actual de Bogotá es posible determinar que el Plan 

Regulador se extendió solo hasta el barrio de Santa Lucía. Es decir, los barrios objeto de esta 

investigación están por fuera.  

 

Un plano anterior, obtenido en 1950, da cuenta, eso sí, de que Meissen era una de las 

urbanizaciones informales existentes para la época. Quizá la más ubicada al sur. También 

resaltaban las de León XIII, hoy dentro del perímetro urbano del municipio de Soacha y el 

Triángulo en San Cristóbal. A continuación, se muestra la superposición de ese plano, 

denominado “Croquis sobre urbanizaciones clandestinas desde el punto de vista de Bogotá, 

según el estudio del Ing. Joaquín Martínez”, respecto del actual plano del distrito capital.  
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Figura 18. Superposición del Croquis sobre urbanizaciones clandestinas desde el 

punto de vista de Bogotá, según el estudio del Ing. Joaquín Martínez. Tomado del 

portal web de Cartografías de Bogotá.  

 

La línea punteada que se observa en el plano anterior es la demarcación del perímetro urbano, 

de manera que el barrio Meissen hacía parte del municipio de Bosa, anexado a Bogotá en 1954, 

por decreto presidencial del 17 de diciembre, del siguiente tenor:  

 

“ARTÍCULO 3°. El territorio del Distrito Especial de Bogotá será el del actual Municipio 

de Bogotá, adicionado con el de los Municipios circunvecinos, de acuerdo con la 

Ordenanza número 7 del Consejo Administrativo de Cundinamarca”. 

 

La Ordenanza número 7 solo decía que, en efecto, “en ejercicio de la facultad conferida por el 

Decreto 3463 de 1954 (noviembre 3), agreganse al Municipio de Bogotá, los Municipios de 

Fontibón, Bosa, Usme, Suba, Usaquén y Engativá”. 

 

En 1961, con un plano completamente diferente de la ciudad, el Concejo Distrital expidió el 

Acuerdo 30, por virtud del cual “se establece el procedimiento para la aprobación de los planos 

relacionados con las lotificaciones en el área del Distrito y se reglamenta la habilidad de las 

mismas”. Particularmente el artículo tercero que dice que quienes quisieran adelantar en 

Bogotá procesos de “urbanizaciones, parcelaciones o subdivisiones de predios, deberán cumplir 

las disposiciones del presente Acuerdo y en especial obtener la aprobación y la licencia para 

ejecutar la lotificación (…)” 
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En relación con la erección de urbanizaciones informales, el artículo 23 del acuerdo en 

comento fue claro en señalar que: “La persona natural o jurídica que inicie o realice una 

urbanización o parcelación sin el cumplimiento de los requisitos exigidos en este reglamento, será 

sancionada de acuerdo con las disposiciones vigentes en el momento de la transgresión”. 

 

No se encuentra en la norma una disposición que permita el saneamiento de las urbanizaciones 

levantadas sin contar con la licencia correspondiente. Es con la adopción del acuerdo 22 de 

1963 que se aboga por ese propósito. Dicho acuerdo, en su artículo primero, fue claro en 

señalar lo que sigue:  

 

“ARTÍCULO 1. se consideran barrios con desarrollo incompleto las lotificaciones o 

subdivisiones de terreno efectuadas con anterioridad a la expedición del Acuerdo número 

30 de 1961, que se encuentran edificados en parte y en los cuales se presentan una o 

varias de las siguientes situaciones: 

 

a) Que el proceso de lotificación se adelantó sin obtener la aprobación ni la licencia 

correspondiente; 

 

b) Que el barrio carezca del plano de la lotificación debidamente aprobado y de la 

reglamentación interna que transcriba las normas de la zonificación respectivas, 

  

c) Que existan áreas de terreno destinadas al uso público carentes de las obras completas 

en cuanto a acueducto, alcantarillado, energía eléctrica o vías, y 

 

d) Que el barrio carezca de nomenclatura oficial o que los solares resultantes de la 

subdivisión se encuentren sin desenglobar en el Catastro Distrital”. 

 

La alternativa prevista en el referido acuerdo para los asentamientos que tuvieran esas 

especiales circunstancias, como Meissen, era la habilitación, entendida como la 

implementación de múltiples programas que tendían a solucionar las problemáticas 

enunciadas en los literales a) a d) del artículo primero que se citó con antelación.  
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El acuerdo 22 de 1963 se derogó por virtud del acuerdo 21 de 1972, el cual, en relación con los 

mecanismos para incorporar los asentamientos informales al desarrollo urbano previó tres 

alternativas. El artículo tercero del mentado acuerdo dice:  

  

“ARTÍCULO 3. Se considera habilitación la dotación de los servicios públicos mínimos, 

provisionales y colectivos y de acceso vehicular, elementos considerados indispensables 

para una subsistencia digna. 

 

La legalización consiste en la adopción de las medidas administrativas establecidas por 

normas, necesarias para reconocer oficialmente la existencia de un asentamiento; esto 

es, la aprobación del plano y la expedición de la reglamentación respectiva. 

 

La regularización es la actividad conjunta de la Administración y de los habitantes, con 

el propósito de obtener la dotación adecuada y completa de los servicios públicos 

previstos en las reglamentaciones urbanísticas, y la solución de las necesidades de la 

comunidad mediante programas de mejoramiento que deberá contemplar las 

condiciones particulares de cada asentamiento en lo físico- económico y social”. 

 

Finalmente, el acuerdo 21 de 1972 fue derogado con la expedición del acuerdo 6 de 1990, por 

medio del cual se adoptó el Estatuto para el Ordenamiento Físico del Distrito Especial de 

Bogotá. El acuerdo 6 de 1990 dedicó un capítulo especial a la legalización de asentamientos 

producidos de manera informal, definiendo esa acción como aquella en la que se “adoptan las 

medidas administrativas encaminadas a reconocer oficialmente la existencia de un asentamiento o 

edificio, a dar la aprobación a los planos correspondientes y a expedir la reglamentación respectiva”. 

 

Respecto de la habilitación y la regularización, categorías independientes en el acuerdo 21 de 1972, 

el acuerdo 6 de 1990 lo que hizo fue sujetar la habilitación a la existencia de procesos de 

legalización y a su vez, tomó la regularización como una fase de los programas de habilitación. Lo 

anterior se explica de mejor manera con la lectura de los artículos 246 y 250 del acuerdo en 

comento, los cuales se ofrecen del siguiente tenor:  

  

“Artículo 246º.- Habilitación. La habilitación como instrumento de la transformación 

urbana es el conjunto de acciones adelantadas oficiosamente por la Administración para 
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dotar a las áreas urbanas consideradas de desarrollo incompleto y que han sido legalizadas 

de los espacios requeridos para el uso público y equipamiento comunal, de una 

infraestructura vial y de servicios públicos apropiada y en general, de las obras que 

garanticen la aptitud de las estructuras. 

 

Los actos administrativos mediante los cuales se legalicen desarrollos urbanos o se 

incorporen nuevas Áreas Urbanas como resultado del proceso de legalización tendrán 

un capítulo especial destinado a establecer las deficiencias del desarrollo legalizado, 

tanto en materia de servicios públicos, como en la proporción y calidad del espacio 

público, su infraestructura y equipamiento. 

  

Con base en lo que se establezca conforme a lo dispuesto en el inciso anterior, se 

elaborará un plan de habilitación que incluirá las metas urbanísticas que se deben cumplir 

para adecuar la estructura urbana del asentamiento o desarrollo legalizado a los 

requerimientos de las normas de Primer Nivel de Zonificación y se indicarán las acciones de 

habilitación aconsejables, así como su orden lógico y prioridad. 

 

Artículo 250º.- Fases de la habilitación. Para efectos de la ejecución de los programas a 

que hace referencia el artículo anterior, se consideran tres fases de habilitación, así: 

(…) 

C. FASE TERCIARIA O DE REGULARIZACIÓN: La regularización es la última fase de la 

habilitación y consiste en emprender y ejecutar las acciones necesarias para 

equiparar las condiciones y características de la estructura urbana de propiedad 

pública en los sectores beneficiados con programas de habilitación, con las del 

promedio del resto del área urbana, o al menos con las mínimas exigidas”. 

 

Por otra parte, del acuerdo 6 de 1990 vale la pena destacar que la legalización de desarrollos 

urbanos era una de las “formas de incorporación al área urbana del Distrito Especial de Bogotá, de 

zonas, barrios, asentamientos y desarrollos en general, situados al exterior de los perímetros 

urbanos”. 

 

Esa característica se deriva de las innovaciones que trajo la ley 9 de 1989, la cual tiene gran 

importancia para efectos de comprender los cambios que se desarrollaron en la manera cómo se 

concebían los desarrollos urbanos informales.  
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El artículo 48 de la ley de reforma urbana es claro en señalar que: “Los concejos (…) podrán delegar 

en los alcaldes (…) la legalización de las urbanizaciones constituidas por viviendas de interés social. 

La legalización implicará la incorporación al perímetro urbano o de servicios y la regularización 

urbanística del asentamiento humano”. 

 

Para ese propósito, por virtud de modificaciones posteriores a la ley 9 de 1989 se dispuso 

incluso que la ejecución de programas de legalización de asentamientos y de transferencia de 

títulos eran asunto de utilidad pública, categorización que no es de menor valía, comoquiera 

que eso habilita que el Estado active sus facultades respecto de la propiedad privada, para 

disponer, por ejemplo, la expropiación de bienes privados o la cesión entre entidades con el 

fin de que esos asentamientos se regularicen.  

 

En 1991 se expidió la Constitución Política, y con ella una serie de artículos que señalaban la 

posición de Bogotá como distrito capital, su régimen de gobierno, sus órganos de 

representación democrática y la forma en cómo debían apropiarse los recursos provenientes 

del presupuesto nacional. Para reglamentar esas disposiciones constitucionales, el 

constituyente le concedió al legislador el plazo de dos años para expedir las leyes 

correspondientes, so pena de que la iniciativa fuera adoptada por el ejecutivo, en cabeza de la 

Presidencia de la República.  

 

El plazo venció y la Presidencia expidió el decreto ley 1421 de 1993, en el que se señaló el 

régimen especial del distrito capital. A efectos de reglamentar la legalización de asentamientos 

y la titulación predial acorde al régimen legal recién expedido con la Constitución Política, se 

expidió el decreto 688 de 1996, en el que se determinaron la definición de legalización 

urbanística; los actores partícipes de ella y el trámite de esta, sin que sea preciso entrar a 

referirse sobre ella. 

 

El acuerdo 6 de 1990 estuvo vigente hasta la adopción del decreto 619 de 2000 y el decreto 

688 de 1996 hasta la adopción del decreto 367 de 2005.  

 

Es importante detenerse en algo: a través del acuerdo 6 de 1990 se materializaron en el distrito 

capital las disposiciones contenidas en la ley 9 de 1989. Sin embargo, con la expedición de la 
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ley 388 de 1997, los Planes de Ordenamiento Territorial se tornaron imperativos para 

cualquier municipio, y según el número de habitantes ese plan adopta un nombre en particular.  

 

Bogotá adoptó su plan mediante el decreto distrital 619 de 2000, modificado con posterioridad 

mediante el decreto 190 de 2004.  

 

El decreto distrital 619 de 2000, contiene la regulación respecto de la titulación predial y la 

legalización de asentamientos informales en sus artículos 495 y 496. En el primero de ellos se 

reguló la legalización de los asentamientos, determinando que se trataba de un procedimiento 

mediante el cual la administración, además de aprobar planos, “regulariza y expide la 

reglamentación, para los desarrollos humanos realizados clandestinamente, que, sin perjuicio de 

lo dispuesto en el régimen de transición, a la fecha de expedición del presente Plan, cumplan con 

las condiciones exigidas por la normatividad nacional”. 

 

Y en el artículo siguiente, al determinar lo que se entiende por regularización, el Concejo 

Distrital señaló que éste “Es el procedimiento por el cual se realizan los ajustes normativos a los 

desarrollos de origen ilegal que fueron sometidos a procesos de legalización y cuentan con plano 

aprobado y acto administrativo de reconocimiento”. 

 

Es evidente entonces que el concepto de regularización se volvió a incorporar al ordenamiento 

jurídico. Esta vez para referirse a la regularización, no como parte de la habilitación en los 

términos previstos en el acuerdo 6 de 1990, sino como un proceso independiente en el que se 

ajustan las normas para desarrollos ya legalizados.  

 

Tal y como se sostuvo anteriormente, el decreto 619 de 2000 se modificó parcialmente por 

virtud del decreto 190 de 2004, que realmente es una norma compilatoria del decreto en 

comento y otros expedidos con posterioridad. Ese decreto ofrece mayor integralidad en el 

abordaje de los asuntos relativos a la legalización y titulación predial. Pues ambos asuntos los 

incorpora como propósitos de la política habitacional, aunque mantiene las definiciones 

previstas en el 619 de 2000, a saber, que un asunto es la legalización y otro la regularización.  

 

Más adelante se hará referencia a las disposiciones del decreto 190 de 2004, comoquiera que 

se trataba del Plan de Ordenamiento Territorial vigente para el momento en que se acometió 
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la legalización masiva de barrios que incorporó, entre otros a los barrios La Playa I y La Playa 

II, y que actualmente tiene al barrio Meissen en proceso de obtener su legalización.  

 

Respecto de la titulación predial, dispuso el legislador que se podían ceder a título gratuito los 

inmuebles ocupados por asentamientos informales: 

  

“Las entidades públicas del orden nacional cederán a título gratuito los terrenos de su 

propiedad que sean bienes fiscales y que hayan sido ocupados ilegalmente para vivienda 

de interés social, siempre y cuando la ocupación ilegal haya ocurrido con anterioridad al 

treinta (30) de noviembre de 2001. La cesión gratuita se efectuará mediante resolución 

administrativa a favor de los ocupantes, la cual constituirá título de dominio y una vez 

inscrita en la Oficina de Instrumentos Públicos, será plena prueba de la propiedad”. 

 

El decreto 564, por su parte, delimitó la legalización de asentamientos informales como el 

proceso para declarar la existencia de un asentamiento humano constituido por viviendas de 

interés social anteriores al 27 de junio de 2003. El inciso segundo del artículo 120 del decreto 

en comento era bastante claro, eso sí, respecto el hecho de que: “La legalización urbanística 

implica la incorporación al perímetro urbano y de servicios, cuando a ello hubiere lugar, y la 

regularización urbanística del asentamiento humano, sin contemplar la legalización de los 

derechos de propiedad en favor de eventuales poseedores”. 

Es decir, de conformidad con el decreto 564 de 2006, la legalización y regularización ya no se 

entienden como procesos deslindados entre sí, pero respecto de la titulación predial si lo están, 

comoquiera que se trataba de un proceso independiente.  

Ese decreto, el 564 de 2006, fue objeto de compilación en el decreto 1077 de 2015, único 

reglamentario del sector vivienda. En éste, aparecen con claridad y sumamente delimitados las 

reglas aplicables a la legalización de asentamientos, por una parte, y las que tienen que ver con 

la titulación predial, por otra.  

4.3.1 El caso particular.  
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En el marco del Gobierno distrital encabezado por Enrique Peñalosa se adelantó un proceso 

masivo de legalización de asentamientos informales. Así lo registro la prensa:  

 

“El alcalde de Bogotá, Enrique Peñalosa, avanza en el proceso de legalización de los 

primeros 21 barrios de la ciudad, ubicados en las localidades de Usaquén, San Cristóbal, 

Bosa, Fontibón, Suba y Ciudad Bolívar. 

 

Con este proceso que adelanta la Secretaría de Planeación, en coordinación con la 

Secretaría de Hábitat, se beneficiarán aproximadamente 8.000 habitantes. 

 

De acuerdo con el secretario de Planeación, Andrés Ortiz, la meta para el cuatrienio es 

lograr la legalización de 200 barrios”7. 

 

El proceso en realidad comprendió, de una parte, la legalización de los asentamientos, tal y 

cual como lo anunció la prensa, por intervención de las Secretarías de Planeación y Hábitat; de 

otra, la titulación predial a cargo de la Caja de Vivienda Popular.  

 

Los actos administrativos tienen que motivarse, por mandato de la ley 1437 de 2011. La 

motivación de los actos administrativos comprende tanto la especificación de su sustento 

jurídico, como la determinación de los elementos fácticos que conducen a su promulgación.  

 

Revisadas las resoluciones de legalización de los barrios, aparece claro que el sustento jurídico 

de esos actos administrativos reside en las siguientes normas:  

 

a. El artículo 458 del Decreto Distrital 190 de 2004, en cuanto define la legalización de 

asentamientos o desarrollos urbanísticos informales.  

 

b. El decreto 1077 de 2015, único reglamentario del sector vivienda, en el que se 

compilaron las disposiciones contenidas en el decreto nacional 564 de 2006, relativas 

a la legalización de asentamientos humanos. A su vez, contentivo de las reglas 

 
 

7 https://www.wradio.com.co/noticias/bogota/penalosa-avanza-en-la-legalizacion-de-los-primeros-
21-barrios-de-bogota/20160628/nota/3173748.aspx 
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originalmente establecidas en el decreto 1203 de 2017 sobre el reconocimiento, a 

cargo de la administración distrital, de los asentamientos humanos constituidos por 

viviendas de interés social.  

 

c. El decreto distrital 476 de 2015 que dice que establece el procedimiento para 

adelantar la legalización de los asentamientos informales, a saber:  

 

 

Figura 19. Procedimiento para la legalización. Elaboración propia con base en 

la información del decreto 476 de 2015.  

 

En ese sentido, y de conformidad con lo previsto en el decreto 476 de 2015, La Playa I y La 

Playa II ya surtieron el proceso completo de legalización, mientras que Meissen ya superó el 

proceso de socialización a través del taller informativo, quedando pendiente la ejecución de la 

etapa relativa a la publicidad del acto administrativo de legalización.  

 

En lo que respecta a la titulación predial, se había señalado con antelación que se trataba de 

un proceso a cargo de la Caja de Vivienda Popular, entidad que recibió los predios de manos 

del Acueducto Distrital y procedió a la titulación, con soporte en lo que dispone el artículo 

segundo de la ley 1001 de 2005 que a la postre habilita que las entidades del orden territorial 

Etapa inicial

•Conformación del expediente a cargo de la Secretaría Distrital de Hábitat.
•Determinación de la viabilidad por parte del Comité Técnico de 
Legalización y Regularización de barrios.

Participación

•Comunicación a terceros interesados.
•Taller informativo con la comunidad.

Publicidad

•Publicidad del estudio urbanístico final.
•Expedición de la resolución de legalización.
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cedan a título gratuito los inmuebles que son de su propiedad ocupados con vivienda de interés 

social. Con posterioridad a la expedición de la ley 388 de 1997 es importante resaltar la 

expedición de la ley 1001 de 2005 y del decreto 564 de 2006, la primera relativa a la titulación 

predial en cabeza del INURBE y el decreto relativo a la legalización de asentamientos humanos.  

 

De igual manera, la entidad se valió de lo previsto en el artículo 10 del decreto 1100 de 2008 

que decía lo siguiente; (i) la titulación puede hacerse al margen de la legalización urbanística 

del asentamiento informal; (ii) se precisa, en todo caso de conceptos de otras entidades que 

habiliten el desarrollo de esos procesos de legalización, habida cuenta de las limitantes 

previstas en la ley sobre la ejecución de programas en zonas de alto riesgo, bienes de uso 

público o destinados a la infraestructura y (iii) que no se precisa licencia de subdivisión para 

proceder a la titulación predial mediante la transferencia a título gratuito.  

 

Verificados los supuestos contenidos en los artículos 2.1.2.2.2.18 y 2.1.2.2.2.10 del decreto 

1077 de 2015, la Caja de Vivienda Popular procedió a la transferencia a título gratuito de los 

bienes en favor de los habitantes de La Playa I.  

 
 

8 Dicen las citadas normas:  
 
ARTÍCULO 2.1.2.2.2.1. Identificación jurídica y técnica del inmueble. El trámite de cesión gratuita de bienes 
fiscales se adelantará de oficio o solicitud de parte. 
 
En el marco del proceso de transferencia la entidad cedente deberá verificar que la titularidad de pleno 
dominio del inmueble esté a su nombre y que, además, se encuentre libre de gravámenes que impidan su 
transferencia. 
 
Así mismo, se deberán realizar las acciones técnicas necesarias para establecer la identificación física del 
inmueble verificando que: 
 
1. Cuente con mejoras y/o construcciones de destinación económica habitacional. 
 
2. Se ubique dentro del perímetro urbano del municipio o distrito. 
 
3. No se encuentre ubicado en bienes. de uso público, bienes destinados a fines institucionales de salud o 
educación, en áreas insalubres, de alto riesgo no mitigable, en zonas de conservación o protección 
ambiental y las demás áreas previstas en los artículos 35 y 37 de la Ley 388 de 1997, en concordancia con 
el Plan de Ordenamiento Territorial o los instrumentos que lo desarrollen o complementen. 
 
PARÁGRAFO 1. La identificación de las mejoras o construcciones estará basada en la información que 
suministren la entidad cedente o la autoridad encargada de la gestión catastral, de conformidad con las 
disposiciones que regulen la materia. 
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4.3.2   Sobre las normas en que se fundó la titulación predial 

y la legalización de asentamiento.  

 

Es esencial, a efectos de verificar la hipótesis planteada sobre los efectos de los procesos de 

legalización y titulación predial en los procesos comunitarios y la conexión barrial, extraer 

elementos de las normas que se citan en los actos administrativos de legalización y de 

titulación predial en los casos particulares analizados.  

 
 

PARÁGRAFO 2. La identificación y transformación jurídica de Bienes Baldíos Urbanos de que trata el 
artículo 3 de la Ley 2044 de 2020, no se sujetará a las previsiones contenidas en el presente artículo. 
 
ARTÍCULO 2.1.2.2.2.10. Requisitos para la expedición del acto administrativo. Cumplido lo anterior y 
resuelta la situación de los terceros interesados de ser el caso, la entidad tituladora dará continuidad a la 
actuación administrativa emitiendo las resoluciones de transferencia a los ocupantes que cumplan con los 
requisitos contemplados en los artículos 2° y 10 de la Ley 1001 de 2005 o las normas que lo adicionen, 
modifiquen o sustituyan.  
 
El acto administrativo que se expida por la correspondiente Entidad Tituladora, en desarrollo de lo 
dispuesto en el artículo 95 de la Ley 388 de 1997 y en concordancia con lo establecido en el artículo 2° de 
la Ley 1001 de 2005, incluirá la información que de acuerdo con las normas vigentes se requiera para el 
registro de actos administrativos de transferencia y en especial la siguiente: 
  
1. Consideraciones y fundamentos jurídicos de la transferencia del bien fiscal.  
 
2. Nombre e identificación de los ocupantes.  
 
3. Dirección e identificación catastral del inmueble.  
   
4. Identificación jurídica del predio de mayor extensión del cual se va a segregar la nueva unidad registral 
o el número de matrícula individual si ya fue asignado -según sea el caso-.  
 
5. La descripción del área y los linderos del predio, será reemplazada por el certificado o plano predial 
catastral de conformidad con lo dispuesto en el Decreto Único del Sector de Justicia y del Derecho, o la 
norma que lo adicione, modifique o sustituya. El documento se adjuntará como soporte al acto 
administrativo al momento de su radicación ante la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos.  
 
6. Entidad pública que transfiere y sus atribuciones normativas para la transferencia y desarrollo del 
proyecto de titulación.  
 
7. La procedencia de recursos y los tiempos para interponerlos.  
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Se pretende extraer elementos que permitan tanto entender la base que tienen esas normas, 

como también un análisis sobre los procedimientos que se ordena ejecutar para que las 

acciones remediales lleguen a buen término.  

 

En primer lugar, es importante la revisión de lo previsto en el Decreto 190 de 2004, norma que 

contenía el Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá antes de la expedición del Decreto 555 

de 2021.  

 

Una revisión particularizada del Decreto, es decir, orientada a establecer qué es lo que dice la 

norma sobre la legalización y la titulación predial, no permitiría establecer conclusiones en 

relación con la hipótesis planteada en esta investigación. Hecho el ejercicio de esa manera tan 

simple, solo se podría decir que el POT de Bogotá anterior al vigente contenía un artículo sobre 

legalización de asentamientos, a saber, el 458, que es el que se cita en las resoluciones de 

legalización de los barrios La Playa I y La Playa II.  

 

Una revisión diferente, es decir, aquella que comprende el Plan de modo más integral, llevaría 

a analizar las disposiciones que orientan la política de vivienda y hábitat en ese instrumento 

de planeación. En particular, vale la pena destacar lo previsto en el artículo noveno del Decreto 

en comento, que se ofrece del siguiente tenor:  

 

“Artículo 9. Política de Hábitat y Seguridad Humana. La política de hábitat y 

seguridad humana integra la oferta de viviendas a la oferta de movilidad, espacio público 

y equipamientos dotacionales de salud, educación, recreación, seguridad, justicia, 

movilidad local y servicios públicos domiciliarios. 

 

Esta política busca: 

 

1. Promover un ordenamiento de la vivienda basado en los principios de seguridad 

humana mediante una eficiente gestión del suelo y aplicación de los instrumentos 

financieros. 

 

2. Promover la urbanización legal mediante acciones preventivas orientadas a ofrecer 

alternativas económicas viables que compitan con la oferta ilegal de vivienda en la red 
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de ciudades con base en el ahorro derivado por la reducción de los costos de la 

legalización y del mejoramiento integral de barrios en zonas no propicias para la 

urbanización. 

 

3. Dar seguridad jurídica a los propietarios, poseedores y tenedores de viviendas 

en barrios ya legalizados, con el fin de integrarlos a la cultura tributaria 

alcanzada en el Distrito y promover el mejoramiento de sus asentamientos 

mediante la autofinanciación. 

 

4. Proteger el patrimonio ambiental distrital y regional controlando la localización de 

asentamientos humanos en zonas de riesgo, mediante la autorregulación. 

 

5. Lograr la equidad entre urbanizadores y constructores, compradores de vivienda y la 

ciudadanía mediante la distribución de las cargas y beneficios del ordenamiento para 

reducir el monto de inversión pública destinada al mejoramiento integral de barrios de 

origen ilegal. 

 

6. Velar por la investigación y definición de programas para promover que las viviendas 

y los barrios mejoren sus condiciones ambientales, sanitarias y de ecoeficiencia”. 

  

Los apartes resaltados dan cuenta del propósito perseguido en el Plan de Ordenamiento 

Territorial en relación con las acciones remediales. Así, respecto de la legalización de 

asentamientos informales, aparece claro que el propósito que se busca alcanzar sigue siendo 

la incorporación al perímetro urbano. En relación con la titulación predial es evidente el 

propósito, pues está expresamente previsto que se busca la incorporación de nuevos 

propietarios que en lo sucesivo serán contribuyentes y autofinanciadores de sus 

asentamientos y unidades de vivienda.  

 

Así, de la titulación predial, antes que la garantía del derecho a la vivienda, se busca la 

incorporación de nuevos recursos a las finanzas del Distrito, a la par que se busca que el Estado 

desatienda parte de sus obligaciones con los asentamientos informales; al menos eso último 

es lo que puede extraerse de la expresión “autofinanciadores de sus asentamientos”.  
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En segundo lugar, es importante analizar las disposiciones contenidas en el decreto 1077 de 

2015, el cual es un decreto único reglamentario, es decir, compila las normas de alcance 

nacional que sobre una materia se han expedido.  Los hay respecto de todos los sectores de la 

administración central, y para la vivienda, el decreto es el 1077 del año 2015, que, para 

entonces, en materia de legalización de asentamientos y titulación predial, compilaba las 

disposiciones de los decretos 564 de 2006 y 1110 de 2008, respectivamente.  

 

La legalización de asentamientos sigue teniendo el mismo criterio, este es, el de permitir la 

incorporación de asentamientos informales al perímetro urbano y en ese sentido el decreto 

564 de 2006 se limita a dar cuenta del procedimiento que se debe adelantar, en el cual no 

existen mecanismos de vinculación de las comunidades, por más que a éstas se les reconozca 

como eventuales titulares de la iniciativa para empezar el proceso. Esa conclusión se 

desprende de los artículos 128 y 130 del referido decreto 564 de 2006. En ninguno de ellos 

aparece que la legalización deba surtir trámites de vinculación de las comunidades o los 

barrios como corpus, sino que pueden vincularse como se vincula cualquier interesado al 

desarrollo de un trámite administrativo. Así mismo, en relación con la publicidad, se trata de 

la simple publicación del estudio urbanístico previo a la resolución de legalización. Dicen los 

referidos artículos:  

“Artículo 128. Vinculación del urbanizador, el propietario y terceros interesados. En 

los eventos en que el trámite de legalización sea iniciado por personas diferentes al 

urbanizador o el propietario, una vez que se considere viable el proceso, la autoridad 

competente, mediante correo certificado, comunicará al urbanizador o propietario 

inscrito de acuerdo con lo indicado por el interesado, sobre la iniciación del proceso y 

lo citará para que comparezca y se haga parte dentro del trámite administrativo para 

hacer valer sus derechos y determinar la forma en que se hará la entrega de las zonas 

que conformarán el espacio público. 

Igualmente, conforme lo previsto en los artículos 14 y 15 del Código Contencioso 

Administrativo, la autoridad competente hará una publicación en un diario de amplia 

circulación, en la que comunique a todos los terceros que puedan estar interesados o 

puedan resultar afectados con las decisiones que se tomen en el proceso de 

legalización, sobre la iniciación del mismo, indicando el número de radicación, los 

horarios y dependencias en que pueden consultar el expediente. Copia de esta 
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comunicación y de la publicación se anexarán al expediente, al igual que el acta de la 

visita al terreno de que trata el artículo anterior. 

En los eventos en que el urbanizador o propietario de los terrenos no concurra o no 

preste su consentimiento para el cumplimiento de las obligaciones, el proceso de 

legalización podrá continuar siempre y cuando el responsable del trámite o la 

comunidad afectada se comprometan de manera independiente a entregar las zonas 

verdes, comunales y demás que conformarán el espacio público. Para tal efecto, se 

suscribirá un acta de compromiso, en la cual se detallará la ubicación de dichas zonas 

y el término para su entrega al respectivo municipio o distrito. 

Artículo 130. Publicidad del estudio urbanístico final. La autoridad competente 

someterá a consideración de la comunidad y del propietario del terreno o urbanizador, 

cuando se haga parte dentro del proceso, por el término de diez (10) días, el estudio 

urbanístico final, con el fin de dar a conocer los derechos y obligaciones derivados del 

mismo. Para el efecto, se fijará en la cartelera de dicha dependencia un aviso 

informando el lugar y horario de consulta del estudio, y advirtiendo que las objeciones 

o recomendaciones que se hagan frente al mismo se deben presentar por escrito hasta 

el último día de consulta del estudio. En el aviso se dejará constancia de la fecha y hora 

de fijación y de desfijación del mismo”. 

  

La titulación predial, por su parte, encuentra soporte en el Decreto 1110 de 2008, el cual 

reglamenta disposiciones contenidas en la Ley 1001 de 2005. Esa ley, en su artículo segundo 

decía lo siguiente:  

  

“Las entidades públicas del orden nacional cederán a título gratuito los terrenos de su 

propiedad que sean bienes fiscales y que hayan sido ocupados ilegalmente para vivienda 

de interés social, siempre y cuando la ocupación ilegal haya ocurrido con anterioridad al 

treinta (30) de noviembre de 2001. La cesión gratuita se efectuará mediante resolución 

administrativa a favor de los ocupantes, la cual constituirá título de dominio y una vez 

inscrita en la Oficina de Instrumentos Públicos, será plena prueba de la propiedad”. 
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Poco se puede extraer de la ley 1001 de 2005 a efectos de determinar los elementos axiológicos 

que la fundan. No obstante, es necesario tener en cuenta que la ley 1001 de 2005 modificó 

disposiciones de la ley 708 de 2001 y en el caso de esta última, la exposición de motivos, 

además de contener una disertación interesante sobre los deberes del Estado en relación con 

la garantía del derecho a la vivienda, deja claro que es interés de la administración estatal o 

debe serlo, garantizar el derecho a la propiedad:  

 

“Pese a ello, somos conscientes de la necesidad de promover el diseño de nuevos 

instrumentos que permitan a los colombianos de menores ingresos convertirse en 

propietarios del que será su bien más preciado: la vivienda familiar.  

(…) 

La ocupación ilegal de suelo urbano genera inconvenientes muy similares a los arriba 

descritos. Los barrios informales, además de consolidarse, en la mayoría de los casos, en 

terrenos no aptos para la vivienda, tienen fundamento en la vulneración del derecho de 

propiedad de otros colombianos, razón por la cual dan pie a conflictos sociales de difícil 

solución”. (Congreso de la República de Colombia, 2001, pág. 2).  

 

Las otras normas en las que están fundadas las resoluciones de legalización de La Playa I y La 

Playa II ya son normas del orden distrital que reproducen los procedimientos descritos en el 

orden nacional, sin que tengan mayores consideraciones en relación con los valores que 

conducen a su expedición y los propósitos que con ellas se persiguen.  

 

Vale destacar, únicamente, que el decreto distrital 576 de 2014, determina, como parte del 

proceso de legalización de asentamientos, la obligación de adelantar un taller de socialización 

del proceso para las comunidades, algo que no parece ser comprensivo de la importancia que 

tienen estas últimas en la formación y posterior desarrollo de los asentamientos.  

  

 

 

 



 

 
 

5. Conclusiones y recomendaciones 

 

En definitiva, las prácticas de orden comunitario ya no tienen la vigencia que otrora tenían en 

los barrios materia de investigación. Esas prácticas, enunciadas en el capítulo tercero, 

estuvieron orientadas, según las voces de los habitantes, a la provisión de elementos 

necesarios para el buen desarrollo de un asentamiento informal. Al parecer, ya se consideran 

alcanzadas, al punto de que lo que aún pervive son las instancias de creación legal  como las 

Juntas de Acción Comunal.  

 

Por virtud de las resoluciones de legalización de asentamientos se dispusieron normas sobre 

ocupación y usos del suelo. En ese sentido, los barrios recientemente legalizados han sido 

testigos de la ampliación de las casas con edificaciones que alcanzan hasta cuatro pisos y con 

el desarrollo progresivo, quizá aupado por la difícil situación económica que se vivió con la 

pandemia de COVID-19, de comercios de pequeña escala en las primeras plantas. 

 

Ese comercio se sigue desarrollando en torno a las actividades de comercio de llantas, reciclaje, 

expendios de licor, abarrotes y en algunos casos, la prestación de servicios en casa como las 

barberías y modisterías.  

 

En lo atinente a la provisión de espacio público, los barrios se incluyeron en la zona de 

influencia del Corredor ambiental del Río Tunjuelo- Chiguaza, de cuya ejecución resultó el 

levantamiento de un puente que acorta el camino entre los barrios de esta investigación y el 

barrio San Carlos así como la adecuación de un corredor ambiental que  supuso la instalación 

de mobiliario urbano y parques de pequeña escala que, en razón del deterioro y el abandono 

de la ribera del río, fueron completamente desmontadas.  
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En materia de equipamientos solo se previó la eventual obligación de destinar una franja de 

terreno para ese propósito en la legalización de La Playa II. En ese sentido, los equipamientos 

de los que siguen disfrutando los barrios son los que de antaño han estado ubicados en el 

barrio Meissen.   

 

En relación con el cambio de los habitantes, lo cierto es que en La Playa I y La Playa II existe un 

alto índice de población migrante venezolana, lo cual es comprensible si se tiene en cuenta que 

en la ciudad ya son más de 600.000 habitantes provenientes del vecino país y que según la 

información de prensa, Ciudad Bolívar es una de las localidades en las que se concentra. 

 

Así mismo, la ampliación de las casas ha permitido el arribo de población arrendataria que 

encuentra en el barrio un sitio cercano a una vía principal con precios de arrendamiento que 

son bajos aun cuando la capacidad económica no sea considerable.  

 

Los habitantes primigenios han ido falleciendo y son sus familias quienes perduran en los 

barrios, en el caso de La Playa I, con la salvaguarda que representa la obtención de un título 

que legitima la propiedad.  

5.1 La conexión barrial. 
 

Los barrios, finalmente, se encontraban en las prácticas comunitarias que le eran comunes. En 

ausencia de esas prácticas y con elementos físicos que marcan una real alinderación entre uno 

y otro barrio, lo cierto es que a la fecha esas prácticas cada vez se ven más reducidas y no es 

posible establecer con certeza alguna, la posibilidad de revivirlas. Las resultas del proceso de 

legalización en últimas permiten que esa diferenciación se ofrezca más profunda. El barrio ya 

tiene entonces un elemento diferencial respecto de los otros. Meissen no tiene legalización; La 

Playa II solo tiene adelantada la legalización, y la Playa I ya tiene nuevos propietarios.  

 

En los procedimientos de legalización, la participación, según el diseño que se revisó en el 

capítulo anterior, parece verse reducida a la socialización de los términos en que se ejecutarán 

las medidas de corte remedial, y de las resoluciones de legalización definitivamente no se 

extrae que se haya adelantado un proceso en el que la dinámica de legalización se comprenda 

en interrelación con otros barrios.  
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Bastante frecuente es que entre barrios pueda producirse animadversión. Es característica la 

riña constante entre los habitantes de Madelena e Isla del Sol, o la que evidencia Romero 

Espinel (2022, pág. 145)en su tesis de maestría en relación con el barrio Atahualpa. El estatus 

que produce la norma, al no buscar que el proceso acoja en realidad a todos los barrios, con 

independencia de las dificultades que se puedan desarrollar en el seno de las actuaciones 

administrativas, puede incidir en la creación de esos elementos de distinción y posterior 

disputa o marginamiento de los que no están legalizados o titulados.   

 

No está de más recordar que se trata de barrios comunes, que se desarrollaron todos a la vera 

del Río Tunjuelo, con habitantes que han transitado entre uno y otro; el aprovechamiento de 

los equipamientos de Meissen en definitiva también es un elemento que hubiera sido prudente 

tomarlo por la administración al momento de adelantar los procesos de legalización.  

 

A su vez, es menester tener en cuenta que de antaño los habitantes de los tres barrios 

solicitaban la legalización de los asentamientos en común y la respuesta era negativa, también 

en común, afirmando que era imposible proceder a la legalización por la cercanía de los 

asentamientos con la zona de protección del Río Tunjuelo.  El proceso que finalmente condujo 

a la legalización no parte de esa base unificada.   

 

Ya se mencionó. En esta investigación resulta importante la definición de barrio como 

interacción de variables en el espacio, relaciones sociales que se despliegan allí y lo 

transforman. Esa variable no se asumió, y se preponderó el espacio físico, el que puede ser 

objeto de levantamiento de información, e individualizarse aplicando procedimientos técnicos, 

a despecho de una perspectiva más holística.   

 

La legalización supone la incorporación de los barrios al perímetro urbano. El concepto, 

tomado en su acepción más técnica posible, podría reducirse a la inclusión de asentamientos 

informales al plano de la ciudad y pare de contar. Sin embargo, comoquiera que de la 

legalización pende en buena medida la ejecución de obras de infraestructura, ésta no debe 

entenderse solo como incorporación al perímetro, sino incorporación a la ciudad en sí misma.  
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5.1.1   Las prácticas comunitarias dispersas.  

 

No se pretende una entronización de las prácticas comunitarias. Hacerlo desconocería el relato 

recogido de voces de los habitantes de los barrios y la misma experiencia personal. Finalmente, 

sí existe una relación de medios- fines en el ejercicio de prácticas comunitarias y estas no 

existen per se ni para mantenerse incólumes. Fueron necesarias por el contexto en que se 

desarrolló el barrio, pero sus mismos partícipes reconocen que no se mantuvieron en el tiempo 

y que cada vez se presentan menos manifestaciones de un ethos colectivo. 

 

Los procesos de legalización desarrollados en la forma cómo se describió en el acápite cuarto 

pueden contribuir a la dispersión de esas prácticas comunitarias. Al revisar la norma, lo cierto 

es que la participación comunitaria pasa a ser casi que nula, representada en la ejecución de 

talleres informativos sobre la gestión adelantada por el gobierno distrital. En la norma 

nacional esa socialización se contempla apenas de manera facultativa para las entidades 

territoriales.  

 

De hecho, visto en punto de su complejidad, la legalización se ofrece, en los términos 

legalmente previstos, como un proceso sumamente expedito que cuenta con participación de 

los particulares a través de la ejecución de talleres informativos. Claro, eso no impide que los 

directos interesados acudan a mecanismos para solicitar información como podrían ser los 

derechos de petición, sin embargo, lo ideal sería que el proceso de legalización ofrezca mayor 

apertura a la comunidad.  

5.2 La trascendental figura de la propiedad.  

 

Un asunto que refulge del análisis adelantado tiene que ver con el hecho de que la propiedad 

pareciera ser el punto culmen de esos procesos. La incorporación a la ciudad parece quedar en 

segundo plano si se tiene en cuenta que al final prepondera una visión en la que el fin es la 

propiedad, garantizarla a cómo dé lugar.  

 

En relación con la importancia que se le confiere a la propiedad resulta interesante citar lo 

dicho por Jaramillo González y Parias Durán. Aunque ellos se refieren a la contraposición de 
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vivienda en propiedad respecto del arrendamiento, parece ser una postura aplicable en 

general a las políticas habitacionales:  

  

“Un indicador de progreso en el bienestar es el crecimiento de la proporción de residentes 

que viven en alojamiento propio. Por ello tal vez la insistencia en los programas 

gubernamentales para combatir la penuria habitacional, sobre todo en América Latina, 

en ofrecer viviendas en propiedad. El objetivo ideal implícito de superación de las 

deficiencias habitacionales sería dar una vivienda propia a cada familia. Los mismos 

eventuales beneficiarios de estos programas reaccionan negativamente cuando se 

insinúa siquiera que lo que les ofrece es ayuda para acceder a la vivienda en alquiler; 

interpretan que esto es sustituto de lograr el ideal absoluto de tener vivienda propia” 

(Jaramillo González & Parias Durán, 2023, pág. 27).  

 

Y la relevancia que se le concede a la propiedad no parece ser fortuita. En los análisis que ha 

hecho Edesio Fernandes sobre la influencia de las teorías de Hernando de Soto en los procesos 

de legalización de asentamientos, aparece que, por virtud de las ideas aportadas por el 

economista peruano, la propiedad ha sido elevada a máxima, sobre la base de que se garantiza 

la dinamización de la economía basada en las transacciones sobre bienes inmuebles. Dice 

Fernandes: 

  

“Los razonamientos de Soto apuntan al efecto significativo que podría tener un buen 

programa de regularización sobre la economía urbana en general, como resultado de 

incorporar la creciente economía extralegal informal a la economía formal. Más aún, de 

Soto sostiene que tales políticas públicas pueden ser el instrumento para reducir la 

pobreza social. 

 

En su opinión, los pequeños negocios informales y viviendas marginales de los pobres son 

esencialmente activos económicos (“capital muerto”), que deberían ser revitalizados por 

el sistema legal oficial y convertidos en un capital líquido que permita a sus dueños el 

acceso al crédito formal y la posibilidad de invertir en sus viviendas y negocios, y de esa 

manera fortalecer la economía como un todo. Según sus cálculos, el monto de ese capital 

muerto de los países subdesarrollados es de unos US$9,3 billones” (2007, pág. 110) 
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El mismo Edesio Fernandes presenta su oposición a la relación que se establece entre 

propiedad y superación de la pobreza. A su juicio, se demandan políticas públicas mucho más 

integrales que la simple titulación predial, pues en últimas la regularización solo tiene un 

carácter remedial, es decir, se atiende el problema de la informalidad con medidas de atención 

inmediata (2007, pág. 114) 

 

En últimas, esta investigación comparte la afirmación propuesta por Emilio Duhau, quien es 

claro en señalar que aun cuando los asentamientos informales son un fenómeno latente, no 

por ello puede echarse en saco roto el desarrollo formal de las ciudades de América Latina. 

Según Duhau, “es cierto que el orden formal urbano constituye un componente imprescindible de 

la ciudad moderna y de lo que esta es potencialmente capaz de proveer a sus habitantes en 

términos de condiciones de vida y ejercicio efectivo de los derechos de la ciudadanía” (Duhau, 

2003, pág. 3). 

 

Para ese propósito, la legalización supone importantes retos, los cuales también dependen de 

la perspectiva que se adopte:  

 

“Actualmente la opinión absolutamente dominante en materia de asentamientos 

irregulares es que los mismos deben ser objeto de programas de regularización fundiaria 

que otorguen seguridad jurídica a los pobladores respecto de la tenencia de su vivienda. 

Desde la perspectiva neoliberal a la De Soto (sic), esto es necesario sobre todo para 

desarrollar los derechos de propiedad. Desde una perspectiva progresista, se trata en 

cambio de un paso necesario para hacer efectivo el derecho a la ciudad y de lo que se 

trata es de desarrollar dispositivos capaces de otorgar vigencia en ella a la dimensión 

pública de la ciudad” (Duhau, 2003, pág. 9) 

 

El profesor Carlos Torres Tovar ofrece un análisis bastante significativo respecto de lo que 

suponen los procesos de legalización. En él concluye, básicamente, que los procesos de 

legalización de asentamientos informales producen una relación desigual en la que son más 

los nuevos deberes y está en discusión la generación de nuevos derechos (Torres Tovar, 2012, 

pág. 443). 
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Esos deberes, en el análisis de Torres Tovar, son relacionados con el aporte a las finanzas 

públicas municipales que se produce con la incorporación al perímetro urbano de los 

asentamientos informales y la titulación predial, la cual a juicio del autor, está sujeta a las 

agendas de organizaciones multilaterales que consideran que la seguridad jurídica de la 

tenencia es presupuesto inexorable para la vinculación de los propietarios al crédito y a las 

finanzas en el marco del modo de producción capitalista (2012, pág. 458).  

 

La experiencia de los barrios analizados en esta investigación le suma a esa crítica un elemento 

adicional. Un efecto indeseado de la legalización de asentamientos es la definitiva 

desarticulación de los barrios cuando los procesos, por masivos que sean no son holísticos, 

sino que son expeditos, sin participación comunitaria y sin la comprensión de que los 

asentamientos informales surgieron de un ethos colectivo.  

 

Visto así, podría afirmarse que, en definitiva, el diseño normativo de los procesos de 

legalización de asentamientos y titulación barrial -si bien no exclusivamente, comoquiera que 

existen otras variables- sí puede conducir a la desarticulación de los procesos comunitarios 

barriales y a la comprensión de los barrios como corpus ensimismados sin ningún tipo de 

relacionamiento y vecindad.  

 

Como se extrajo de las bases en que se fundaron las normas que soportaron los procesos de 

legalización urbanística y titulación predial, la propiedad es asunto trascendental para el 

Estado en la adopción de sus normas. Ahora bien, esa priorización no es solo suya, sino que 

puede evidenciarse también en el interés de los habitantes del barrio, quienes manifiestan sin 

ambages que en últimas su propósito era también hacerse a una unidad de vivienda.  

5.2.1 ¿Y el Derecho? 

 

La investigación aquí contenida planteó discusiones en relación con el Derecho como producto 

del Estado para organizar la vida en sociedad. Ya se ha acusado desde el primer momento que 

la norma se ha visto ineficaz, no ha surtido efectos y la ciudad creció a expensas de ella.  
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Superado el análisis del caso particular de cada uno de los barrios, parece ser que el Derecho, 

las normas que pretenden remediar el problema, siguen generando dificultades para los 

asentamientos informales. Particularmente una perspectiva atomizadora que desconoce la 

participación de las comunidades y la relación entre barrios que tienen una historia común.  

 

A juicio de quien escribe, detrás de esos efectos subyace la continuidad de una perspectiva de 

la vivienda que la percibe como un bien para lucrarse, al margen de las discusiones sobre la 

vivienda que debe garantizarse como un Derecho Económico, Social y Cultural.  

 

Ya se ha escrito bastante literatura sobre la desarticulación del papel estatal en la provisión de 

la vivienda, la cual es extensiva a la provisión de la salud y la educación. Ese desmonte estatal 

ha sido inscrito en el neoliberalismo, dice Harvey:  

  

“La corporatizacion, conmodificación, y privatización de activos públicos anteriormente 

públicos han sido características emblemáticas del proyecto neoliberal. Su principal 

objetivo ha sido abrir nuevos campos para la acumulación de capital en terrenos que 

anteriormente eran considerados como fuera de límites para los cálculos de rentabilidad. 

Servicios públicos de todo tipo (agua telecomunicaciones, transporte), suministro de 

asistencia social (viviendas sociales, educación, atención sanitaria, pensiones), 

instituciones públicas (tales como universidades, laboratorios de investigación, 

prisiones), e incluso la guerra (como lo ilustra el "ejército" de contratistas privados que 

operan junto a las fuerzas armadas en Iraq) han sido todos privatizados en algún grado 

en todo el mundo capitalista” (Harvey, 2008, pág. 16). 

 

Si la medida remedial del Estado ante la proliferación de los asentamientos informales 

reproduce una visión en la que el asunto de mayor relevancia es la titulación predial y, por 

tanto, la emergencia de nuevos propietarios, considera quien escribe que se produce un 

retroceso en los alcances normativos en torno a la vivienda, e incluso a la ciudad, retornando 

a la base de lo que representa el Estado en su acepción liberal y, por ende, perdiendo de vista 

los importantes cambios que ha sufrido el corpus normativo en aras de ofrecerse más 

garantista, actualizado y progresista. 
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En el capítulo primero de esta investigación se trajo a colación el importante constructo que 

se ha elaborado para definir lo que es el derecho a la vivienda digna. Se trata de un concepto 

holístico, comprensivo de variables externas como puede ser los procesos comunitarios y la 

relación de los barrios entre sí. A efectos de no echar en saco roto esos avances normativos, 

pero lo que es aún más importante, se propone entonces las siguientes líneas de acción, 

esperando que sean de utilidad para corregir la generación de ese indeseable efecto sobre los 

procesos comunitarios y la relación barrial.:  

 

1. Es necesaria la actualización normativa constante en los procesos de legalización y 

titulación, a efectos de incorporar en las normas jurídicas todas las variables que 

definen, desde los instrumentos internacionales sobre Derechos Económicos, Sociales 

y Culturales, el derecho a la vivienda adecuada.  

 

2. Las entidades territoriales, aprovechando la facultad que les otorga la norma nacional, 

pueden hacer uso de mecanismos de socialización suficientes, en los cuales se 

comprenda también a la comunidad como agente legítimo y esencial en la formación 

de los asentamientos informales.  

 

3. Es indispensable para efectos de la política de hábitat y vivienda, en general, la 

superación de esa perspectiva en la que lo que prevalece es el nacimiento de nuevos 

propietarios. Se debe apostar por el posicionamiento de formas alternativas de 

tenencia.   

 

4. La redefinición de las metas de resultados en materia de legalización de asentamientos 

y titulación predial. La masificación no es garantía de universalidad ni de satisfacción 

de necesidades. En ese sentido, el cumplimiento de metas cuantitativas puede 

reformularse en aras de preponderar las cualitativas.  

 

5. La comprensión de los barrios como espacio social es indispensable para que no se 

adelanten procesos aislados de legalización de asentamientos y titulación predial ni 

tampoco para que éstos contribuyan a la desarticulación de los procesos comunitarios.  
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A. Anexo: Entrevistas practicadas. 

Entrevista Néstor Canchón:  

1. ¿Cómo fue que usted llegó aquí al barrio? 
 

Yo llegué, póngale qué, hace 30 años. Esto era, así como el nombre del barrio: una playa. Una que 
otra casita, pequeñas. Ya poco a poco se fue avanzando, luego fuimos colocando los servicios por 
cuenta de nosotros mismos. 
 

2. ¿Todo fue autoconectado? 
 
Sí, no había nada. Fuimos consiguiendo postes de la luz, también se metió el agua de contrabando 
y ya con el tiempo se fueron legalizando todos los servicios. Así, eso fue un proceso de más de 
veinte años, dándole y dándole por un lado o por otro.  
 

3. ¿Usted sabe de quién eran estos terrenos? 
 

Supuestamente esto era del Acueducto, pero antes de eso era de una empresa llamada 
Gravarenas, después de eso pasó al Acueducto y nos vendieron a nosotros la posesión. Ya luego 
empezamos a construir, ya había calles demarcadas.  

4. ¿La posesión la adquirieron con qué? 
 

Con una promesa de venta.  Nosotros ya sabíamos que esto era una posesión. Que si llegaba el 
propietario nos podía sacar. Yo por lo menos compré así.  

5. ¿La expectativa era iniciar algún proceso para hacerse a la propiedad o que 
pasara el tiempo?  

Que pasara el tiempo.  

6. ¿Había algún tipo de bien destinado al parque o al salón comunal? 

Eso fue tiempo después que se fue organizando.  

7. ¿Hubo experiencias comunitarias para la organización de las casas o eso fue a 
nivel de cada propietario? 
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No, eso fue a nivel de junta. Inicialmente se conformó un comité de trabajo y ya después la junta, 
y de ahí hemos ido la mano del señor edil que nos ha colaborado y es de los fundadores del barrio.  

8. Al revisar los libros se cuenta la historia de Meissen, pero de la Playa no. ¿Aquí 
alrededor de su casa usted podía ver lo que coloquialmente se denomina 
potrero?  

Sí, esto era un potrero. Yo soy habitante de aquí hace cerca de 50 años.  Este barrio se formó 
treinta años atrás. Esto inició más o menos en el 89 o 90.  

9. ¿El Río todavía se crecía y se inundaba? 

No, aquí gracias a Dios nunca se inundó. Se crecía y nos asustaba. Se inundaba Meissen, mas La 
Playa no.  

10. ¿Cómo llegaba la inundación a Meissen?  

Se desbordaba por las tuberías. Aquí hemos corrido con la fortuna de que no nos hemos inundado. 
Mas el Meissen sí y San Benito también. Ya vino, eso vale comentarle, una vaina que llaman 
Cantarranas. Eso fue lo que más ayudó para que Meissen no se siguiera inundando.  

11. En los planos aparece que entre La Playa I y Playa II atravesaba un riachuelo.  

Dónde queda la alameda eso era un caño, pero ahí nunca hubo inundación. Ahí va una tubería 
que va a salir al Hospital.  

12. ¿Cuándo usted llegó la alameda estaba en planes o se fue desarrollando? 

Eso se fue desarrollando.  

13. ¿Qué problemas tenían entonces ustedes cuando llegaron al barrio? 

Aquí los únicos problemas fueron los servicios y el problema de que nos fueran a sacar.  

14. ¿Hubo alguna vez una amenaza cierta? 

Sí, una vez hubo una amenaza con un alcalde, no me acuerdo si fue Peñalosa que vino y que dijo 
“no crean que ustedes se van a quedar aquí”. Él llegó en helicóptero y estuvimos ahí en la cancha 
de fútbol. Nos dijo “ni crean que ustedes se van a quedar aquí”.  

15. ¿Por qué les dijo que no se iban a quedar aquí? 

Por el río, y porque la gente no piensa. Pero nosotros estábamos más que seguros que nos 
quedábamos aquí, porque nosotros no invadimos, sino que compramos.  

16. ¿Aquí había un urbanizador?  

Sí, uno o dos urbanizadores que fueron vendiendo.  

17. ¿Al mismo tiempo de La Playa II o eso se desarrolló después? 
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Inició primero La Playa I, en La Playa II fue distinto porque ahí sí había documentos, como 
escrituras.  

18. ¿Al principio hubo prácticas para recoger fondos? 

Sí, para recoger fondos, para las cosas del barrio. La conexión de servicios fue más que todo por 
la colaboración de los concejales, de la política. Nosotros podemos decir que pagamos con votos. 
Nosotros apoyamos los concejales, que fueron los que apoyaron. Por eso es que nosotros 
sobrevivimos aquí.  

La Playa II se puede decir que es lo mismo, aun cuando La Playa I está más organizada.  

19. ¿En qué aspectos? 

En vías, en seguridad. Está mucho mejor la I que la II.  

20. ¿Esas prácticas entre vecinos, eso ya se acabó? Si usted considera que es así ¿Por 
qué cree que es eso? 

Todo se va acabando a medida que se van legalizando las vainas. Se fueron dando las vainas de 
los servicios, de los títulos de aquí del barrio y todo eso se va acabando, entonces ya no se necesita 
de la Junta de Acción Comunal. Dieron títulos y hasta ahí no más. El cambio de generación 
también, de 350 fundadores, quedan 100.  

21. ¿Nunca hubo problema con lo construido? 

Cada cual construyó a su manera. Hay construcciones muy buenas, regulares, hay de todo. Fue 
un barrio más que todo de trabajadores de obra civil o de maestros de construcción.  

22. ¿Usted se enteró de que vendían lotes? 

Yo llegué a Meissen en 1970, por ahí, a vivir en arriendo.  

23. ¿Qué ofrecía Meissen en ese momento, estaba desarrollado? 

Sí, Meissen estaba desarrollado. Meissen le llamamos nosotros “el papá de Ciudad Bolívar”, 
“puerta y ventana de Ciudad Bolívar”. Por ser el primer barrio de aquí de Ciudad Bolívar. Porque 
cuando esto empezó Meissen, ya después San Francisco, Las Acacias, México. Ya ahí se fue 
desarrollando.  

24. ¿Cuándo usted llegó a Meissen eso estaba pavimentado? 

Las calles eran destapadas.  

25. ¿Qué servicios había, ya estaba la policía? 

Ahí estaba la Alcaldía.  

26. ¿El colegio? 

Sí, ahí estaba el colegio. 
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27. ¿El parque? 

Estaba no tan desarrollado  

28. ¿En Meissen había organización comunitaria? 

Sí, había Junta de Acción Comunal.  

29. ¿Y ese proceso de pasar de Meissen fue colectivo, vinieron en masa? 

De los habitantes de Meissen son muy poquitos los que estamos acá. Por ahí unos diez. Los 
Zamora. No va a haber más de unos veinte. 

30. ¿Cómo era el tema de transporte?  

El tema de transporte era la empresa Bermúdez, Buses Verdes y Santa Lucía. Buses Verdes 
como que fue la primera empresa que entró al barrio y en seguida entró la Bermúdez que 
tenía ruta San Francisco- Fontibón. Esa iba por la Caracas, la Boyacá todavía no existía.  

Transporte informal había, de Santa Lucía a Meissen.  

31. ¿Por qué la gente no llegó a La Playa directamente? 

Porque esto tenía dueño. Como le dije era propiedad de Gravarenas y esto era cerrado. Yo me 
vine a enterar que esto era del Acueducto una vez que ya estuve aquí.  

32. ¿Nunca cambió su percepción de que estaba comprando una posesión? 

Yo tomaba cervecita con el cuidandero del potrero. Yo creo que ya murió. El cuidandero fue 
el que le vendió o entregó la posesión para urbanizar.  

33. ¿Cuál es el cambio más significativo del barrio? 

El cambio más significativo es el Hospital, la Boyacá y haber recibido los títulos que nos 
acreditan como propietarios.  

34. ¿Usted se siente más tranquilo? 

Claro.  

35. ¿Qué le hace falta a su barrio? 

La pavimentación, organización de transporte y la legalización de las construcciones.  
 

Entrevista a Juan y Luis Zamora. 

1. ¿Quién es don Antonio Zamora? 

Luis Zamora: bueno, mi papá era de los fundadores del barrio Meissen y estuvo aquí como 
desde el año 52 o 53 que compró el lote ahí en Meissen. 
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2. ¿Quiénes son los fundadores? 

Luis Zamora: Él era de los primeros. Él venía de Anolaima, Cundinamarca.  

3. ¿Qué recuerdan de Meissen? 

Luis Zamora: Que era muy bonito, que cada nada se inundaba. Lo que es la Playa II, eso se 
enlagunaba todo. Lo que cortaba era el Río Tunjuelo, eso parecía una serpiente el cauce. Ya 
luego enderezaron.  

Todo entraba por Meissen, por el barrio San Carlos, Meissen y ya luego entró aquí. Eso 
siempre fue la vía principal.  

4. ¿Entonces cuál otra vía había de ingreso? ¿La Boyacá? 

Juan Zamora: La Avenida Boyacá no existía.  

5. ¿Y el tema de servicios públicos? 

Luis Zamora: De pequeños era coger el agua de la pila. Había una pila pequeña donde el 
señor Páez. Había una comunitaria, dos llaves había ahí. La luz, que yo me acuerde sí había 
y alcantarillado. Yo nací en el 61, y ahí ya había luz.  

6. ¿Las cocinas? 

Juan Zamora: A carbón. Primero se cocinaba a carbón mineral en estufas de carbón mineral, 
y había depósitos que vendían el carbón mineral. Ya después era el cocinol, y tocaba hacer 
fila en el Parque de Meissen. Todo mundo hacía fila, era a comprar el cocinol.  

7. ¿Cuadras y calles delimitadas ya existían?  

Luis Zamora: Sí, todo eso se ha conservado tal cómo está.  

8. ¿Y espacio público?  

Luis Zamora: El parque. Al inundarse el barrio a la gente la sacaron, los mandaron para el 
Quirigua. Allá hay un barrio que se llama Meissen Norte, y a los inquilinos los mandaron a 
Las Lomas.  

9. ¿Pueden dar cuenta de la presencia del centro de salud? 

Juan Zamora: yo tendría unos 7 años. Aproximadamente del año 1965.  

10. ¿Y la policía? 

Juan Zamora: Hubo un señor Castiblanco que donó esa casa para que ahí funcionara la 
policía.  

11. ¿Por qué la gente no llegó a La Playa? 
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Luis Zamora: Estos terrenos eran del señor Rueda. Entonces dejó cuidando al papá de 
Blanca, a don Rojas. Entonces a él le dieron una plata y dejó ingresar a la gente. Eso estaba 
cercado y había pared. Como estaba la pared, invadieron y repartieron los lotes. Yo no estaba, 
yo estaba en la selva. Cuando yo llegué en el 91, eso estaba invadido y ya todo mundo tenía 
sus lotes. 

12. ¿Usted salió de Meissen y cuando llegó ya era otra cosa? 

Luis Zamora: Sí, ya aquí se forma desde el 90 o 91. Yo compré en el 91. Entonces esto era 
cuando comenzó la invasión. Entonces le daban a uno por un televisor, o un lote. Así fueron, 
con permutas. Cuando yo compré aquí, compré por 600.000.  

13. ¿Desde el 90 la gente se empieza a meter aquí, con materiales de relleno? 

Luis Zamora: Con materiales. Los postes de madera de Meissen se trajeron para aquí. Los 
tubos se rompieron y la conexión de agua se hizo con manguera.  

14. ¿O sea que el barrio desde el primer momento estuvo conectado a servicios? 

Luis Zamora: Sí, eso sí, pero todos clandestinos. Ya con ayuda de Diterlizen. Él sí para qué, él 
se metió, se legalizó, le metieron pavimento, ha hecho cosas buenas.  

Luis Zamora: Ahí se dieron cuenta que esto era del Acueducto. El señor Rojas le vendió al 
Acueducto. Aquí llegaba el gerente a decir que nos iban a sacar. Ya fue hasta hace cinco años 
que el Acueducto le cedió a la Caja de Vivienda Popular y la Caja nos dio las escrituras, y todo 
eso fue por gestión del alcalde Peñalosa. Él fue el que hizo toda la gestión, la vuelta para eso.  

15. ¿Usted era consciente de que estaba comprando una posesión? 

Luis Zamora: Ah, claro. Aquí era con el miedo de que el Acueducto nos sacara. Lógico. Uno 
con sus casitas, pensando que nos sacaran. Pero ya cuando nos legalizaron nos dieron las 
escrituras. Ya están arreglando las vías.  

16. ¿Había prácticas de los vecinos para ayudarse? 

Luis Zamora: Claro, aquí había colectas, para mangueras. Se aportaban $10.000 semanales. 
Para los servicios así, porque eran mangueras, porque claro como se dañaban o nos las 
cortaban la policía. Para meter material tocaba sobornar a la policía, de noche los 
sobornábamos. Aquí sí fue con materiales.  

17. La compra era a crédito… 

Luis Zamora: El crédito era un televisor o un electrodoméstico, pagaba con eso y entonces 
uno le pagaba a Diterlizen 10.000 para que le hiciera la promesa de compraventa.  

18. Los políticos siempre han estado.  

Juan Zamora: Uno de los que más aportó fue Durán Silva, inclusive nos traía músicos. Ese 
concejal sí, sino que se pelearon con Diter. Él lo sacó y se fue con otra.  
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Plano de legalización La Playa I  
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Plano de legalización La Playa II  
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